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				Introducción. Motín en la residencia

				«En las residencias, los ancianos son como tornillos, parte de una cadena de producción».
aris tomé,
trabajadora de una residencia de Gipuzkoa

				Dos ancianos de una residencia llevan tiempo compartiendo un sueño que mantienen oculto a sus familiares y a la dirección del centro: crear una cooperativa para constituir una residencia autogestionada y para ello van a contar con la ayuda de una gerocultora en la que confían. Su proyecto sumará adeptos entre varios residentes que formarán un grupo de amotinados, pero en su periplo padecen trágicas muertes y colosales decepciones. Pese a las adversidades, los dos ancianos desarrollan una sorprendente historia de amor y albergan esperanzas alimentadas por algunos cómplices en su plan de fuga.

				Con el inicio de la pandemia, confinados sin poder recibir visitas y angustiados por la incidencia del coronavirus en las residencias, se empeñan en acelerar los planes del motín contra los propietarios de las fábricas de ancianos. Así comienza una odisea que les lleva a identificar a los grandes grupos del sector en el Estado español implantados también en Hego Euskal Herria, grupos dirigidos por fortunas extranjeras y españolas, empresarios de la corrupción y opacos fondos buitre. Consiguen información en torno al proceso de privatización de las residencias en la cav y Nafarroa, un negocio que mueve varios cientos de millones de euros. Además, en el «oasis vasco» descubren la existencia de una red de residencias gestionadas por empresas conectadas a excargos del pnv, una red clientelar bien relacionada con la patronal de las residencias y con la administración pública.

				A través de una cómplice gerontóloga que trabaja en varias residencias, el grupo de ancianos conoce el trato de favor a residentes vip, familiares de personalidades relevantes y enchufados de la casta política o de la patronal. Los ancianos también se informan sobre la explotación laboral que sufren las gerocultoras desde una perspectiva feminista y de clase trabajadora, sin olvidar a las trabajadoras de limpieza y comedores, conductores de ambulancias… Además, entablan relaciones con asociaciones de familiares de residentes, movimientos de pensionistas y representantes de sindicatos cuyas denuncias son objeto de interés de Ararteko, Defensor del Pueblo de Navarra, Fiscalía y diversos partidos políticos. Y finalmente contactarán con personas integradas en proyectos alternativos al actual modelo de residencias.

			

		

	
		
			
				1. Traficantes de ancianos: la pandemia de la avaricia

				«El jugoso negocio de las residencias de mayores; morituri te salutant».
araInfo.org

				Julián había sido ostiario de la catedral de Santa María en Gasteiz. Durante más de 40 años estuvo al cargo de la custodia de las reliquias y de llamar a tomar la comunión. De vacaciones en India para celebrar su jubilación anticipada en la carpintería, el ostiario perdió la fe y a la vuelta se refugió en una residencia de Bilbao. Su hermana, Olatz, emparentada con una de las 25 sagas familiares que ostentaron el control de la economía vasca entre las décadas de los 60 y 70, lo visita con frecuencia en la residencia bilbaína de Abando.

				Los fines de semana Olatz y Julián salen a pasear por la avenida de Abandoibarra, recorren el final del paseo de Uribitarte, bordean el Museo Guggenheim y dan la vuelta en la confluencia entre el Palacio Euskalduna y la plaza del Sagrado Corazón de Jesús. Julián parece ausente mientras su hermana trata de animarlo con anécdotas sobre el reciente traslado desde su chalé de La Bilbaína al apartamento de las torres Isozaki. 

				El traslado es una decisión de los hijos de Olatz, directivos de un estudio de arquitectura con sede en las inmediaciones de la Bolsa de Londres. La comunidad de propietarios de La Bilbaína, uno de los núcleos de población con mayor renta per cápita de Bizkaia, mantiene serias diferencias internas y un conflicto con el Ayuntamiento de Mungia en torno a la atención de los servicios urbanísticos, los servicios comunes de jardinería, guardería, mantenimiento, administración, limpieza y conservación. Los ancianos patriarcas de las acaudaladas familias que abandonaron la metrópoli industrial para instalarse en un entorno exclusivo y privilegiado están ahora lejos de la museística ciudad de servicios en la que se ha convertido el Bilbao moderno y en cuyo diseño han tomado parte los hijos de Olatz.

				En las torres Isozaki, Olatz siente mayor seguridad que en La Bilbaína. Las torres están cerca de grandes comisarías de policía y en las inmediaciones hay un gran hospital y la sede del Igualatorio Médico Quirúrgico, que honra con una escultura a uno de los artífices de la reconversión urbanística bilbaina: el eterno alcalde Iñaki Azkuna (seguramente, también, por los servicios prestados en su etapa como responsable de Osakidetza). Desde su nueva residencia, Olatz se desplaza cómodamente en el metro a varios museos, centros de congresos y música, palacios deportivos, grandes centros comerciales, salas de cine, restaurantes de flamantes hoteles… 

				Ahora Olatz cuenta con más facilidades para visitar en la residencia a su hermano, con una ceguera parcial y recursos económicos muy limitados. Julián no tiene más familia que ella y ella cree que su hermano depende de sus visitas para mantener el apego a la vida. Pero hace algunos meses llegó a la residencia un nuevo inquilino y desde su ingreso ha desarrollado una intensa amistad con Julián. Se trata de Iñaki, sindicalista jubilado e hijo díscolo de una dinastía familiar de Neguri. La hermana de Iñaki, Paloma, es la viuda del que fuera uno de los banqueros más importantes del Estado español y lo visita con poca frecuencia.

				Tras abandonar el hogar paterno en la década de los 60, Iñaki se enfrentó al karma de su millonaria familia y pasó a dirigir un centro de formación sociológica de inspiración radical. La espontaneidad con la que interactúa con los residentes sorprende a Julián. Iñaki, afectado por una profunda sordera en uno de sus oídos, destaca por su arrolladora actitud insumisa hacia las actividades proyectadas por la dirección de la residencia y su carisma está despertando curiosidad entre los residentes, que, por momentos, han dejado de sentirse unos ancianos aparcados y desplazados fuera de la sociedad.

				Iñaki y Julián comparten habitación y la soledad de no tener más familia que a sus hermanas. Por las noches aprovechan la ausencia de la directiva del centro para dar forma a una conspiración a la que llevan semanas dando vueltas. En la residencia hay 150 personas en seis plantas y tres auxiliares de noche. Con la ayuda de una cuidadora se han planteado desplazarse a las habitaciones de los demás para presentar su proyecto de residencia autogestionada. Esta noche han preparado una reunión con Borja, un profesor de Economía jubilado. 

				Borja, viudo y con un único hijo trabajando en Alemania que lo visita durante las vacaciones de invierno y verano, había estudiado Ingeniería en París coincidiendo allí con la cadena de protestas conocida como Mayo del 68. Fue miembro del Consejo Económico y Social (ces) de la cav y colaboró en la creación de un observatorio dedicado a fomentar el conocimiento y la opinión sobre la economía y la sociedad de Euskal Herria. Al final de su carrera se había centrado en impedir la privatización de Kutxabank, una pelea que se vio obligado a abandonar después de sufrir varios ictus. 

				Tras escuchar a la pareja de ancianos, Borja les comenta que el Foro de Davos, celebrado en 2019, concluyó que el envejecimiento de la población y el cambio climático eran las dos mayores amenazas para la economía actual. En su opinión, hay quienes han entendido que esta amenaza es una oportunidad de negocio, enmarcado dentro de la denominada silver economy o economía de plata. Es decir, que las propias elites han marcado que la dependencia y las residencias son el gran mercado a explotar. Y es que la mercantilización de los servicios sociales ha convertido los cuidados en un nicho de negocio en unas sociedades occidentales cada vez más envejecidas1. 

				Según los datos recabados por Borja, en 2019 existían en el Estado español 5.417 centros residenciales, de los que 3.844 eran privados (71% del total) y 1.573 públicos (29%)2. Estas cifras incluyen todo tipo de alojamientos colectivos para personas mayores, no solo residencias, aunque estas predominen claramente. Pero también existen pisos tutelados o centros psicogeriátricos, por citar ejemplos de otro tipo.

				La provisión de cuidados a las personas mayores en el Estado español está en manos de grandes fortunas, grupos extranjeros y fondos buitre vinculados a paraísos fiscales3. Controlan el 75% de las plazas en centros de la tercera edad, un sector en el que por cada plaza pública hay tres privadas. En la última década, tras un frenético proceso de concentración, han emergido 10 grupos privados que copan el 25% de la facturación del sector. 

				Su margen de beneficio se sitúa entre el 20% y 25%. El negocio de los «traficantes de personas mayores» mueve ya más de 5.000 millones de euros en el Estado español. La cifra de negocio de las fábricas de ancianos equivale al total de los fondos que se destinarán hasta el 2027 al plan estatal contra el paro juvenil.

				Brokers: grandes grupos del sector

				«Muchas residencias están gestionadas por multinacionales y fondos buitre, para los cuales un anciano es un valor con el que especular»
Coordinadora de Plataformas de Dependencia

				Los tres ancianos se pasan la noche analizando el mercantilizado sector de los cuidados. Los principales grupos de la Unión Europea han realizado compras millonarias para consolidar o iniciar su apuesta en el Estado español. Entre los brokers del sector destacan tres grupos ligados a grandes fortunas: Korian, creado por la familia Ruggieri, una de las grandes fortunas de Francia; DomusVi, vinculado al millonario francés Yves Journel; y Amavir, esta última propiedad de la familia Mulliez, otra de las mayores fortunas francesas. 

				Otras empresas extranjeras, vinculadas a grandes fortunas y paraísos fiscales, también han realizado importantes operaciones inmobiliarias en el sector4. Entre 2015 y 2017, Foncière Siscare (dirigida por el millonario francés Philippe Austruy), Lagune (su propietaria es la familia Ruggieri) y cuatro grandes grupos (Healthcare Activos, Adriano Care, Primonial Reim y Threestones Capital Management) invirtieron más de 2.000 millones de euros. Lagune, Patrimonial Reim y Threestones Capital Management están vinculadas a Luxemburgo5, un semiparaíso fiscal dentro de la Unión Europea (ue).

				DomusVi, el primer gran operador del sector en el Estado y tercero a nivel de la ue, desvía parte de sus beneficios a un fondo británico, Intermediate Capital Group6, domiciliado en el paraíso fiscal de Jersey. DomusVi gestiona ya 138 residencias (unas 20.000 camas) tras comprar dos importantes grupos españoles: Geriatros en 2015 y dos años después sar y Quavitae7. No faltan conexiones vascas en este negocio, pues el grupo Geriatros-sar-Quavitae venía estando controlado por el fondo Magnum Capital, capitaneado por un influyente banquero nacido en Bilbao, Ángel Corcóstegui, conocido como «el cobrador del frac de la banca», exvicepresidente de Banco Santander Central Hispano y exdirector general del Banco Bilbao Vizcaya. 

				Orpea, filial del grupo francés del mismo nombre, es el segundo mayor operador en el Estado y segundo mayor grupo a nivel de la ue. Cuenta con 53 residencias, unas 9.000 camas. El grupo desembarcó en el Estado español en 2006 y desde entonces ha hecho adquisiciones de calado en las que destacan Atrevida (2012), Sanyres (2016, por entonces controlada por Banco Bilbao Vizcaya Argentaria) o Ecoplar (2018). 

				La tercera mayor operadora del Estado, Amavir (43 residencias y unas 8.000 plazas), es fruto de la fusión de la navarra Amma y Adavir en 2017. Su consejero delegado es un empresario de balnearios de Biarritz, Patrick Arrosteguy, exconsejero de Metropolitana Vasco Central sa, conocida como Metrovacesa8. Amavir es propiedad de la Asociación Familiar Mulliez, una de las mayores fortunas del mundo que cuenta en su cartera con multinacionales como Decathlon, Leroy Merlin o Alcampo.

				En el cuarto puesto del top 59 de los mayores grupos del sector en el Estado español figura el capital de riesgo Vitalia: 45 residencias que integran unas 6.600 plazas. Está controlada por cvc10, un fondo buitre británico radicado en el paraíso fiscal de Jersey que compró la mayoría de las acciones de Vitalia a la española Portobello y ahora esta última sigue presente de forma minoritaria. El socio director de Portobello Fondo iii es Iñigo Sánchez-Asiáin, primo de Ignacio Sánchez-Asiáin, un exdirectivo del bbva que llegó a ser director general de Kutxabank, y sobrino del banquero de origen vasco José Ángel Sánchez-Asiáin, expresidente del bbv y expresidente de honor de la Fundación bbva. Su filial Vitalitas cuenta con una alianza estratégica con los operadores locales vascos Urgatzi y Babesten. Otra de sus filiales, Vitalia Andalus, estuvo participada por Kutxabank hasta 2015.

				Durante la cena del día siguiente, Borja, indignado con la información sobre los grandes grupos del sector de las residencias, invita a Julián e Iñaki a pasar otra noche de insomnio trabajando sobre el tema. El antiguo profesor de Economía aparece acompañado de otra residente, Mertxe, extrabajadora de un centro de documentación que, pese a su artrosis, todavía se defiende a la hora de bucear en hemerotecas y en los buscadores de internet. 

				Mertxe, viuda que tuvo que enterrar a su única hija tras ser víctima de un accidente de montaña, había trabajado para una agencia pionera en trasladar información del sistema archivístico de la por entonces llamada Comunidad Económica Europea a instituciones públicas vascas. Ella misma se había encargado de transportar desde Bruselas hasta Gasteiz varios microfilms con información sobre reuniones de políticos europeos con un lobby vasco del sector del acero. 

				Ella encontró dos sociedades que explotan entre ambas 40 residencias y están controladas por empresarios españoles estrechamente vinculados a escándalos de corrupción del pp. José Luis Ulibarri, procesado en los sumarios de las tramas Gürtel, Púnica y Enredadera, maneja Aralia, una operadora que cuenta con 19 residencias y dos centros en Barakaldo y Santurtzi. Enrique Ortiz, condenado en una de las piezas de Gürtel por financiar ilegalmente al pp, dirige Savia11, un grupo que cuenta con 21 residencias y perteneció a la familia del expolítico del pp Juan Cotino. Auzo Lagun, del grupo Mondragon, prestó sus servicios de catering al grupo Savia a través de su filial Comis Lagun. 

				Demoliendo lo público: 
proceso de privatización en la CAV (1991-2005)

				«En general, los países en los que la provisión de cuidados recae fundamentalmente en el Estado son los más equitativos en redistribución de la renta y en relaciones de género (modelo tradicional nórdico)». 
«Aquellas en las que la familia tiene un papel fundamental (modelo mediterráneo) son más desiguales, pero la mayor desigualdad se da en las sociedades en las que la provisión de cuidados pasa fundamentalmente por el mercado». 
Una aproximación a los cuidados de las personas mayores dependientes en el País Vasco, estudio elaborado por profesoras de la Universidad Pública Vasca en 2019

				A medida que los ancianos se van ilusionando con el proyecto de residencia autogestionada, las insulsas actividades del centro les exasperan cada vez más. Hace años se hacían juegos o disfraces, ya no, es perder dinero, les dan un papel y están horas con una pintura amarilla. Para matar el aburrimiento que produce el rutinario ritmo de vida en la residencia, los cuatro residentes deciden estructurar la información sobre los grandes operadores del sector en una base de datos creada por Mertxe. 

				La cuidadora que colabora en la organización de las reuniones nocturnas clandestinas de los residentes, Patricia, no está muy al corriente de todas las novedades. Hay dos auxiliares para 26 residentes y tiene una media de 15 minutos para cada uno. No hay margen, hay un cronómetro detrás y todo está mecanizado como en una producción de fábrica. La factura psicológica y física de las gerontólogas pesa en sus conciencias, esa sensación de no haber podido ofrecer un servicio de calidad. Tampoco hay suficiente personal para poder ir acostando a los residentes uno a uno y se acuerda con enfermería que los residentes que no tienen visita a la tarde se queden en la cama tras la siesta. Por la noche no se les acuesta como merecen, es como tirarlos en la cama.

				Por ello, Patricia propone a los ancianos contactar con la delegada de su sindicato. Próximamente la dirección del centro mantendrá un encuentro con los responsables sindicales y la cuidadora aprovechará la oportunidad para colar en una habitación a la delegada. 

				Días después, Patricia se la presenta a los residentes; es Arantza, gran conocedora del sector de las residencias vascas. Los residentes informan de sus hallazgos y quieren saber si la administración pública vasca estaría dispuesta a apoyar su proyecto de cooperativa para crear una residencia autogestionada. Arantza ejerce de portadora de malas noticias, ya que expondrá una radiografía del sector nada halagüeña. 

				Según los datos que maneja, la demolición del sector público de las residencias en la cav comenzó en los 90, pero el punto de inflexión del proceso privatizador llegó en la siguiente década. El boom se produce a partir de 2007 y en la actualidad operan grandes grupos del sector que desarrollan alianzas estratégicas con operadores locales integrados en el sistema clientelar del oasis vasco.

				En 1991, un 47,9% de las plazas residenciales para personas mayores era de titularidad pública y otro 25,8% lo era de fundaciones, en su mayoría también públicas. El restante, un 17,1%, estaba gestionado por instituciones sin ánimo de lucro. Las pertenecientes al sector privado con ánimo de lucro suponían tan solo el 9,2%12. Siete años más tarde, en 1998, la cav contaba con 171 residencias y el 45,7% del total de las plazas estaba en manos privadas13. Para el año 2001, las residencias privadas sumaban el 55% del total14 de las plazas disponibles de Araba, Bizkaia y Gipuzkoa.

				La receta gerontológica: 
el Ararteko, contra la «penetración de la iniciativa privada»

				Los residentes siguen las explicaciones de la delegada sindical realizando un gran esfuerzo de concentración. Tras un pequeño descanso, continúa su exposición empleando un informe del Ararteko que describe los ingredientes de la receta gerontológica que triunfará en el oasis vasco. Entre 1991 y 2001, el incremento de plazas de las administraciones públicas fue del 48%, mientras que el de las entidades privadas ascendió al 60,3%. Solo en Araba, el peso de las plazas públicas descendió del 82% al 64%. La menor proporción de residencias públicas la encontrábamos en Bizkaia, un 60%15. El informe del Ararteko resaltaba el empuje y creciente penetración de la iniciativa privada en la asistencia social. Mientras el conjunto del número de centros residenciales había aumentado en un 150% desde 1991 hasta 2001, las residencias privadas crecieron más de un 200%. 

				Respecto a la financiación pública del sector entre 1991 y 2001, se constata el descenso en la aportación a las plazas públicas y el aumento de las cantidades asignadas a las privadas. «En el marco de la creciente concertación de las administraciones públicas con las entidades privadas se observa la aparición de situaciones complejas y problemáticas, a las que es absolutamente necesario encontrar soluciones consensuadas y comprometidas», advertía el Ararteko entonces.

				El número de plazas en residencias para mayores en la cav estaba por debajo de la media del Estado español en 2005. El Ararteko subrayó que la asistencia geriátrica es «muy mejorable» y recordaba al Gobierno vasco que «estamos lejos» de los objetivos del Plan Gerontológico Vasco: «El plan habla de una tasa de atención del 11% y en la actualidad solo llegamos al 7,7%». «Muy lejos» de las cifras que ofrecían otros países europeos, que oscilaban entre el 31% de Dinamarca o el 13,9% de Francia. 

				En ebullición: 
el boom de las residencias privadas en la CAV (2007)

				«Osakidetza asume el compromiso de no externalizar o privatizar nuevas áreas o servicios». Decreto 106/2008, de 3 de junio, por el que se aprueba el Acuerdo alcanzado en la Mesa Sectorial de Sanidad, en su reunión del día 14 de marzo de 2008.

				La conversación con la delegada sindical suscita la indignación de los ancianos. Pero las malas noticias no desaniman al grupo de residentes y, esa misma noche, Mertxe comienza a introducir en la base de datos la información sobre la génesis del proceso de privatización del sector en el oasis vasco. Además, antes de despedirse de los residentes, la delegada sindical les había entregado una fotocopia de un reportaje sobre las residencias vascas. Los ancianos comienzan a resumir el contenido de este reportaje que trata sobre el boom de las residencias privadas.

				En 2007, el medio vasco Gananzia titulaba que era «un negocio en plena ebullición». «El incremento del número de personas mayores está abriendo los ojos a un nuevo negocio». Gananzia mencionaba a «empresas como Sanitas, Igurco (Igualatorio, Urazca16, Adeslas y Cosimet), Eulen, Caser, Amma (Caja de Navarra), Quavitae Bizi Kalitatea (Mapfre y Caja Madrid), gsr (Grupo Mondragon) o Gurena se están introduciendo con fuerza en este mercado». Y no es casualidad, pues durante este año, por ejemplo, la ayuda para acceder a residencias privadas en Araba se amplió a cualquier tipo de dependientes. Es más, el Gobierno vasco prometió sufragar con 780 euros a quienes necesitaran una residencia privada. Dos años antes, las diputaciones de Gipuzkoa y Bizkaia ya concedían ayudas de este tipo y ambas instituciones se comprometieron a promover la creación de 2.000 plazas residenciales más para mayores. 

				Por entonces, «Igurco gestionaba incluso seis centros de día propiedad de la sociedad foral Bizkaiko Bideak», señalaba Gananzia. Igurco manejaba tres residencias: «Calabria en Forua, Orue en Amorebieta y La Casilla en Erandio, esta última es actualmente la residencia más grande de Euskadi, con 224 plazas»17. Además, Igurco estaba «construyendo otro centro en Bilbao La Vieja por encargo de la Diputación de Bizkaia»18. En aquellas fechas, el diputado de Hacienda vizcaino, José María Iruarrizaga19, compaginaba su cargo público con el de apoderado de Igurco.

				Sanitas tenía ya «dos centros en Navarra, uno en Gipuzkoa (Miramón) y dos en Bizkaia (Barakaldo y Erandio)». En esas fechas, según el mismo medio, Gestión de Recursos Sociales País Vasco sa, Gers, gestionaba la citada residencia de Barakaldo y era una «filial de Sanitas» en la que había participado Iberdrola con un 50% de las acciones hasta el año 2002. La citada residencia de Gers en Barakaldo fue construida por Balzola, empresa vinculada al pnv según la cadena ser. 

				Gananzia adelantaba que «el centro residencial alavés de Ariznavarra pasará próximamente a manos de la firma vizcaína Lagunduz, que ya gestiona la residencia de Deba». En 2010, Lagunduz ofreció más de nueve millones de euros a Quavitae por la compra de los servicios en la residencia Ariznabarra. Un año después, el exburukide Iñaki Isasi fue nombrado director territorial de Quavitae.

				El operador local Urgatzi ya contaba con residencias «en Derio, Sondika y Mungia». En 2010, el exburukide Eusebio Larrazabal pasó a formar parte de la dirección de Babesten, un grupo en el que se integra Urgatzi. También mencionaba Gananzia a Vitalitas, empresa que en 2007 gestiona el complejo residencial de Beurko en Barakaldo y «próximamente hará lo propio con el de Ermua». Vitalitas pertenece en ese momento a la promotora Promega20 «de Gabino Gorostiza y parcialmente al grupo Urgatzi». Años más tarde, Gabino Gorostiza pasará a compartir intereses empresariales en Polonia con un abogado que en la actualidad está imputado, junto a varios exalcaldes del pnv de Alonsotegi, en una causa judicial sobre corrupción.

				Otra empresa citada por el medio digital vasco en su información del año 2007 es «Residencias Nostem, una sociedad participada por el fondo de capital-riesgo Talde, la constructora vasca Cycasa (Grupo Taboada) y el grupo madrileño ep a través de su filial de servicios socio-sanitarios Casta». Añadía que «Nostem se ha adjudicado, por parte de la Diputación de Bizkaia, la construcción y gestión de residencias en Arrigorriaga, Balmaseda y Sestao». Tres años después, un exdiputado general de Bizkaia, Josu Bergara21, salta al consejo de administración de Residencias Nostem. 

				Y aparecen los fondos buitre (2010-2020)

				«Hace 30 años, solo el 9% de las residencias de mayores de la Comunidad Autónoma Vasca estaba en manos de la iniciativa privada. El resto eran de utilidad pública, directamente o a través de fundaciones. Hace apenas tres años, la propiedad había dado un vuelco espectacular. De los 370 centros de la cav, 277 privados y 93 públicos. No es Cincinnati ni el Madrid de Isabel Díaz Ayuso. Es “Euskadi”»
iñaki egaña, historiador, Gara, 2-x-2020.

				La atención cotidiana a los residentes la acaparan los cuidados médicos, la enfermería y los cuidados fisiológicos. El déficit en atención cognitiva es manifiesto a nivel cuantitativo y cualitativo. Pero el papel lo soporta todo y, según la versión oficial de las instituciones, la intervención en funciones cognitivas de los residentes se centra en la psicoestimulación, el entrenamiento en memoria y la orientación a la realidad. 

				El trabajo de buscar información y volcarla en la base de datos sirve de terapia cognitiva para los ancianos. Así se abstraen de los dramas cotidianos que les rodean en el centro. Pese a la empatía de gerocultoras como Patricia, en ocasiones, los ancianos están orinados y esperan horas para ir al baño. Caerse de la cama por la noche y pasar horas hasta que les recojan es habitual. Si no hay pañales, se arreglan con esparadrapo. Se reutilizan las gasas de limpiar los ojos o las jeringuillas de nutrición. Las sillas geriátricas son muy viejas, las camillas de ducha poco seguras y las grúas obsoletas. 

				Algo huele a podrido en las residencias del oasis vasco, un sector en el que, como vemos, han cruzado intereses varios operadores locales, grandes grupos del sector, constructoras, energéticas… Todo ello gracias al compadreo, vía puertas giratorias, de la casta política vasca. Los ancianos se proponen actualizar la cronología del sector y, durante las noches del fin de semana, los cuatro residentes y la cuidadora cómplice, Patricia, siguen recabando información sobre el desarrollo del proceso privatizador. 

				Mertxe comienza a introducir en la base de datos información del año 2010, cuando el 63,9% de las plazas residenciales en la cav eran ya privadas y además contaban con financiación pública. Solo el 2,5% eran privadas sin financiación pública. Desde 2000 hasta el 2010, el sector privado concentró en torno al 75% del crecimiento total de la oferta residencial para personas mayores22. 

				Mientras tanto, Iñaki mantiene una conversación telefónica con un representante de la oposición política al régimen del oasis vasco. Este le comenta: «Es intolerable que en siete años (entre 2011 y 2018) el incremento de plazas en residencias públicas haya sido solamente el 4,5% mientras ha habido un aumento del 160% para engordar el negocio de las residencias privadas». Según sus datos, en los últimos nueve años «más de 210 millones de euros» han sido «derivados por las Diputaciones a centros privados». «Es un negocio enorme», señala el parlamentario, lo que ha motivado la llegada de «fondos de inversión y grandes grupos»23.

				Por su parte, Borja traslada a Mertxe datos del año 2017. Por entonces había 370 centros residenciales para personas mayores en la cav: 277 habían pasado a ser privados y 93 seguían siendo públicos. El 67,8% eran de titularidad privada. En Gipuzkoa 38 eran privadas y 32 públicas. En Araba 60 eran privadas y 27 públicas. Bizkaia era, con diferencia, el territorio más desigual: 179 privadas y tan solo 34 públicas. ¡Más del 70% de las residencias estaban ya en manos privadas24! 

				Todos los residentes quedan estupefactos con los datos de Bizkaia, donde, en 1991, las empresas privadas eran titulares del 30% de las instituciones residenciales, es decir, prácticamente el 17% de las plazas. En 2005, la mayor proporción de residencias privadas por territorios se seguía concentrando en Bizkaia, un 40%. Para el año 2015, eran ya privadas el 74,8% de las residencias, viviendas comunitarias y viviendas tuteladas para mayores de Bizkaia, según datos recabados del mapa de residencias elaborado por el csic. En la actualidad, Bizkaia destaca por ser el territorio de la cav donde la iniciativa privada ha asumido el control: las plazas públicas no llegan al millar de las más de 10.000 que hay en total. Según datos de la juntera y sindicalista feminista Arantza Urkaregi, en Bizkaia hay, en 2021, 154 residencias que disponen de 10.784 plazas, de ellas el 3,14% son gestionadas por la Diputación. Si se suman las de gestión municipal, la cifra de plazas de gestión pública solo asciende al 12%.

				Julián también quiere aportar datos más actuales sobre la hipermercantilización de las residencias y escribe un resumen de un artículo publicado en noviembre del 2020 por la socióloga Alba González. Su titular es contundente: «El pnv apuesta por la privatización de las residencias y acuden los primeros fondos buitre». La autora señala que a principios de septiembre del 2020, «el pnv, junto con el apoyo del pse, impulsaban un acuerdo de gobierno donde, a pesar de las escandalosas cifras que auguran que casi el 40% de los infectados por coronavirus provienen de este tipo de centros, en su gran mayoría, privados, no establecían políticas de carácter público efectivas para su control y el de la salud de los ancianos».

				Para Alba González, «la apuesta privada sigue siendo todo un negocio millonario». Añade que «la última compra la ha protagonizado el fondo de inversión de reciente creación Adriano Care, adquiriendo cuatro inmuebles por un valor de 40 millones de euros, en la provincia de Bizkaia». Tras recaudar fondos a mediados de 2019, Adriano Care realizó su primera compra de forma casi inmediata: adquirió por 76 millones de euros seis residencias, cuatro de ellas en Bizkaia.

				Se refiere Alba González a la compra por parte de Adriano Care de las residencias Olimpia25 y Kirikiño (ambas en Bilbao); Barrika Barri en Barrika; y Otxartaga en Ortuella, en esta última la titularidad la ejerce la Diputación de Bizkaia y está integrada en la Asociación Empresarial de Gestores de Centros Asistenciales (gesca), la patronal de las residencias de Bizkaia. En total suman 422 plazas residenciales y otras 60 en centros de día. Con la compra de las residencias adquiridas en Bilbao, reconocidas con la Q de Plata que otorga el Gobierno vasco, Adriano Care se posicionaba entre los cinco principales grupos de gestión privada en Bizkaia por número de plazas. 

				Según los datos recabados por Julián, Adriano Care es la socimi, figura jurídica que goza de importantes beneficios fiscales, controlada por Banca March (en 2015, la familia March se hizo con el 8% de las acciones de Euskaltel) y Azora (Kutxabank llegó a participar en el fondo inmobiliario Azora Europa 1), esta última creada por Fernando Gumuzio, empresario formado en la Universidad de Deusto. Además, Julián documenta que en la junta de Adriano Care figura Concha Osácar, exconsejera de Caja Navarra y asesora de la plataforma Nueva Navarra, «una entidad integrada, según el diario Gara, por algunas caras conocidas del régimen» de upn, comprometida con obras como el tav y el canal de Navarra frente a algunos «nubarrones» que detectan en el actual Gobierno de Navarra. 

				Francisco José Solorzano ejerce de vocal en gesca en representación de Adriano Care. Aitor Pérez, portavoz de la patronal y socio director de la consultoría Gerokon, vinculada a empresas dirigidas por exburukides, afirmó en 2013 que «el sector necesita una voladura controlada».

				Veni, vidi, vinci: 
implantación en Hego Euskal Herria de los grandes grupos

				Mientras los rebeldes ancianos ocupan horas en su plan, la mayor parte del resto de los residentes pasan el día frente al televisor. Se estropean física y emocionalmente. El ocio gira en torno a los juegos de mesa, pasatiempos o lectura de revistas del corazón. Las actividades programadas más repetidas son los talleres de manualidades, memoria, orientación, reciclaje, cocina y estética. Durante la frenética privatización del sector, es sintomático que desde la dirección hayan pasado de llamarles «mayores» o «abuelos» a «residentes», para terminar por calificarles como «usuarios» y/o «clientes».

				Julián sospecha que la implantación en Hego Euskal Herria de grandes grupos del sector español no se circunscribe solamente a Adriano Care. Borja comparte esa sospecha ya que, atraídos por los apoyos del sector público a empresas privadas en materia de financiación y con la colaboración necesaria de los partidos políticos, grandes operadores del Estado español han debido desplegar su negocio en Hego Euskal Herria. Un asunto que ha pasado desapercibido en la mayoría de los medios de comunicación, de ahí que Mertxe no ha podido recabar información precisa sobre este asunto.

				Animado por el interés que está prestando Julián a lo que denomina «el plan de fuga de esta cárcel para ancianos», Iñaki se pone en contacto con una fundación adscrita al sindicato en el que trabajó. En la actualidad esta fundación está liderada por varios jóvenes universitarios con carrera en distintas disciplinas y muy comprometidos con la denuncia social. Iñaki conversa por teléfono con uno de ellos, Unai. Este le remite un análisis que confirma sus sospechas. Según Unai, los grandes grupos que copan el sector en el Estado español y en la ue comenzaron a implantarse en Hego Euskal Herria a partir de mediados de la década de los 2000. Su informe se titula «Vinieron, vieron y vencieron».

				DomusVi: 
¿cómo facturar 1.400 millones de euros? 
Incumplimientos, mascarillas y comisiones funerarias

				El informe comienza citando a DomusVi, que está presente en seis países y su facturación global asciende a cerca de 1.400 millones de euros. Es la compañía líder del sector en el Estado español y tercera a nivel de la Unión Europea. De las 138 residencias de DomusVi en el Estado español, un 65% se nutre de financiación pública por dos vías: la concertación de plazas o la concesión de la gestión de centros. 

				Integrada en la Asociación Empresarial de Gestores de Centros Asistenciales de la patronal del sector en Bizkaia, DomusVi cuenta con 11 residencias en la cav26 (cuatro de ellas de titularidad pública y seis con plazas concertadas con la administración pública) y la residencia San Adrián en Nafarroa. Las operadoras vascas Residencias Nostem y Quavitae Bizi Kalitatea, vinculadas a las carreras empresariales de los exburukides Josu Bergara e Iñaki Isasi, están integradas en DomusVi. Esta es propietaria, a su vez, de la operadora vasca Sarrikue.

				En 2010, la Diputación de Araba sancionó a la empresa Quavitae Bizi Kalitatea con una multa por importe de 62.400 euros a la vista de los incumplimientos del contrato en la residencia de mayores de Ariznabarra. Era la segunda vez que la Diputación imponía una sanción a la empresa por prestar una asistencia inadecuada y por incumplir el contrato de forma grave. Como resultado del primer expediente abierto en octubre de 2008, la Diputación le impuso una multa de 45.000 euros.

				La residencia Villa Sacramento de Donostia, también gestionada por DomusVi, ha estado cobrando a los usuarios el suministro de mascarillas ffp2 al menos entre los meses de agosto de 2020 y marzo de 2021, según consta en una factura a la que ha tenido acceso el periodista Iker Rioja. Además, se ha solicitado una investigación para saber si actuaba como comisionista de las funerarias, tal y como apuntan informaciones periodísticas. Un negocio que, al parecer, «le garantizaba una comisión de hasta 700 euros por cada familia de un residente fallecido que la contratase»27.

				Colisée: 
128 millones de euros facturados, ley del silencio y tasa Covid

				El joven militante de la fundación del sindicato advierte que la presencia en el oasis vasco de los grandes del sector de las residencias no es para nada anecdótica. Según datos recabados por Unai en medios especializados, hay más grandes operadoras europeas implantadas en Hego Euskal Herria. Colisée por ejemplo, la cuarta de la ue por facturación, cuenta con 50 residencias en el Estado español, cuatro de ellas en la cav28. En 2019, Colisée facturó 128 millones de euros solo en su filial española, la marca La Saleta Care. Esta sucursal ha comprado terrenos en la cav con intención de edificar nuevas residencias y tiene planes para operar en Nafarroa. Su director general, Gerard Sanfeliu, viene firmando convenios con Osakidetza mientras se enfrenta a polémicas por imponer el mutismo bajo amenaza de sanciones a trabajadoras de sus residencias tras denuncias por irregularidades y por imponer una tasa Covid a los mayores de sus residencias para que paguen las «medidas extra de seguridad». 

				Orpea: 
200 millones de euros de facturación y denuncias durante la pandemia 

				Orpea, segundo mayor operador en la ue, explota 53 residencias, una de ellas, Residencia Zabalbide, construida en Bilbao en 2019 tras una inversión de tres millones de euros. Este grupo, integrado en gesca, ya opera en Iruñea. Su facturación en el Estado español rozó los 200 millones de euros en 2019. «Orpea gana terreno en España: desembarca en el País Vasco», titulaba un medio especializado en salud en 2019. Este operador ha sido objeto de numerosas denuncias en torno a fallecimientos de residentes durante la pandemia. 

				El primer gran operador de la ue, Korian29, con una facturación anual mil millonaria, también se ha implantado en Hego Euskal Herria. 

				Healthcare Activos:  póker, Sintel, el primo de Esperanza Aguirre y Emiratos Árabes

				La ya mencionada Adriano Care no es la única sociedad anónima cotizada de inversión inmobiliaria, socimi, implantada en el oasis vasco. Healthcare Activos «nace con la vocación de ser un socio de referencia a largo plazo para los grandes operadores a nivel europeo», señala su página web. Ha adquirido los inmuebles de 30 centros en apenas cinco años de andadura. Cuatro de ellos se ubican en la cav30. Llegó a comprar el inmueble donde se ubica la residencia Mutilva de la navarra Amma.

				Healthcare Activos cerró el año 2020 con más de 500 millones de euros en activos. La creación de Healthcare Activos Yield es fruto de la unión del fondo español Altamar con Healthcare Activos. «Healthcare Activos, “póker” en País Vasco: adquiere un nuevo geriátrico en San Sebastián», tituló otro medio especializado, en clara referencia al millonario Manuel Lao, enriquecido con la empresa de juego Cirsa, que ha invertido dinero en esta fusión. Altamar Capital Partners, creada en 2004, tiene como máximo referente a Claudio Aguirre Pemán, primo segundo de Esperanza Aguirre que desempeñó un importante papel en las privatizaciones de empresas públicas durante los años noventa y fue alto ejecutivo en Goldman Sachs y Merrill Lynch e importante accionista de Vocento. Rodrigo Rato lo fichó como uno de los consejeros de Bankia pocos días antes de su salida a bolsa. 

				Entre los socios minoritarios de Healthcare figura el controvertido empresario Carlos Gila Lorenzo, famoso a principios de siglo cuando compró por dos euros Sintel, cuyos trabajadores protagonizaron un largo capítulo de lucha sindical. En la actualidad, Healthcare negocia la venta de sus activos a un fondo de Emiratos Árabes denominado Mubadala. 

				Amavir: la fusión navarra que factura 151 millones de euros

				Según los datos de la fundación del sindicato aportados por Unai, otros operadores del top 10 del sector en el Estado español ya están implantados en Hego Euskal Herria. Amavir, tercera mayor operadora del Estado español, ha venido contando con 41 residencias. En 2019 ya contaba con cinco en Nafarroa: dos en Iruñea, una en Mutilva, otra en Betelu y una más en Erro. «Amavir se expande en Navarra y construirá su sexta residencia de mayores en la comunidad», titulaba en 2019 un medio especializado en salud para referirse a su proyecto de residencia en Sarriguren. En 2018, Amavir ingresó 151 millones de euros en su primer año tras nacer como resultado de la fusión entre dos operadoras del sector, la navarra Amma y Adavir. Este grupo ha sido objeto de numerosas denuncias en torno al fallecimiento de residentes durante la pandemia.

				Sanitas: 200 millones de euros de beneficios

				En la anterior década, Sanitas era la segunda mayor operadora del Estado español y en la actualidad es la quinta más importante por número de camas disponibles. Este grupo, integrado en la patronal del sector en Bizkaia, gestiona 46 residencias, cinco de ellas en la cav31 y dos más en Nafarroa. Los beneficios del grupo Sanitas superaban los 200 millones de euros en 2018. La fundación del sindicato en el que trabaja Unai estima que en Bizkaia sus beneficios ascendieron a dos millones de euros entre los años 2012 y 2014. Su consejero delegado es Iñaki Ereño Iribarren. Entre 1991 y 2005, el consejero delegado de Sanitas fue John de Zulueta, presidente de Sanitas entre 2005 y 2009 y presidente del Círculo de Empresarios hasta enero del 2021. Este grupo también ha sido objeto de numerosas denuncias en torno al fallecimiento de residentes durante la pandemia.

				Caser: 5.5 millones de euros de beneficios anuales solo en Bizkaia

				Caser, cuyo accionista principal es ahora la cooperativa suiza Patria Genossenschaft a través de su participación en la compañía de seguros Helvetia, es el séptimo mayor operador del sector en el Estado español. También integrada en la patronal vizcaina, cuenta con 20 residencias, cinco de ellas en la cav32 y con plazas concertadas con la administración pública. El grupo Caser ingresó 2.000 millones de euros en 2019. El sindicato ela estima que en Bizkaia sus beneficios ascendían a 5,5 millones de euros en el periodo 2013-2015. Desde abril del 2020, el exalcalde del pnv en Otxandio, Iñigo Lasuen, ejerce de apoderado de Caser Residencial. Este grupo también ha sido objeto de numerosas denuncias en torno al fallecimiento de residentes durante la pandemia.

				Babesten & Vitalitas: fuente de oportunidad, deterioro de la calidad

				Las personas mayores se han convertido en «una fuente de oportunidades», «el poder, el talento y el dinero están en los sénior», «un negocio asegurado». 
Extractos de un anuncio de Vitalia Franquicias

				Para terminar, Unai menciona a Vitalia Home, el cuarto mayor operador del Estado español. Gestiona 45 residencias, tres de ellas en la cav a través de su filial vasca Vitalitas33. En 2019, Vitalitas estaba estudiando posibles nuevas ubicaciones en Donostia, Gasteiz, Bilbao y Getxo. El importe neto de la cifra de negocios del grupo Vitalia ascendió a 96,3 millones de euros en 2018. La filial Vitalitas registró en 2019 una facturación de en torno a los 16,7 millones de euros solo por la gestión de sus centros en la cav. 

				Unas abultadas cifras de negocio que no han salvado al grupo de varios escándalos. Entre ellos, el de la residencia Abeletxe de Ermua, perteneciente al grupo, que fue sancionada por asistencia inadecuada en 2019. Un año después, familiares de los internos estimaban que, durante las dos primeras olas de Covid, el centro acumuló medio centenar de decesos y denunciaron desinformación al respecto. Meses después, la agrupación de familias de la residencia de mayores Vitalitas de Barakaldo advertía sobre el «empeoramiento de la salud, adelgazamiento y deshidratación generalizados» que padecían los residentes. El colectivo, del que forman parte más de la mitad de las familias, hizo pública la situación tras intentar repetidamente obtener una solución, tanto por parte de la empresa como por la Diputación foral, ante las que se habían presentado en cuatro meses dos quejas colectivas sobre el estado físico y emocional de los residentes. lab y ela denunciaron la situación de la residencia Abeletxe durante la pandemia e instaron a la administración pública a intervenir.

				En agosto del 2020, las trabajadoras de otra residencia de Vitalitas, Santa Teresa de Barakaldo, denunciaron «la falta de personal al no haberse cubierto las jubilaciones, la carencia de refuerzo durante la pandemia, la precariedad laboral y las faltas de medidas de salud, lo que advierten que puede suponer una pérdida de calidad asistencial». El grupo de familias de esta residencia denunció «carencias y desatención» durante la pandemia. «Estamos detectando situaciones para poner los pelos de punta», aseguraban. Entre los episodios detectados en las «limitadas visitas» describían «repetidas y crecientes caídas desde las sillas de ruedas, falta de cuidados de higiene básica en las personas dependientes e incluso intercambio de la ropa con la que se les viste». Además, las familias señalaron que «al deterioro de la atención en este centro, se ha unido que la empresa ha comenzado a intentar cobrar y hacer negocio con los servicios que las personas mayores y dependientes recibían hasta ahora con cargo a la financiación de la Diputación y las cuotas abonadas por las familias».

				Vitalitas, integrada en la patronal del sector en Bizkaia, tiene un 45% de su accionariado en manos de Urgatzi, operador vasco integrado a su vez en Babesten (grupo vinculado a la carrera empresarial del exburukide Eusebio Larrazabal). 

				Urgatzi publicita que entre sus clientes cuenta con 52 ayuntamientos de Bizkaia, incluyendo el de Bilbao, además de los ayuntamientos de Gasteiz y Donostia. Entre los clientes de Urgatzi también figuran las tres diputaciones de la cav.

				Kabia: ¿la excepción que confirma la regla  o un nido de privatizaciones?34 

				«Bildu está poniendo en riesgo la pervivencia del modelo de gestión de las políticas sociales de Gipuzkoa»
Markel Olano, diputado general de Gipuzkoa, por entonces en la oposición (10-x-2014)

				En 1998, más del 50% de las residencias de Gipuzkoa eran de titularidad de los diferentes ayuntamientos. En 2008, los centros privados acogían al 8% de los mayores residentes en residencias de Donostia, donde había seis centros de este tipo. La Diputación poseía cinco centros públicos propios en la capital. Las personas mayores que vivían habitualmente en centros asistenciales se acercaban a las 1.500. La mayor de todas las residencias privadas de Donostia era Hermano Gárate, aparte de las residencias privadas Asperso, Victoria Enea, Vivienda Comunitaria Usandizaga, Jardín del Aitona y Villa Herminia. En Donostia existían otros 14 centros para mayores denominados concertados.

				En 2009, la asociación de municipios vascos Eudel controla 17 de los 67 centros para personas mayores que acogía Gipuzkoa. Eudel apeló a la «responsabilidad» de la Diputación para que asumiera la «gestión directa» de los 17 centros. Esta reclamación se producía en un contexto muy concreto, con un conflicto colectivo que salpicaba a las 67 residencias del territorio, que aglutinaban a un total de 3.000 trabajadoras.

				Cinco años más tarde, en 2014, se planeó que las 16 residencias municipales de mayores de Gipuzkoa se traspasaran al organismo foral Kabia, entidad creada tras un pacto entre Bildu, pse y Aralar. La transferencia de los geriátricos desde los ayuntamientos a la Diputación ha sido una exigencia histórica de los primeros. Sin embargo, Alfredo Etxeberria, por entonces alcalde del pnv en Elgoibar y miembro de Eudel, afirmó que «Kabia genera incertidumbre, cuando la iniciativa privada necesita seguridad». En opinión del jelkide, Kabia afectaría negativamente a las empresas y entidades que trabajaban en el sector de los servicios sociales. Poco después, el medio jeltzale Noticias de Gipuzkoa elevó a titular la siguiente afirmación: «La diputación crea Kabia para asumir servicios sociales gestionados por empresas privadas».

				El ahora diputado general de Gipuzkoa Markel Olano, entonces en la oposición, denunció que el organismo autónomo Kabia, mediante el cual la Diputación persigue un «cambio de modelo» en la gestión de los servicios sociales del territorio con objeto de publificarlos, «incumple la Ley de Servicios Sociales, que aboga por la concertación con el tercer sector, en el que Gipuzkoa es puntero». Markel Olano consideraba que la Diputación gobernada por eh Bildu perseguía con la creación de Kabia «desmantelar el tercer sector» y que «si Bildu logra poner en marcha Kabia, el tercer sector desaparecerá». En opinión de Olano, «aquellas asociaciones sin ánimo de lucro que reúnen a miles de profesionales y voluntarios, que han convertido en puntero el modelo de las políticas sociales de Gipuzkoa, como Atzegi, Gureak, Aspace, Gautena, Agifes, Cruz Roja o Cáritas se verán abogadas a echar la persiana».

				Por su parte, eh Bildu acusó a los jeltzales de «defender intereses mercantiles de empresas privadas al oponerse a la creación de Kabia». La coalición soberanista consideraba que las declaraciones efectuadas por el pnv eran «falsedades» que tenían como objetivo «alarmar a la población y al tercer sector azuzando el fantasma de que Kabia supondrá la desaparición de las asociaciones sin ánimo de lucro y miles de puestos de trabajo». En este sentido, la coalición recordó el «compromiso público» adquirido por la Diputación con los trabajadores de las residencias, «a quienes ha garantizado la continuidad de sus empleos, así como el mantenimiento de sus actuales condiciones laborales». Además, eh Bildu aseguró que los usuarios de los centros «seguirán recibiendo la misma atención y el mismo servicio». 

				En 2015, la Diputación, con Markel Olano al frente, pospuso que la gestión de las residencias de mayores que dependían de los Ayuntamientos pasara a manos de Kabia y empezó a subcontratar servicios35. En julio del 2016, el 50% de las plazas siguen siendo de titularidad pública, en parte gracias a las iniciativas de publificación de eh Bildu cuando estuvo al frente de la Diputación entre junio del 2012 y junio del 2015. Pero el pnv ya estaba marcando otra tendencia y actualmente buena parte de las residencias públicas son ya de gestión indirecta a raíz de las iniciativas del diputado general Markel Olano y los ayuntamientos gobernados por el pnv. Así, en julio del 2016, un 37% eran ya plazas privadas gestionadas por entidades con o sin fin de lucro y el 80% de las plazas privadas estaban concertadas con la administración foral. Esta tendencia privatizadora marcó sus precedentes a finales de la década de los 2000.

				
					
						1.	Para información sobre los fondos europeos (Next Generation) y las residencias, ver anexo 5, pág. 180.

					

					
						2.	Datos de Envejecimiento en Red, una plataforma ligada al csic.

					

					
						3.	«Lo vemos con preocupación, está incidiendo en un empeoramiento de las condiciones de vida de los residentes», lamenta la Plataforma por la Dignidad de las Personas Mayores en las Residencias (Pladigmare). «Las ratio de personal son tan bajas que hacen que sea el paraíso para estos fondos de inversión». Además, Pladigmare denuncia que «no hay absolutamente ningún plan de construcción de residencias públicas ni se prevén, algo que choca con que esté recogido en la Ley de Dependencia». «Toda una vida trabajando y tienes que vender tu vivienda para ir a un centro que está gestionado por un fondo de inversión en el que igual está el empresario con el que peleaste por una subida salarial», zanja Pladigmare.

					

					
						4.	En las operaciones inmobiliarias del sector de las residencias también opera Caboel, acrónimo de las familias catalanas Carbó, Botet y Elías. Sus propietarios, los tres en el ranking de los más ricos del Estado español, vendieron el 75% de Caprabo al grupo vasco Eroski en 2007, una operación que rondaba los 1.300 millones de euros.

					

					
						5.	Luxemburgo y Países Bajos, dos países de la ue, están en el top 10 de la lista de los mayores paraísos fiscales del mundo, un ranking que elabora cada año la alianza Tax Justice Network.

					

					
						6.	En 2018, Intermediate Capital Group invirtió 105 millones de euros en la compra de seis hipermercados de Eroski, adquiriendo estos activos a Inmobiliaria Armuco, participada al 45% por el grupo Eroski.

					

					
						7.	En 2012, los hermanos Gallardo, ahora ocupan el puesto 16 de la lista Forbes entre las grandes fortunas españolas y por entonces máximos accionistas de sar y Quavitae, se acogieron a la amnistía fiscal del ministro Cristóbal Montoro pagando 2,7 millones de euros, el 2,4% del dinero opaco que escondían en Suiza a través de dos empresas de Panamá.

					

					
						8.	El proyecto de Adavir nació en 2004 cuando la inmobiliaria Metrovacesa decidió invertir 320 millones de euros en el sector de las residencias. En 2018, diversos medios implicaron a Metrovacesa en una trama de corrupción del psoe en Valencia. La constructora Metrovacesa perdió 163,5 millones de euros en 2020, según datos de la Comisión Nacional del Mercado de Valores.

					

					
						9.	La última del top 5 es Ballesol: 48 residencias que suman un total de 4.700 plazas. Está participada de forma mayoritaria por la aseguradora Santalucía. Entre los principales accionistas españoles de Ballesol encontramos a tres personas que figuran entre los 100 españoles más ricos: Modesto Álvarez Otero, Carlos Álvarez Navarro y José Luis Díaz López, los tres dueños de la aseguradora mencionada.

					

					
						10.	La cabeza visible en España del fondo buitre cvc es Javier de Jaime, destacado consejero del grupo de comunicación Prisa hasta febrero del 2021. Otro fondo buitre, BlackRock, se ha aliado con un operador del sector español de las residencias, Thor Private Equity, alianza en la que también participa la principal inmobiliaria de Bélgica, Cofinimmo. Volviendo a cvc, cabe señalar que se convirtió en el principal accionista de Compañía Logística de Hidrocarburos, chl, tras comprar a Kutxabank el 5% de las acciones en 2017. Dos años antes, cvc se había convertido en el principal accionista de Euskaltel, operadora vasca de telefonía participada por Kutxabank y que estuvo presidida por el exlehendakari José Antonio Ardanza hasta 2011. cvc es socio, junto a Kutxabank, de la multinacional española de alimentación Deoleo.

					

					
						11.	El otro accionista principal de Savia es Rafael Fuertes Quintanilla, presidente del grupo de alimentación El Pozo. 

					

					
						12.	Datos del Instituto Vasco de Estadística. Ese año, la presencia de residencias privadas era anecdótica en Gipuzkoa y Araba. Sin embargo, las empresas privadas eran titulares del 30% de las instituciones residenciales de Bizkaia, es decir, prácticamente el 17% de las plazas en este territorio. Aun así, de las 120 residencias ubicadas en la cav solamente 19 estaban gestionadas por empresas privadas: 17 en Bizkaia y dos en Araba. Otras 47 residencias estaban en manos de fundaciones e instituciones sin ánimo de lucro en el conjunto de los tres territorios.

					

					
						13.	En 1998, la red de la cav ofrecía un total de 9.566 plazas: el sector público englobaba 5.193 plazas y el privado disponía de 4.373 plazas.

					

					
						14.	Las plazas residenciales pasaron de 9.566 en 1998 a un total de 12.125 en 2001.

					

					
						15.	El Ararteko alertaba sobre la situación de Bizkaia, con el 26,1% de participación de los usuarios en órganos decisorios de los centros. El nivel de implantación de órganos de participación en las residencias privadas no concertadas de la cav se encontraba muy por debajo del de los restantes centros. Además, los centros privados concertados eran los que presentaban ratios de personal más bajos, un 35% menos que en centros de las administraciones públicas.

					

					
						16.	Urazca, creada por el exalcalde del pnv de Zeberio Javier Uría, es una constructora ya quebrada que en los últimos años ha estado relacionada con el caso Bárcenas del pp y el caso De Miguel del pnv.

					

					
						17.	En 2005, se habían iniciado en Unbe las obras de la residencia privada para mayores más grande de Bizkaia, ubicada en los terrenos donde se asentaba el antiguo hogar-escuela de La Casilla y que pasó a gestionar el grupo imq. Se trataba de una inversión de 14 millones de euros en una superficie de 8.800 metros cuadrados.

					

					
						18.	La residencia de Bilbozar, inaugurada en 2011, contaba con 7.000 m2 cedidos por el ayuntamiento para que imq se encargase de la administración del centro en los próximos 40 años. 

					

					
						19.	José María Iruarrizaga fue director de Administración y Servicios del Departamento de Interior entre 1988 y 1991.

					

					
						20.	Hasta principios del 2017, Promega Residencial estuvo participada en un 35% por Kutxabank.

					

					
						21.	El exdiputado general de Bizkaia Josu Bergara fue colocado en la vicepresidencia de Bahía de Bizkaia Gas.

					

					
						22.	Según los datos del Consejo Vasco de Servicios Sociales, entre 2009 y 2010 se eliminaron 85 plazas públicas, mientras se creaban 425 en centros de titularidad privada. Desde 2000 hasta 2010, se habían creado en torno a 1.300 plazas públicas y 6.800 plazas privadas en la cav.

					

					
						23.	Datos de Ander Rodríguez, responsable de Política Social en Gipuzkoa entre 2011 y 2015.

					

					
						24.	En 2017, la cav contaba con 13.899 plazas privadas y 6.596 públicas. Del total de las privadas, 8.882 se encontraban en Bizkaia y 2.967 del total de las públicas. De las 370 residencias que la cav tenía en 2017, 69 contaban con más de 100 plazas, 73 con entre 50 y 99 plazas, 79 con entre 25 y 49 plazas y 149 con menos de 25 plazas. Un total de 20.495 plazas. Datos del csic.

					

					
						25.	En la residencia Olimpia de Bilbao se registraron cuatro fallecidos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia.

					

					
						26.	Listado de residencias, incidencia del Covid, puertas giratorias y más información en anexo 1, pág. 139.

						En 2013, un juzgado declaró nulo el despido de una sindicalista de lab en la residencia.

					

					
						27.	El 15 de febrero, el digital infoLibre desveló que DomusVi firmó en 2015 un acuerdo comercial con la funeraria Mémora. Según este diario, durante el 2000 fallecieron 2.100 mayores en centros de DomusVi tras desatarse la pandemia. Es decir, si los trabajos fúnebres de todos ellos los llevó a cabo Mémora, DomusVi se habrá embolsado por ello 1.470.000 euros. eh Bildu, por su parte, ha solicitado al Parlamento vasco que investigue si esto era así también en las residencias de la cav gestionadas por DomusVi.

					

					
						28.	Colisée gestiona la residencia San Antonio de Indautxu en Bilbao («un complejo de alto standing», según su página web), la residencia Amezola en Bilbao (abierta en marzo de 2021), la residencia Larrauri en Mungia y Coliseé Miñano en Araba. En la residencia Colisée San Antonio de Indautxu en Bilbao habían fallecido siete residentes durante las dos primeras olas de la pandemia

					

					
						29.	Korian gestiona 15 residencias en el Estado español y a través de su participación en Grupo 5 cian cuenta con un centro de salud mental en Nafarroa y otro en la cav. En marzo del 2012, adquirió el grupo de salud mental Ita al fondo Magnum Capital, haciéndose así con el control del centro que abrieron en enero del 2021 en la Clínica Zuatzu de Donostia. Korian alcanzó una facturación de 3.336 millones de euros en 2018.

					

					
						30.	Este tipo de socimis invierten en activos del sector de las residencias para su posterior explotación por parte de las principales compañías del mercado residencial. Healthcare Activos cuenta con las siguientes residencias en la cav: Bilbao, con 140 plazas y gestionada por Colisée; Donostia, con 133 y a cuya gestión aspira Clece; Gasteiz, con 91 y gestionada por Colisée; y Barakaldo, con 70 y gestionada por Clece.

					

					
						31.	Listado de residencias, incidencia del Covid, puertas giratorias y más información en anexo 1, pág. 139.

					

					
						32.	Listado de residencias, incidencia del Covid, puertas giratorias y más información en anexo 1, pág. 139.

					

					
						33.	Listado de residencias, incidencia del Covid y más información en anexo 1, pág. 139.

					

					
						34.	Ver anexo 2, pág. 165.

					

					
						35.	En abril del 2021, Kabia puso en marcha la licitación del concurso para la «prestación del servicio de residencia en el centro residencial para personas mayores de Elgoibar». Hasta el momento, no se ha publicado el nombre del adjudicatario.

					

				

			

		

	
		
			
				2. Puertas giratorias en el «oasis vasco»

				Aquí también hay puertas giratorias: 
excargos del PNV en empresas del sector

				La exposición de Unai sobre la connivencia de la administración pública con el despliegue de los grandes operadores en el oasis vasco, en ocasiones aliados con operadores locales bien conectados a la casta política, suscita en los ancianos una mayor rebeldía que fructificará en un amotinamiento. Los ancianos deciden celebrar otra reunión para debatir sobre el tema, al que se sumará la compañera de habitación de Mertxe, Loli, una exadministrativa de una empresa manejada por excargos del pnv. 

				Antes de la pandemia, Mertxe y Loli se sentaban con los demás residentes en el salón, cada una en su sitio. No era una norma, pero ninguna de ellas se atrevía a cuestionar que los sillones estuvieran asignados. Mertxe lleva varios días compartiendo con Loli el plan de fuga de los amotinados ancianos. Hasta ahora nunca habían hablado con tanta confianza. Loli le ha avanzado una información que va ha incrementar la indignación de Julián, Iñaki y Borja.

				Hija única de una familia nacionalista y divorciada de un cualificado militante del pnv, trabajó en una agencia de comunicación que tenía como cliente al Departamento de Servicios Sociales del Gobierno vasco. Todavía mantiene contacto con algunas empleadas de la agencia, ya que su exmarido también colocó en ella a la hija de ambos. Cuando Mertxe le hizo partícipe de los datos que estaban recabando los ancianos amotinados, Loli no dudó en ponerse en contacto con sus excompañeras de trabajo a través de su hija. Precisamente una de sus excompañeras había sido fichada como directora de comunicación de una residencia y tras varios encontronazos con la dirección del centro había sido despedida. 

				Según estos datos, la cav contaba con 314 residencias para personas mayores a finales del 2020, con 20.000 plazas. De las que 155 están Bizkaia, donde solamente hay 4 residencias públicas, según elDiario.es; 94 en Araba, donde solamente 8 son residencias públicas, según Europa Press; y 65 en Gipuzkoa, donde 16 de ellas dependen del organismo foral público Kabia, según Helduak-Adi!. Es decir, las de titularidad pública no llegan ni al 9%. Además de esta casi total privatización, hay que tener en cuenta que muchas residencias de titularidad pública son gestionadas por empresas privadas. Según las directoras y gerentes de Servicios Sociales, «Euskadi es la segunda comunidad autónoma, tras Castilla y León, con mayor porcentaje de plazas con financiación pública». 

				Por otro lado, unas 71 residencias de las poco más de 300 que operan en la cav forman parte de una red clientelar integrada en dos asociaciones de la patronal del sector. En esta red figuran más de una docena de empresas privadas, asociaciones y fundaciones creadas por excargos del pnv o con puerta giratoria para miembros del partido. En los consejos de administración, en las directivas y en los puestos de responsabilidad de grandes operadores y operadoras locales han venido figurando tres exmiembros del Bizkai Buru Batzar, un exmiembro del Euzkadi Buru Batzar, un exdiputado general, un representante por Gipuzkoa de la Asamblea Nacional del pnv, un exalcalde, varios excargos públicos de políticas sociales y otras personas nombradas por el pnv para dirigir las políticas sociales de la administración pública.

				Loli y compañía ahora empiezan a entender mejor que durante las últimas décadas las administraciones públicas vascas no hayan apostado por unas residencias totalmente públicas, construidas y gestionadas directamente por las diputaciones. Los responsables de las políticas de cuidados de los territorios vascos han sido, en muchos casos, quienes luego se han beneficiado de la proliferación de las residencias privadas y, sobre todo, de las concertadas. ¿Quién iba a dejar pasar la oportunidad de subirse a un negocio que deja un 20% de beneficio?

				Uno de los nuestros: red clientelar de Babesten

				«Entiendo la política como la manera de hacer lo mejor para mi pueblo»
Eusebio Larrazabal, exburukide del pnv,  exasesor general de Acción Social de la Diputación  de Bizkaia y ahora director del grupo privado  del sector de las residencias denominado Babesten

				La excompañera de Loli visita en la residencia a los ancianos para informales sobre la alianza conformada por dos operadoras locales y la filial de uno de los mayores grupos del sector a nivel estatal: Babesten (con cinco residencias36), Urgatzi (con tres residencias37) y la filial de Vitalia Home denominada Vitalitas (tres residencias)38. Hablamos de un total de 11 establecimientos, cinco de los cuales son de titularidad pública y el resto tiene un gran número de plazas concertadas. 

				Los datos de la excompañera de Loli eran relevantes, ya que Vitalitas pertenece al cuarto operador del Estado español y el grupo Urgatzi (vinculado al pnv, según ehBildu39) es «uno de los mayores monopolios del servicio de ayuda a domicilio (sad) de Bizkaia»40. 

				En el grupo Babesten se integran otras sociedades del sector como Egoitz Alai, Katillotxu, Mainatzen41 y Aztertzen42. Esta última ocupa la primera posición del ranking de otras actividades de asistencia en establecimientos residenciales del Estado español según eleconomista.com.

				Eusebio Larrazabal fue parlamentario vasco, diputado foral de Agricultura de Bizkaia, diputado de Trabajo y Empleo43, alcalde del pnv de Zeanuri y miembro del Bizkai Buru Batzar, y ha venido figurando en los consejos del grupo Babesten. Asimismo, fue asesor general de Acción Social de la Diputación de Bizkaia hasta abril del 2010. Dejó el puesto para emprender una «nueva actividad profesional» fuera de la Diputación.

				Ejerciendo de gerente de las residencias Albiz Santiago Llanos, Bizkotxalde, Gazteluondo, Egoitz Alai y Marcelo Gangoiti, Larrazabal, «uno de los nuestros», ha venido firmando convenios con Osakidetza, figurando en uno de 2019 como director general de Babesten. Pero no es la única personalidad del pnv conectada al grupo. Nerea Ahedo, senadora del pnv, fue directora de la residencia Albiz Santiago Llanos entre 2011 y 2016. 

				Esta red de empresas también abarca servicios de asistencia a domicilio, centros de salud mental y centros para menores de edad nativos y menores extranjeros no acompañados, un asunto con abundante contenido, no exento de polémicas y affaires44.

				Primus inter pares: 
la red clientelar de Babesten en la patronal de Bizkaia 

				A la hija de Loli le ha llevado varios días organizar toda la información sobre Babesten que le ha facilitado su compañera de trabajo. Durante una visita, explica a su ama que las empresas conectadas al exburukide Eusebio Larrazabal también están presentes en la patronal del sector. Juan Carlos del Campo, primus inter pares de la alianza conformada por Babesten, Urgatzi y Vitalitas, preside gesca45, creada en 2012 y adherida a la Confederación Empresarial de Bizkaia, cebek.

				Las empresas agrupadas en esta asociación gestionan al menos 42 residencias de las poco más de 300 que operan en la cav. Su facturación ascendió a 130 millones en el último ejercicio, llegando a representar el 42% de la patronal vizcaina. En la actualidad agrupa 27 residencias (con 4.823 personas) y 22 centros de día  (3.697 personas) en Bizkaia, donde cuenta con más de 4.000 camas, es decir, el 34,6% de las plazas. Emplea a más de 2.600 profesionales. 

				Algunas de estas cuidadoras profesionales, en una de las múltiples jornadas de huelga que han llevado a cabo en Bizkaia en defensa de sus derechos, en la mesa de negociación con gesca, «cuentan que un miembro de la patronal llegó a afirmar “esto lo vais a conseguir por mis cojones”, agarrándose los genitales. El de Igurco nos dijo que nuestro sueldo era complemento al de nuestros maridos» («Obreras del cariño, las “kellys” de los cuidados», Pikara Magazine). Unas formas que, sin duda, recuerdan más a tiempos pretéritos en los que los empresarios estaban amparados por el régimen franquista y campaban a sus anchas.

				Entre las empresas integradas en gesca figuran Babesten; Urgatzi; imq-Igurco; Naguspea; Bioger y Otxartaga, esta última es propiedad de la socimi Adriano Care. Además, en gesca46 figuran grandes grupos como DomusVi; Orpea; Vitalitas; Sanitas; y Caser.

				Entre JoBuBis y triunviratos: la red clientelar de Biharko

				«Explique si sabe que esta empresa tiene el domicilio social en Txara ii, si conoce a Iñigo Lasuen y qué medidas adoptará para que esta empresa cambie su domicilio social». 
Rebeka Ubera, juntera de Aralar (19-x-2006)

				Ante la perplejidad de las empleadas de la cocina, los ancianos abandonan rápidamente el comedor. Se han llevado el postre de la cena para subir a la habitación lo antes posible. Loli les ha informado sobre los datos aportados por su hija en torno a Babesten. Será una noche de trabajo intensivo, porque van a recibir su llamada para darles cuenta de otras operadoras locales de Gipuzkoa conectadas a excargos del pnv. Es la ramificación guipuzcoana del pnv style de los Jóvenes Burukides Bizkainos, los JoBuBi.

				Una de esas empresas es Biharko47, que ha llegado a gestionar ocho residencias en el territorio foral48, seis de ellas de titularidad pública y el resto con plazas concertadas con la administración. Además, se encarga de 11 centros de día y varios centros para menores. Ocupa la segunda posición del ranking de otras actividades de asistencia en establecimientos residenciales del Estado español. A pesar de ello, en 2014 varias de sus residencias fueron multadas, con un total de 47.500 euros, por no disponer de personal suficiente.

				Sin embargo, lo más chocante de Biharko es el hecho de que Iñigo Lasuen, alcalde del pnv en Otxandio hasta 2003, la había domiciliado en un edificio de la Diputación de Gipuzkoa a principios de 200549. El exalcalde del pnv en Otxandio, ahora apoderado de Caser Residencial, ha formado parte de los consejos de Babesten, Mainatzen, Pro Maiorem, Cía de Servicios y Promoción Prestakuntza, Zurekin, Altaptar, Centro de Ayuda Especializada (cae), Egoitz Alai y Katillotxu entre 2006 y 2018. Lasuen llegó a ejercer de representante de una ute formada por Biharko y Aztertzen, esta última vinculada a la carrera empresarial del exburukide Eusebio Larrazabal. En la actualidad, la directora técnica de Biharko es Larraitz Olaizola, candidata número cuatro del pnv en las listas del año 1999 en el Ayuntamiento de Azpeitia.

				El fundador de Biharko, el exalcalde jeltzale Iñigo Lasuen, había domiciliado en 2006 la razón social de las empresas Cía de Servicios y Promoción Prestakuntza, la ute Aldakonea, Aztertzen Servicios Asistenciales y Biharko (por entonces presidida por Xabier Aguiriano, miembro de la Asamblea Nacional del pnv) en la residencia de mayores Txara ii, ubicada en Donostia y propiedad de la Diputación.

				Biharko fue noticia en septiembre del 2021, cuando se desveló que una inspección a la residencia Txara i de Donostia, un edificio público gestionado en régimen de concesión por la empresa privada Biharko50, incumple los ratios mínimos de médicos, enfermeros, monitores, fisioterapeutas y psicólogos. También se descubrió que los residentes pasaban encamados hasta 14 horas entre el horario de cenas y los desayunos.

				ela, por su parte, indica que, según el Decreto foral 38/2007, «un usuario medio de las residencia de Gipuzkoa recibe 111,014 minutos de atención directa al día», de forma que «teniendo en cuenta que un día tiene 1.440 minutos, los 111,014 minutos de atención suponen un 7,7% del día». ela asegura que en la actualidad la «ratio promedio de las residencias de Gipuzkoa es de 13 residentes por cada trabajadora», frente a las afirmaciones de la Diputación guipuzcoana que la fijan en «dos usuarios por cada empleada», es decir el 0,5. En la residencia Txara i de Donostia hay dos trabajadoras auxiliares a la noche para 116 usuarios, 58 usuarios por trabajadora.

				Según datos recabados por el periodista Iker Rioja, «otra docena de residencias de Gipuzkoa tienen entre 13 y 15 horas a los mayores sin comer por la noche». Añade que «los horarios de estos centros, varios de ellos de titularidad pública, contradicen a la Diputación cuando afirmó que la denuncia de 14 horas entre cenas y desayunos en Txara i de Donostia era un caso aislado». Los centros analizados por el periodista fueron Txara ii (gestionado por Biharko y sede el área de Política Social de la Diputación y la Inspección), San Martín de Azpeitia, San Juan de Zumaia, Atsobakar de Lasarte-Oria, San José de Ordizia, Sanmarkosene de Errenteria, la Cruz Roja de Irun y las residencias donostiarras Villa Sacramento, Lamourous, Aldakonea, Berra y San Ignacio.

				Tirando del hilo de Biharko, encontramos otro burukide de Gipuzkoa vinculado al negocio. Xabier Aguiriano, exrepresentante por Gipuzkoa en la Asamblea Nacional del pnv y salpicado por affaires como Bidegi y la planta de purines de Karrantza, ha figurado en los consejos de varias empresas del sector vinculadas al exburukide Eusebio Larrazabal y al propio Lasuen. Se trata de Biharko, Babesten, Aztertzen, Mainatzen y Compañía de Servicios y Promoción Prestakuntza.

				El triunvirato jeltzale Aguiriano-Lasuen-Larrazabal ha venido formando parte del consejo de administración de Parque Industrial Muskiz sl, empresa controlada por Mainatzen y propietaria de Katillotxu, ambas del sector de los cuidados. Asier Atutxa, exmiembro del Bizkai Buru Batzar y que ahora dirige la consultora pwc en la cav, presidió entre 2009 y 2014 los consejos de Katillotxu51 y Egoitz Alai52.

				La patronal de lo público-privado

				La hija de Loli sigue tirando del hilo de la madeja clientelar de Biharko para informar a los ancianos sobre las conexiones de excargos del pnv con la patronal del sector de las residencias en Gipuzkoa. Jesús María Gómez Montoya, directivo de la polémica Clínica Asunción de Tolosa, fue presidente de la Asociación de Centros Gerontológicos de Gipuzkoa, perteneciente a la patronal guipuzcoana adegi. Iñigo Lasuen y el empresario Jesús Gómez Montoya53 han compartido intereses en el sector de las residencias a través de la empresa Pro Maiorem, cuyo centro de referencia en la cav está ubicado en Donostia54. Esta empresa cuenta con cuatro centros más en Cantabria.

				En 2019, Jesús Gómez Montoya afirmó: «No tengo dudas de que el modelo sanitario público-privado es el que da mejores resultados». ¿Hablaba de las puertas giratorias, de las plazas concertadas con la administración o de ambas? Cuatro años antes, había impulsado la asociación de empresarios garen con el exalcalde Lasuen como vicepresidente segundo de esta entidad que agrupa a la Asociación de Centros Gerontológicos de Gipuzkoa en la patronal de las residencias. En 2017, esta asociación integraba ya a siete empresas del sector que sumaban más de una decena de centros55.

				El secretario general de garen, Juan Ramón Apezetxea, fue director de relaciones laborales de adegi hasta 2017. La presidencia de garen la ocupa Ignacio Zuloaga, exconcejal del pnv de Eibar. Eduardo Zubiaurre, expresidente de la junta municipal del pnv en la localidad, preside ahora la patronal vasca confebask. Cuando nació garen, el sindicato ela anunció su intención de reunirse con la nueva patronal, pero señaló que no tenía ninguna esperanza en que ofreciera planteamientos diferentes a confebask.

				El trampolín: del sector privado a dirigir las políticas sociales

				Los cañonazos informativos de la hija de Loli disparan ahora contra los importantes trampolines utilizados para saltar a la política desde Babesten, Biharko y Caser, empresas vinculadas a las carreras empresariales de Larrazabal y Lasuen. El lado oscuro de la fuerza del sector privado también penetra en el espacio público.

				Un exresponsable de políticas sociales de la administración pública pasó a ser representante de la patronal de las residencias. Iñaki Josu Iribar, exedil del pnv en Elantxobe y exdirector del Área de Servicios Asistenciales del Instituto Foral de Asistencia Social de Bizkaia hasta 2011, fue nombrado en 2012 secretario y tesorero de la Asociación Empresarial de Gestores de Centros Asistenciales. Iribar pasó a representar en la patronal al operador local Gurena56, ahora propiedad de Caser. 

				La directora de recursos humanos en Aztertzen, del grupo Babesten, entre 2002 y 2005 y también directora de recursos humanos en Biharko57 entre 1999 y 2002, Txaro Rodrigo58, es desde 2015 directora general de Atención a la Dependencia y la Discapacidad de la Diputación de Gipuzkoa. 

				El trampolín de estas redes clientelares no se circunscribe solamente a Gipuzkoa. José Luis Alonso pasó de la dirección del Instituto Foral de Bienestar Social de Araba la dirección de Mainatzen, del grupo Babesten. Poco después lo nombraron director de Servicios Sociales de la Diputación de Araba. Cuando en 2016 se desveló su actividad en Mainatzen, el diario El Mundo publicó que el exburukide Eusebio Larrazabal estaba al frente del grupo de empresas conformado por Babesten, Aztertzen, Mainatzen y Urgatzi. Ese año, el pp pidió información en las Juntas Generales de Bizkaia sobre ayudas públicas y contratos adjudicados a estas empresas.

				Otro goodfellas: conexiones en la política y en la patronal de la red clientelar de IMQ-Igurco

				«Conozco muchos profesionales de diferentes ámbitos, públicos y privados, por lo que tengo la capacidad de comprender, desde diferentes puntos de vista, qué es lo que se necesita para conseguir los objetivos programados»
Iñaki Isasi, exburukide  y director de operaciones del grupo imq-Igurco

				Cuatro o cinco usuarios son levantados, aseados y les dan el desayuno a las 5:30 de la mañana para que las auxiliares del turno de mañana puedan llegar a completar su trabajo. Duchas un día a la semana; el resto, una toallita húmeda, una única manopla con las que se les pasa todo el cuerpo para ahorrar tiempo. La falta de personal es evidente. Si tuvieran que duchar a todos, a algunos se les juntaría el desayuno (11:00) con la comida (13:00). Los horarios más espaciados son para los «grandes dependientes», que son los primeros en ser acostados por la tarde y los últimos en ser levantados por la mañana.

				Para aprovechar el tiempo que pasan encamados por falta de personal, repasan los datos de las redes clientelares de Babesten en Bizkaia y Biharko en Gipuzkoa. Esa noche reciben un email de la hija de Loli señalando a otro operador local del sector de las residencias, imq-Igurco59, que también cuenta con importantes conexiones con la casta política y con la patronal. Este grupo gestiona siete residencias60 en la cav, tres de ellas de titularidad pública y el resto con plazas concertadas. 

				imq-Igurco dispone de puertas giratorias entre lo público y lo privado en ambos sentidos. Iñaki Artaza, director asistencial de imq-Igurco hasta febrero del 2021, es ahora director de Innovación, Sistemas de Gestión y Evaluación en el Departamento de Políticas Sociales de la Diputación de Araba. Artaza viene de ejercer la dirección de la Residencia Orue, geriátrico del grupo imq-Igurco. Sergio Murillo, director de la citada residencia hasta 2011, fue nombrado pocos días después director general de Inserción Social de la Diputación Foral de Bizkaia. Tras asumir en 2013 el cargo de director general de Promoción de la Autonomía Personal, Murillo es desde 2019 diputado de Acción Social del territorio histórico. 

				Iñaki Isasi, exmiembro del Bizkai Buru Batzar, fue apoderado de la Residencia Orue. Fue teniente de alcalde del pnv en Arrigorriaga y «otro de los nuestros», abandonando el Bizkai Buru Batzar «por motivos laborales» y siendo sustituido Humberto Perea, expresidente de la asociación de constructores de Bizkaia. Isasi pasó a ser director territorial de Quavitae Bizi Kalitatea, operador local del sector de las residencias en la actualidad integrado en el grupo DomusVi. Días antes de ser nombrado en 2011, Isasi había cesado como jefe de proyectos en Beaz, empresa pública dependiente del Departamento de Innovación y Promoción Económica de la Diputación Foral de Bizkaia. 

				El exburukide también fue apoderado del grupo sar y de Geriatros, ahora en manos de DomusVi, primer gran grupo del sector en el Estado español que adquirió en 2018 la operadora local Sarrikue61. Isasi ejerce de vocal en gesca y ocupa desde 2017 el cargo de director de operaciones en imq-Igurco.

				La hija de Loli pasa a señalar las conexiones de imq-Igurco con la patronal. Santiago Canales Abaitua62 es vicepresidente de la misma en representación de imq-Igurco. Miguel Ángel Lujua63, expresidente de la patronal vasca confebask, ha ejercido de director general de imq hasta diciembre del 2019. 

				A su vez, Jon Azua y el millonario vasco de la lista Forbes Joseba Grajales han desfilado por el consejo de imq. El exconsejero de Salud del Gobierno vasco, Jon Darpón, solicitó reingresar en imq tras su dimisión por el escándalo de la última ope de Osakidetza. Darpón ha terminado fichando por Keralty, un grupo del sector de la salud vinculado a Azua y Grajales64. 

				Un zorro al cuidado del corral (de la limpieza): residencias, hospitales y comisarías

				Los ancianos amotinados ya no disponen de un tentempié que les ayude durante sus noches de conspiración. Para justificar la limitación de la distribución de zumos o yogures se alegan razones nutricionales y de salud. También se habla de que los mayores consumen en las habitaciones más material del necesario, en referencia al papel higiénico, por ejemplo. «No es con el objeto de economizar sino por realizar un adecuado control», argumenta la gerencia del centro. 

				La dirección ha organizado un bingo para entretener a los ancianos después del desayuno. El grupo de ancianos amotinados hacen pira y aprovechan para reunirse con la hija de Loli. Les comenta que la red clientelar conformada por las operadoras Babesten, Biharko e imq-Igurco, vinculadas a las carreras de importantes personalidades del pnv, opera en Bizkaia, Araba, Gipuzkoa y Nafarroa. Pero la hija de Loli suma a la red una empresa más vinculada a otro exburukide, un exsecretario del Euzkadi Buru Batzar del pnv con intereses en los sectores de residencias y limpieza. 

				Uno de los folletos publicitarios del grupo Garbialdi señala que desde el año 2001 «gestiona residencias, centros de día, servicios de atención a domicilio…». Con la Diputación de Bizkaia, el Gobierno vasco, comisarías de la Ertzaintza65, juzgados en la cav, la mayor parte de los hospitales de Osakidetza66 y cuatro grandes centros hospitalarios de Madrid entre sus clientes más importantes, Garbialdi ocupa la segunda posición en el ranking de empresas de limpieza general de edificios del Estado español. 

				El grupo está dirigido por Josu Olazaran, exmiembro del Euzkadi Buru Batzar67, que a mediados de la década de los 80 llegó a ser responsable del Bizkai Buru Batzar. Olazaran fue asesor del diputado de Medio Ambiente, concejal del pnv en Erandio, inspector de los servicios de seguridad de la Diputación de Bizkaia y lideró Ekintza, grupo que más tarde pasó a denominarse Adjuntos a la Viceconsejería de Seguridad del Gobierno vasco.

				Las trabajadoras de la división de limpieza del grupo Garbialdi, subcontratada por Osakidetza en los centros públicos de salud, acudieron en marzo del 2021 al Parlamento vasco para comparecer en la comisión de Salud y relatar las limitaciones que han tenido en la primera línea frente al coronavirus68. Afirmaban haber sentido «un trato discriminatorio» por parte del Departamento de Salud: «Estamos lavando con jabón de manos en algunos centros porque la empresa no nos proporciona el desinfectante que se requiere». Las trabajadoras, a las que se mantuvo en el anonimato, no descartaban «represalias por parte de la empresa» por acudir a la comisión parlamentaria69. 

				En 2016, el sindicato lab denunció «el efecto de puertas giratorias en el proceso de privatizaciones del flamante hospital de Urduliz» (por entonces la directora-gerente de la osi a la que pertenece el hospital era la esposa del consejero de Salud Jon Darpón) ya que «existen relaciones entre las empresas privadas y el Gobierno del pnv, como Garbialdi»70.

				En 2018, coincidiendo con unas movilizaciones de las trabajadoras de Garbialdi que limpian centros de la Diputación de Bizkaia, la entidad foral subvencionó un curso de limpieza dirigido «únicamente a mujeres»71 ofertado por la Fundación Integrando. Esta fundación y Garbialdi forman parte de una ute dedicada a prestar asistencia en establecimientos residenciales para personas mayores en Gipuzkoa y Cantabria.

				Al director de Garibaldi, Josu Olazaran, alias El zorro plateado, se le conoce por ser «un técnico controller de gestión de situaciones comprometidas y expert manager en administración y dirección de equipos limpia-fiambres». Cuando el entonces diputado general de Bizkaia, José Luis Bilbao, tuvo que limpiar el «cadáver» de Afer, imperio empresarial de Jabyer Fernández que cayó en 2009 y ahora acumula una deuda de 50 millones de euros con la Hacienda de Bizkaia, Olazaran acudió al rescate, denunciando a su exsocio Jabyer Fernández e interpretando un papel digno del Señor Lobo en la película Pulp Fiction.

				GSR: las residencias del grupo Mondragon  y sus conexiones políticas

				La hija de Loli termina con su impresionante exposición sobre la red clientelar del sector de las residencias dando cuenta de otro cooperador y sus conexiones políticas. Entre 2003 y 2018, Jorge Morales, director general de Urgatzi, vinculada a la carrera empresarial del exburukide Eusebio Larrazabal, fue director de operaciones de Gestión de Servicios Residenciales (gsr, del grupo Mondragon), entidad que gestiona 14 residencias en la cav y tres en Nafarroa, aparte de 11 centros de día en Hego Euskal Herria72. En 2015, Gestión de Servicios Residenciales, integrada en otra asociación patronal de residencias denominada lares73, proyectaba facturar 22 millones de euros. 

				gsr, del grupo Mondragon, cuenta con su propio trampolín para la política. Mikel Álvarez pasó de ser director general de Mondragon Health (ya extinguida e impulsora de gsr) a concejal de coordinación de Alcaldía, Desarrollo Económico y Buen Gobierno en el Ayuntamiento de Bilbao como mano derecha del alcalde Juan Mari Aburto (exdiputado foral vizcaíno de Acción Social y exconsejero de Empleo y Políticas Sociales del Gobierno vasco) para luego volver al grupo Mondragon. Mikel Álvarez encabezó el panel de expertos que inauguró el Nagusi Intelligence Center en octubre del 2021.

				Un exviceconsejero de Función Pública del Gobierno vasco, Andrés Zearreta, fue director gerente de lks, del grupo Mondragon e impulsora de Gestión de Servicios Residenciales. Zearreta saltó a director de personal en los hospitales de Cruces y Basurto para más tarde pasar a la dirección de rh en la Fundación Miranda, que gestiona una polémica residencia en Barakaldo74 sancionada por asistencia inadecuada en 2019 y por incumplimiento de la normativa en 2016 y en 2015. En la actualidad, Andrés Zearreta ejerce de director general de la Academia Vasca de Policía de Arkaute.

				Por el grupo Mondrag0n han desfilado exconsejeros del Gobierno vasco como Patxi Ormazabal, Javier Retegui o Inaxio Oliveri. En este grupo se formaron Josu Jon Imaz, exconsejero del Gobierno vasco, expresidente del pnv y ahora número dos de Repsol; José Antonio Ardanza, exlehendakari y expresidente de Euskaltel; y Jon Azua, exvicelehendakari del Gobierno vasco.
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						38.	Listado de residencias, incidencia del Covid, puertas giratorias y más información en anexo 1, pág. 139.

					

					
						39.	«Urgatzi sl es la empresa vinculada al pnv que gestionaba la residencia Errekalde en Derio. En el año 2010 el Ayuntamiento de Derio decidió cerrarla por pérdidas económicas. Los grupos del ayuntamiento exigieron que Urgatzi pagara una indemnización justa a todos y todas las trabajadoras por la rescisión del contrato. Ha llegado ese día, sí, con un pequeño matiz. La indemnización a los y las trabajadoras en vez de ser pagada por Urgatzi, que es la empresa contratadora, la vamos a pagar entre todos y todas las derioztarras. 500.000 euros a escote. Costeados por todos para pagar a una empresa privada. Esa es la buena gestión en Derio. Y mucho más teniendo en cuenta que el ayuntamiento debe en estos momentos nada más y nada menos que 3.000.000 de euros (unos 600 euros por habitante)» (eh Bildu Derio, marzo del 2012). 

						«Una educadora ha sido suspendida un mes de empleo y sueldo como represalia por haber salido en prensa y en televisión hablando de la situación que se vive en el centro, gestionado por la asociación Urgatzi que pertenece al pnv» (declaraciones a la agencia efe del presidente del comité de empresa del centro de menores extranjeros no acompañados de Bideberria de Vitoria, Félix Javier Zurbano, 26-viii-2015).

					

					
						40.	«A Urgatzi, uno de los mayores monopolios del Servicio de Ayuda a Domicilio (sad) de Bizkaia, le sobra ela. No le gustan los sindicatos que controlan que no se cometan irregularidades y los prefiere más dóciles y complacientes. Por eso adopta de forma sistemática y habitual medidas irregulares en materia de contratación, sustitución de vacantes, aplicación del convenio, etc. en perjuicio de las delegadas y militantes de ela. Esta actitud se manifiesta en al menos 20 municipios de Bizkaia, entre los cuales se encuentran Getxo, Santurtzi y la Mancomunidad de Busturialdea. Ha sido denunciada ya judicialmente por el sindicato y hoy ha sido, además, contestada en la calle» (ela, 12-i-2017).

					

					
						41.	Los ejes de actuación de Mainatzen son: la orientación sociosanitaria; las residencias y centros de día; el servicio de ayuda a domicilio; y el ámbito de atención a menores.

					

					
						42.	Aztertzen también presta servicios de ayuda a domicilio en los ayuntamientos de Bilbao, Gasteiz y Donostia. El 29 de abril del 2020, un juzgado instó a la empresa a cumplir con las medidas de seguridad contra el coronavirus en el servicio de ayuda a domicilio que presta como subcontrata del Ayuntamiento de Bilbao.

					

					
						43.	En el acto de despedida de Eusebio Larrazabal como diputado, el entonces diputado general, José Luis Bilbao, reclamó a los funcionarios forales «apretarse el cinturón», «cuando la crisis económica nos va a obligar a reducir determinadas ayudas y subvenciones, las medidas empiezan por aplicarnos nosotros mismos la austeridad». Poco más tarde, Bilbao nombró a Larrazabal asesor. Ambos, en diferentes etapas, habían sido diputados de Agricultura, un cargo que ocuparon dos personas más que en su momento fueron condenadas por prevaricación, caso de los exdiputados José Luis Garay y Patxi Sierra-Sesumaga. José Luis Bilbao dejó su cargo de diputado general en 2015 y pasó a presidir hasta la actualidad el Tribunal Vasco de Cuentas Públicas.

					

					
						44.	Las redes clientelares del sector de las residencias para mayores conformadas por Babesten y Biharko (conocida por el trato a residentes en la residencia Txara i) se extienden a los centros de menores. El de Sansoheta, gestionado por una red clientelar del sector conectada a excargos del pnv, es noticia por una trama de prostitución. En septiembre del 2021, la Fiscalía pidió más de 100 años de prisión para 10 clientes que pagaban por prostituirse a menores tutelados del centro. Días después de la detención de un psicólogo al que le atribuyeron un papel clave en la trama, el Instituto Foral de Bienestar Social decidió que la gestión de Sansoheta, hasta esa fecha en manos de Urgatzi, pasara a manos de Babesten Gipuzkoa sl. El director del Instituto Foral de Bienestar Social en Araba, José Luis Alonso, firmó la adjudicación a Urgatzi días antes de abandonar el cargo. Poco después pasó a la dirección del grupo Babesten y más tarde lo nombraron director de Servicios Sociales de la Diputación. El jeltzale Xabier Aguiriano (expresidente de Biharko), el exalcalde Iñigo Lasuen (fundador de Biharko) y el exburukide Eusebio Larrazabal (director del grupo Babesten-Aztertzen-Mainatzen-Urgatzi) constituyeron la empresa Parque Industrial Muskiz sl para auxiliar a sus redes clientelares en el sector de los centros para menores de edad tutelados. De hecho, el Tribunal Vasco de Cuentas Públicas llamó la atención a la Diputación de Gipuzkoa en 2011 en torno a una subvención adjudicada a Parque Industrial Muskiz destinada a la adquisición y adecuación de inmuebles en Elgeta y Deba, donde se prestan servicios de atención a menores extranjeros no acompañados «en situación de desamparo y con graves problemas de conducta». 

					

					
						45.	Según esta asociación empresarial, sus socios gestionan centros de titularidad municipal y de titularidad foral en sus dos modalidades, de inversión pública y de inversión privada en régimen de concesión, habiendo realizado inversiones por más de 250 millones de euros. 

					

					
						46.	La actividad de los socios de gesca genera «un retorno de más de 43 millones de euros a las arcas púbicas en conceptos como Seguridad Social, irpf, iva o Impuesto de Sociedades».

					

					
						47.	El director de personal de Biharko entre los años 2006 y 2015, Iñaki Murillo, ahora ejerce de director de recursos humanos en la ute lv rsu: compuesta por fcc y gmsm, adjudicataria del polémico servicio de limpieza en Gasteiz. Entre 1998 y 1999, según infoempresa.com, el administrador único de Biharko fue José Javier Yanguas Lezaun, actualmente director del Programa de Mayores de la Fundación Bancaria La Caixa y exdirector de i+d en Matia Fundazioa entre 1999 y 2017.

					

					
						48.	Listado de residencias, incidencia del Covid, puertas giratorias y más información en anexo 1, pág. 139.

					

					
						49.	En 2006, la diputada guipuzcoana para la Política Social, Esther Larrañaga, tuvo que reconocer, tal y como había revelado anteriormente Aralar, que Lasuen domicilió cuatro empresas, de las que era administrador, en un edificio propiedad de la Diputación, que además alberga la residencia Txara ii gestionada por Biharko. Larrañaga aseguró que esta irregularidad se produjo «con total desconocimiento y a espaldas» de la institución foral. Aralar denunció el «chiringuito financiero» que tenía montado el exalcalde peneuvista en el citado centro. Agregó que Txara ii «más que una residencia de mayores parece un centro empresarial». Aralar exigió que se presentase una denuncia en los juzgados contra Iñigo Lasuen y la apertura de una investigación a fondo para averiguar si existían otros casos similares. Entre 2007 y 2010, el Gobierno vasco inyectó numerosas ayudas públicas a favor de Biharko.

					

					
						50.	Para más información sobre ratios, ver anexo 9, pág. 191.

					

					
						51.	En 2009, Luzaro, entidad participada por el Gobierno vasco, concedió a Katillotxu un crédito de 400.000 euros. 

					

					
						52.	En 2010, la Diputación de Bizkaia concedió una ayuda pública a Egoitz Alai por valor de 100.000 euros. Miren Lur Uriondo, exteniente alcalde del pnv en Bermeo, fue directora de la residencia. Por entonces, el responsable era el exburukide Eusebio Larrazabal.

					

					
						53.	Jesús María Gómez Montoya fundó la Asociación de Empresas Sanitarias de Euskadi (aesane) junto a Mikel Tellaeche: representante del Hospital Aita Menni. Gómez Montoya es vicepresidente de la Federación Nacional de Clínicas Privadas del Estado (fncp), fundador de la Federación Empresarial de Clínicas de Euskadi (fece) y miembro del patronato Fundación Global Salud. Además, fue el representante español en la comisión e-Health de la Unión Europea de Hospitales Privados.

					

					
						54.	En la villa residencial Hermano Gárate-San Ignacio de Pro Maiorem en Donostia, con 123 usuarios, se han registrado 16 residentes fallecidos con Covid durante las dos primeras olas de la pandemia.

					

					
						55.	En 2017, durante la constitución del convenio de Residencias de Gipuzkoa, la mesa negociadora quedó compuesta por cuatro patronales: adegi, con el 36% de representación; lares, con el 27%; Matia, con otro 27%; y la Asociación de Centros Gerontológicos de Gipuzkoa, integrada en garen, con el 10%. 

					

					
						56.	Gurena (Servicios Integrales Gerontológicos y Sanitarios) llegó a gestionar tres centros en Bizkaia, en Derio, Loiu y Bilbao. En su momento estuvo dirigida por el exgerente de la Diócesis de Bilbao, Josu Rekakoetxea. Su residencia de Txurdinaga fue sancionada en 2018 por asistencia inadecuada y en 2016 por incumplimiento de la normativa. El sindicato ela denunció la situación de la residencia de Txurdinaga de Gurena sa durante la pandemia e instó a la administración pública a intervenir en la misma. La residencia de Loiu de Gurena sa fue sancionada en 2014 por asistencia inadecuada, un centro en el que han fallecido 10 residentes confirmados con coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia. 

					

					
						57.	En 2010, tras más de 12 meses de huelga de las trabajadoras de las residencias, el sindicato ela solicitó a la Diputación de Gipuzkoa que Biharko fuera excluida del concurso para gestionar la residencia Aldekonea y optase por una compañía «que presente un proyecto empresarial sólido, garantice una calidad asistencial óptima para nuestros ancianos y acuerden unas condiciones laborales dignas para sus trabajadoras». En 2015, Emakunde, Instituto Vasco de la Mujer, otorgó a Biharko el reconocimiento de entidad colaboradora para la igualdad de mujeres y hombres. Un año antes, Emakunde le había otorgado el reconocimiento de entidad colaboradora en igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres. En noviembre del 2019, Biharko, empresa que contrata a más de 500 cuidadoras, reconoció haber aplicado servicios mínimos abusivos en un acto previo a uno de los juicios por la demanda interpuesta por ela. El sindicato indicó que la dirección de la empresa reconoció que «habían vulnerado de forma sistemática el derecho a huelga de las trabajadoras».

					

					
						58.	Txaro Rodrigo fue directora de recursos humanos de Construcciones Campezo entre 2005 y 2013, constructora sancionada por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (cnmc) en 2011 por liderar el cártel del asfalto.

					

					
						59.	En 2009, imq compró a Urazca, fundada por un exalcalde del pnv, las acciones que esta constructora al borde de la quiebra tenía en Igurco.

					

					
						60.	Listado de residencias, incidencia del Covid, puertas giratorias y más información en anexo 1, pág. 139.

					

					
						61.	Sarrikue, inmobiliaria que se reconvirtió en promotora de centros para la tercera edad dirigida por el promotor inmobiliario vasco Pedro Granados, protagonizó un «pelotazo» al vender su negocio residencial al grupo francés DomusVi por un precio que rondaría los 10 millones de euros.

					

					
						62.	Su hermano, Asís Canales, es responsable del área de compras y seguros del grupo Iberdrola, además de presidente de una de las filiales de la energética con sede en Luxemburgo y miembro de los patronatos que constituyeron las fundaciones Labein y Tecnalia con apoyo de la administración pública.

					

					
						63.	Miguel Ángel Lujua fue director de Mutualia, una empresa que protagoniza la polémica operación inmobiliaria en torno al edificio de la Escuela de Magisterio en Bilbao. En este proyecto participa el grupo constructor Murias, cuyo administrador preside cyl Bass, una empresa en cuyo consejo participa Francisco José Solorzano: vocal de la Asociación Empresarial de Gestores de Centros Asistenciales (gesca) en representación de Adriano Care.

					

					
						64.	En la década de los 90, el entonces vicelehendakari Jon Azua fue el cerebro del plan de ayudas públicas 3-R. Estas ayudas, reprobadas por el Tribunal de Cuentas, beneficiaron a sociedades del millonario de la lista Forbes Joseba Grajales. El plan 3-R también benefició a empresas de un exviceconsejero de Seguridad del Gobierno vasco, Sabino Arrieta, convertido más tarde en millonario de la lista Forbes y con fama en pelotazos inmobiliarios que han marcado récords en Miami.

					

					
						65.	Entre los años 2018 y 2019, las trabajadoras de Garbialdi en los servicios de limpieza de las comisarías de la Ertzaintza y los juzgados mantuvieron una huelga de nueve meses. Una de las huelguistas llegó a declarar: «Nos come la basura, es insalubre».

					

					
						66.	Según publicó El País, la trama del caso de Miguel realizó gestiones para tratar de adjudicar a Urazca (empresa creada por un exalcalde del pnv e implicada en los papeles de Bárcenas) un contrato de Osakidetza para la limpieza del Hospital de Santiago en Gasteiz, un contrato que terminó en manos de Garbialdi.

					

					
						67.	Durante muchos años, «la gallina de los huevos de oro» de Josu Olazaran fue la empresa Alfus, adquirida por el grupo suizo Ufenau en agosto del 2021 tras una operación que habría rondado «entre los 10 y 30 millones de euros».

					

					
						68.	Un estudio sobre seroprevalencia elaborado por Raquel Yotti (Instituto de Salud Carlos iii) y Marina Pollán (Centro Nacional de Epidemiología) confirma que el coronavirus entiende de género y precariedad: cuidadoras y trabajadoras de limpieza son las más afectadas.

					

					
						69.	Compañeras del servicio de limpieza del Hospital Clínico San Carlos de Madrid acaban de denunciar a Garbialdi por su gestión durante la pandemia, algunas declararon haber sufrido represalias de la empresa tras la denuncia. En 2019, la Comunidad de Madrid adjudicó a Garbialdi los servicios de limpieza de centros de atención especializada, un contrato por valor de más de 27 millones de euros. Según los datos aportados ese año por la Comisión de Salud del Parlamento vasco, Garbialdi tenía adjudicados servicios por un valor superior a los 25 millones de euros anuales. Entre los últimos contratos públicos adjudicados, destacan tres. En 2020, el servicio de limpieza y desinfección de la Organización Sanitaria Integrada (osi) Ezkerraldea de Osakidetza fue adjudicado a Garbialdi por más de 23 millones de euros. Dos años antes, el servicio de limpieza y jardinería de la osi Bilbao-Basurto también le fue adjudicado por más de 16 millones. En 2019, un total de cinco empresas se adjudicaron los lotes de un contrato de ayuda a domicilio por valor de más de 60 millones de euros. Se trataba de Garbialdi, la ute Zaintzen y Clece (propiedad de Florentino Pérez), la sociedad cooperativa Arabako Laguntza y Sacyr Social, esta última implicada en una trama de cheques con destino al pnv que infringió la norma de financiación de partidos políticos en 2013. El diputado jelkide de Promoción Económica en Bizkaia, Imanol Pradales, convalidó su cargo público con el de accionista de Sacyr hasta 2015.

					

					
						70.	Garbialdi, con intereses en el sector de los residuos y asociada a la patronal de empresas de limpieza aelma, contaba con 384 empleados en 2018, de ellos solo 15 eran hombres. Cuatro sindicatos (ela, lab, esk y ccoo) denunciaron en 2019 la actitud del sindicato cut, este último promovido por la propia empresa según las mismas fuentes.

					

					
						71.	Información del periodista Danilo Albín. A juicio de ela, lab, ccoo y esk, este tipo de programas «reproducen estereotipos de género» y «perpetúan los roles y la división sexual del trabajo».

					

					
						72.	Listado de residencias, incidencia del Covid, puertas giratorias y más información en anexo 1, pág. 139.

					

					
						73.	Según la página web de lares, esta patronal cuenta con cuatro residencias asociadas en Araba (Purísima Concepción, Juan Pablo i, Residencia Sacerdotal Joaquín Goikoetxeandia y Nuestra Señora de las Mercedes); 15 en Bizkaia (León Trucios, San José Etxe Alai, Beato Domingo Iturrate, Fundación Nicolás Domingo de Arrotegui, Fundación Miranda, Fundación Elorduy, Aita-Menni, Conde Aresti, Fundadora Siervas de Jesús, Casa Misericordia, Fundación Calzada, Nuestra Señora de los Desamparados Valle de Carranza, Fundación Uribarren Abaroa, Bihotz Sakratu y Aspaldiko); y 12 en Gipuzkoa: San Martín, Fundación Hurkoa, Fundación Matia, Fundación Zorroaga, Nuestra Señora de La Paz, Residencia para Sacerdotes, San José de la Montaña, Cruz Roja, San Gabriel, Mikel Deuna, Petra Lekuona y Santa Ana.

					

					
						74.	En abril del 2020, el sindicato ela presentó una demanda contra la residencia por «vulnerar el derecho a la salud y la vida de los trabajadores» de este centro afectado por el Covid y de manera solidaria demandó también a la Diputación de Bizkaia.

					

				

			

		

	
		
			
				3. El sector público navarro, a régimen

				El Defensor del Pueblo navarro lo tiene claro:  lucro vs servicio digno

				«La política del Gobierno de Navarra se ha basado en el ahogo financiero de las residencias municipales, en la no creación de una red de residencias públicas, en dejar en mano de empresas privadas la atención residencial de las personas mayores. Y además lo ha hecho con connivencia, y mirando a otro lado cuando los derechos y la dignidad en la atención de las personas mayores están siendo conculcados una y otra vez»
lab (19-vi-2014)

				Con el inicio de la pandemia, cierran las puertas de la residencia y ya dentro no pasa nada. Mes y medio con un aseo básico: sin lavado de cabeza y sin agua y jabón. Los protocolos impuestos rozan la línea de la inhumanidad, por «el bien de los usuarios y usuarias y por el de las empleadas». Algunos residentes pasan un buen rato en el suelo, las empleadas no alcanzan para saber que se han caído de la cama y están llorando en sus habitaciones. Tras algunas defunciones, hay plazas libres y comienzan los recortes de plantilla. A las instituciones no les interesa ver lo que está pasando, no viven lo que sucede cuando se produce un brote en algún centro. 

				Las zonas comunes están cerradas debido al estado de alarma decretado por la pandemia y ya no hay talleres, ni sesiones de fisioterapia, ni fiestas temáticas, ni visitas de familiares... La vida se ha detenido para ellos. Es inhumano, se sienten un número en la ropa. Tuvieron que ayudar a sus hijos e hijas durante la crisis industrial de los años 80, salvaron con austeridad la devaluación de la peseta en 1993, sobrevivieron a la burbuja inmobiliaria del 2007 y fueron los grandes sacrificados durante el rescate a los bancos en 2008 y la crisis de la zona euro en 2010. Aun así, todavía les queda ánimo para afrontar a los lobos que se dedican a la trata de personas mayores, una caza de la que son víctimas los más viejos, enfermos y vulnerables de la manada humana. 

				Los ancianos afrontan el tedioso aislamiento introduciendo en la base de datos diseñada por Mertxe la información aportada por la hija de Loli sobre las conexiones políticas de los operadores locales en el sector. Los amotinados pasan a limpio todos los obstáculos con los que se están encontrando y que podrían frustrar su proyecto de residencia como cooperativa autogestionada. 

				Ya han indagado sobre la mercantilización del sector, el monopolio de grandes operadoras, la privatización del sector en Bizkaia, Gipuzkoa y Araba, las conexiones políticas de operadoras locales, la presencia de estas conexiones políticas en la patronal, las puertas giratorias en ambos sentidos…

				Los ancianos se dan cuenta de que están dejando a un lado la posibilidad de proyectar su plan de fuga en Nafarroa. Pero vistas las sorprendentes malas noticias respecto al sector en el oasis vasco, no descartan encontrar un escenario similar en Nafarroa. Aun así, deciden no dar por hecho nada y comienzan desde cero, como ya hicieron al principio, recabando información en internet.

				Mertxe y Loli se congratulan de haber encontrado, al fin, una institución que hable claro respecto a la privatización del sector. Y es que el Defensor del Pueblo de Nafarroa ya advirtió que la casta política navarra había puesto a estricto régimen al sector público. Sus datos señalan que en 2005 la titularidad de las residencias se repartía de la siguiente manera: un 6,04% del Instituto Navarro de Bienestar Social, el 17,53% eran municipales, un 48,54% de instituciones sin ánimo de lucro y el 26,89% restante eran de empresas privadas. Según su informe, «el modelo de financiación favorece a la iniciativa privada de carácter lucrativo y, así, a los propietarios de estas residencias, no habiéndose demostrado además una conexión directa y objetiva con el nivel de calidad del servicio prestado».

				El Defensor del Pueblo añadía que, «como regla general, la elección del concierto como modo de gestión de servicios públicos pretende la utilización de empresas privadas especializadas que prestan un determinado servicio, habitualmente, para que se hagan cargo de los servicios públicos. Por consiguiente, parece que la virtualidad de la ley fue animar a empresas y particulares en general a crear residencias de ancianos ofreciéndoles la posibilidad de un contrato, y desviar de la Administración de la Comunidad Foral la responsabilidad de implantarlas y gestionarlas a cambio de un precio». 

				En relación a las residencias privadas, el Defensor del Pueblo señalaba que «los conciertos con las mismas contemplan la financiación de la amortización de sus infraestructuras». En 2010, Nafarroa se había convertido en una de las comunidades autónomas con menor número de plazas públicas, el 83% de la oferta se concentraba en residencias privadas. 

				Julián se centra en resumir un informe encargado en 2010 por la Asociación de Empresas de Servicios para la Dependencia (aeste75), cuyo tesorero es Joaquín Leizaola Aguirrezabala, director general de Ilunion Sociosanitario, a la consultoría pwc, en la que trabajó el propio Leizaola. En 2010, en Nafarroa existían 5.959 plazas residenciales, de las que un 58% eran privadas y un 25% concertadas con diferentes centros, lo que dejaba las plazas puramente públicas en un 17%. Por entonces ya era la séptima comunidad autónoma con menor cupo de residencias pertenecientes a la administración.

				En Nafarroa solo operaban 11 residencias públicas (cuatro para dependientes mayores y siete para los que sufren alguna discapacidad), con cerca de un millar de plazas en total. Un gran número de centros privados, 48 de este tipo de residencias, ofrecían plazas concertadas con el Gobierno foral. Así, Nafarroa superaba la media estatal (51,2%) en cuanto a plazas privadas en casi un 7%. 

				Borja recurre a sitios web científicos para recabar información. En 2017, el 68,6% del total de los centros de Nafarroa ya eran de titularidad privada, es decir, entidades mercantiles y entidades sin ánimo de lucro. El número total de centros residenciales ascendía a 76, de ellos solo 33 eran públicos, lo que suponía la existencia de 1.989 plazas públicas frente a 4.145 plazas privadas76. Doce años antes, recordemos, solo el 27% de las residencias eran de carácter meramente privado. Un vuelco privatizador en toda regla.

				En la actualidad, las dos principales asociaciones de la patronal navarra de residencias privadas engloban 64 residencias de un total de 71, es decir, más del 90%. La Asociación Navarra de Entidades Asistenciales (anea) representa a 25 residencias gestionadas por operadoras locales con ánimo de lucro como los grupos Idea, Amma, Solera o Elizondo, entre otros, que suman casi el 50% de todas las plazas asistenciales del territorio. Las entidades que no tienen ánimo de lucro se agrupan en la asociación lares, que cuenta con 39 centros77.

				Sobrepeso del sector privado: grandes operadoras en Nafarroa

				«Solo 2 de 71 residencias navarras son públicas»
Eva Aranguren,  concejala de eh Bildu  en Iruñea (21-vi-2020)

				Tras incorporar en la base de datos las informaciones recabadas en torno al proceso de privatización del sector en Nafarroa, los ancianos deciden volver a encontrarse. A esta reunión nocturna en la habitación de Borja se apunta una nueva residente captada por la cuidadora Patricia. La gerontóloga ha encontrado una nueva aliada para el plan de fuga, se trata de Estíbaliz, una periodista jubilada.

				Estíbaliz había sido secretaria de la Asociación de Periodistas de Navarra hasta que una trombosis la dejó paralítica de cintura para abajo. Había estado casada con su profesión durante más de 40 años. Mantuvo una relación con un corresponsal de guerra que fue asesinado durante la denominada guerra de los Balcanes en la década de los 90. De aquella relación tuvo un hijo que ahora trabaja como reportero gráfico para varios medios navarros.

				Estíbaliz lleva a la reunión un artículo que le facilita su hijo firmado por los periodistas navarros Juan Ángel Monreal y Javier Bergasa en torno al sobrepeso del sector privado en Nafarroa. Lo que allí describen se puede decir más alto, pero no más claro. 

				

				«Hay negocios cíclicos, que aprovechan los periodos de crecimiento para vender más. Otros son contracíclicos y crecen cuando los demás atraviesan dificultades. Luego están los de nicho, destinados a un segmento muy concreto de la población, o los de oportunidad, que aprovechan un escenario imprevisto, una burbuja temporal. Y, más allá de todas estas definiciones, al margen hasta ahora de cualquier vaivén económico, encontramos el negocio de la tercera edad, que no ha dejado de crecer en las últimas décadas, que factura en los años de bonanza y en los de recesión, y que tiene prácticamente asegurada la clientela al menos para las próximas cuatro décadas. Nutrido con dinero público, sobre todo a través de las plazas concertadas, y con ahorros privados, el sector afronta la mayor crisis de reputación de su historia. El coronavirus ha dejado al descubierto sus carencias, incluso un cierto abandono por parte de la administración pública. Pero sigue siendo una actividad rentable, en la que conviven el sector público puro, los patronatos municipales, las entidades sin ánimo de lucro y los actores privados, algunos locales, pero también nacionales y extranjeros». 

				

				Según el artículo, cinco empresas privadas de gran implantación en el sector de las residencias en Nafarroa (Orpea, DomusVi, Ballesol, Sanitas y Amavir, esta última controla el grupo navarro Amma) son también líderes del sector en el Estado español. En Nafarroa también operan las «locales» imq-Igurco, Idea, Setenasa, Elizondo y Solera, entre otras. Se trata de «un negocio de 100 millones de euros», según los periodistas del Diario Noticias de Navarra.

				Iruñea78 «es donde está la mayor parte del negocio», explicaba el sindicato ela, que junto a lab reclama «la publificación de todo el sistema de atención y cuidados a las personas». Se estimaba que el precio a pagar por los y las particulares al acceder a una plaza privada en una residencia en Iruñea al mes ascendería a unos 2.500 euros. En el ámbito rural costaba una media de unos 500 euros menos.

				Familia numerosa: nuevos proyectos

				En el lucrativo mercado de las residencias se han ido gestando nuevos proyectos. Es ya una familia numerosa. En el Navarra Arena un nuevo proyecto abarca 6.564 m2 y está promovido por Atirual Inmobiliaria, del grupo Orpea, segundo mayor operador de la ue y del Estado español. En Zizur Nagusia la promoción denominada Bidealde corre a cargo de Perú Gestión sl y será gestionada por la operadora local Idea (Innovación y Desarrollo Asistencial sl), con una superficie construida de 7.392 m2 y ubicada al lado de la residencia Ramón y Cajal de Aspace. José Mari Iribarren ejercerá de director del centro sociosanitario Bidealde en Zizur Menor. Entre 2011 y 2015, Iribarren fue director de Atención al Paciente y Calidad del Servicio Navarro de Salud-Osasunbidea79.

				El grupo Idea también cuenta con centros en Barcelona, Lugo, Madrid y Salamanca y ha dividido sus actividades en distintas sociedades. Antes de ello su facturación superaba los 7,5 millones de euros. Idea está presidido por Rafael Sánchez Ostiz, exdirector técnico del grupo Amma y representante de la anea80 (la asociación patronal del sector con mayor representación en Nafarroa). Por otro lado, en la empresa matriz, Asesoría de Barreras Arquitectónicas, figuran como apoderados Isabel García Ipiens y Javier Aranguren Aramendía. La página web de Idea publicita las siguientes residencias de Nafarroa: Santa Zita en San Martín de Unx (sancionada en 2015 y 2014 con dos multas que sumaron 24.000 euros por asistencia inadecuada), José Ramón Zalduendo en Caparroso, Las Amescoas en Eulate y Francisco Joaquín Iriarte en Elizondo, estas dos últimas sancionadas en 2017 por no disponer de personal suficiente.

				En 2019, lab convocó una huelga en Santa Zita en San Martín de Unx, denunciando «la irresponsabilidad de Rafael Sánchez Ostiz como responsable de la empresa Idea –Innovación y Desarrollo Asistencial–, poniendo a cargo de la negociación a un abogado llamado Eduardo Castilla y al director de la residencia Rafael Cortijo Gorraiz quien aparece y desaparece como el Guadiana… nos ha traído a esta situación». Entre 2011 y 2015, el director de la residencia había trabajado para el Gobierno navarro como evaluador de competencias profesionales de candidatas y candidatos para trabajar en atención a las personas dependientes en instituciones.

				ela convocó una movilización en febrero de 2020 en la Residencia José Ramón Zalduendo de Caparroso «en defensa de su convenio y por unas condiciones de trabajo dignas» para «denunciar la cerrazón y la falta de respeto de la empresa Idea, gestora de la residencia, que quiere mantener unas condiciones de trabajo muy por debajo de la media del sector de residencias en la Zona Media».

				DomusVi: entre la Iglesia y la empresa

				El artículo menciona otra operación en Paúles. La promotora del proyecto es DomusVi, la mayor operadora del sector en el Estado y tercera operadora a nivel de la ue, con una superficie construida de 8.836 m2 junto a la iglesia de los Padres Paúles de La Milagrosa. Una modificación del plan municipal de Iruñea permitía desde 2018 que la congregación pudiera construir una residencia para mayores. La obra, retomada en mayo del 2020, con eh Bildu fuera de la alcaldía, corría a cargo de Ecay Construcciones con licencia del nuevo gobierno del consistorio. En Nafarroa, DomusVi ya controla una residencia en San Adrián y tres centros de atención para discapacitados en Cordovilla, Tudela y Estella.

				La «herencia» de Caja Navarra y Caja Rural

				Según el artículo que facilitó el hijo de Estíbaliz, en la Meca, el proyecto de la parcela de la Casa de Misericordia corría a cargo de Seresgerna sl, de Caja Rural, con una superficie construida de 4.673 m2. Detrás de este proyecto está Morea Inversiones, presidido por Patrick Rigault, gerente de los supermercados E. Leclerc. En este proyecto también participa la mayor fortuna de Nafarroa, el millonario del sector hotelero Antonio Catalán, amigo íntimo del expresidente navarro Miguel Sanz, involucrado en el expolio y desaparición de Caja Navarra, proyectando levantar un hotel en los terrenos de la Casa de Misericordia81.

				En Sarriguren, Valle de Egüés, el artículo cita un proyecto que cuenta con una superficie construida de 8.495 m2 en una parcela dotacional privada de la orden religiosa de las Teresianas82. El proyecto de Sarriguren surge de Amavir. Hasta ese momento, Amavir gestiona las residencias de Mutilva con 200 plazas, Argaray con 171 plazas y sancionada en 2014 con una multa de 12.000 euros por asistencia inadecuada, Oblatas con 173 plazas, Ibañeta con 50 plazas y Betelu con 45 plazas, a los que pretende sumar su sexto centro en Nafarroa con el de Sarriguren. 

				Amma, una iniciativa surgida en Nafarroa en 1997 al cobijo de la Caja de Ahorros de Navarra, en la actualidad está integrada en el grupo Amavir. En 2002, el medio inforesidencias.com publicaba que «la empresa de Caja de Navarra Amma sigue con su plan de construir 50 residencias en 5 años». Roberto Ducay, presidente de Amma hasta 2009 y exdirector general adjunto de Caja Navarra hasta 2011, se vio envuelto en 2020 en un escándalo relacionado con vejaciones a una prostituta.

				El valor de Amma afloró precisamente cuando Caja Navarra dejó de existir como entidad financiera y cuando su cartera de participadas había sido asumida por CaixaBank. La entidad catalana se había hecho cargo de Banca Cívica y había heredado Amma. En 2016, CaixaBank decidió venderla a Maisons de Famille por 220 millones de euros, una cifra similar a la valoración de la propia Caja Navarra. Amma fue entonces fusionada con Adavir, una sociedad de la que dependen unas 41 residencias en todo el Estado y que en 2018 facturó cerca de 132 millones de euros, con un beneficio de más de 8,4 millones. 

				Con 279 plazas entre La Vaguada de Iruñea y Torre Monreal de Tudela, el grupo Solera es otro de los operadores locales, propiedad de Caja Rural de Navarra. El director asistencial de Solera, Borja Macaya, ha sido director de dos grupos bodegueros83. El grupo fue sancionado en 2020 con una multa de 15.000 euros por falta de autorización y por no disponer de personal suficiente en 2018.

				Multinacionales al acecho de suelo urbanizable

				Entre los nuevos proyectos señalados en el artículo figura el que planteaba el grupo Ballesol sa (quinta mayor operadora del Estado español) en Lezkairu. Este proyecto asistencial formaba parte de un plan de expansión del grupo, con más de 60 centros en el Estado español, para implantarse en otras ciudades como Logroño y Córdoba, además de Iruñea. El proyecto venía avalado en la modificación normativa solicitada por Ballesol que fue aprobada por la gerencia de Urbanismo del Ayuntamiento de Iruñea.

				Otro de esos nuevos proyectos era el de la multinacional holandesa Ten Brinke en el solar de la Super Ser en Cordovilla. La sociedad pública Nasuvinsa pretendía vender a Ten Brinke por 11 millones de euros la parcela que tiempo atrás había codiciado Ikea. Pero en febrero del 2021, la multinacional holandesa desistió del proyecto, al que también se había presentado, por cierto, una empresa vizcaína de la familia Urrutikoetxea, un saga que fichó en su día como directivos de su red de empresas a José María Ipiña, exedil del pnv, y a Patxi Goirigolzarri, exsecretario del Euzkadi Buru Batzar. Además, la familia Urrutikoetxea llegó a ser investigada por su relación con el patrimonio del que fuera alcalde del pnv de Bakio condenado por corrupción.

				Pezqueñines: operadores locales en Nafarroa

				Fondos de capital riesgo conviven en Nafarroa con empresarios locales, pezqueñines, según se desprende del artículo encontrado por Estíbaliz. En Burlada, la residencia Landazabal es uno de los centros que responde a la figura de empresa local. Esta residencia está gestionada por Setenasa Gestión sl, una sociedad familiar propiedad de Fernando Soria Martínez, empresario vinculado al sector de la construcción. Soria fue apoderado de la empresa bilbaína Sekilur junto a Josu Jon Imaz Borde, exapoderado de Biharko y Aztertzen (como hemos visto, sociedades del sector de las residencias conectadas a varios exburukides del pnv). Sekilur gestionó una residencia en Zaragoza que ahora está en manos de Orpea. 

				Despidos, concejales de Navarra Suma y residentes atados sin prescripción

				En marzo del 2021, la empresa que gestionaba la residencia de mayores de Kaseda abandonó el centro sin abonar la nómina a las 24 trabajadoras, que estaban negociando el convenio. lab denunció que esta situación era consecuencia del modelo de gestión privada de las residencias públicas en Nafarroa. Según un artículo del diario Gara que Estíbaliz lee a los residentes amotinados, la empresa es «Centro Residencial de Cáseda sl y uno de sus responsables es Miguel Ángel Cuevas, edil de Navarra Suma en Barañain».

				Estíbaliz también les resume otro artículo de Infolibre. En 2019, el Gobierno de Navarra impuso una sanción de 72.002 euros a la residencia Beloso Alto, propiedad de imq-Igurco (cuyo director es el exburukide Isasi). El expediente se abrió tras detectarse dos infracciones: una grave, al no prestar «a los usuarios una atención especializada e integral y continua acorde a sus necesidades», y otra muy grave, «por el uso de sujeciones físicas sin prescripción facultativa84». En 2014, esta residencia ya había sido sancionada con una multa de 24.000 euros por asistencia inadecuada y en 2017 por no disponer de personal suficiente.

				

				

				

				

				

				

				

				

				

				

				

				

				

				

				

				

				

				

				

				

				

				

				
					
						75.	aeste integra a las siguientes empresas: Amavir, Asipa, Ballesol, DomusVi, Emera, Eulen, Ilunion de la once, Korian, Valdeluz, Los Nogales, Orpea y Sanitas. aeste está asociada a la Confederación Española de Organizaciones Empresariales, ceoe.

					

					
						76.	Datos del csic.

					

					
						77.	Estos son algunos de los centros publicitados por la página web de Lares Navarra: Virgen del Carmen en Sesma, Hospital Nuestra Señora de la Caridad en Tafalla, Hogar San Francisco Javier en Tafalla, San Manuel y San Severino en Tafalla, Real Casa de Misericordia en Tudela, Nuestra Señora de Gracia en Tudela, San José en Valtierra, Nuestra Señora de Gracia en Viana, Virgen del Portal en Villafranca, Aita Barandiaran en Alsasua, San José en Aoiz, Virgen de Jerusalén en Artajona, Fundación Hogar Santa Elena en Barasoain, San José en Bera, San Gregorio en Buñuel, Salus Infirmorum en Burlada, Virgen de Gracia en Carcar, Solidaridad en Castejón, San Francisco de Asís en Cintruénigo, San José en Corella, Carmen Bellido en Cortes, San Francisco Javier en Falces, San Raimundo en Fitero, San Miguel en Funes, San Francisco Javier en Fustiñana, Nuestra Señora del Pilar en Lerín, Andra Mari Zaharren Egoitza en Lesaka, Santa María en Los Arcos, San Isidro en Lumbier, Virgen del Castillo en Miranda de Arga, Betania en Muruzabal, La Milagrosa en Olite, Casa de Misericordia en Pamplona y San Miguel. D. Miguel Revuelta en Peralta.

					

					
						78.	En 2020, la Agencia Navarra de Autonomía y Desarrollo de las Personas planteaba que Iruñea y Comarca tuvieran 765 plazas más para mayores gracias a cinco nuevas residencias. Eran centros privados, aunque aspiraban a ser concertados y pretendían construirse en la zona del Navarra Arena, Zizur Nagusia, Paúles, Meca, y Sarriguren. Su apertura, prevista para antes del 2022, casi triplicaría la oferta de 512 plazas, es decir, en total serían 1.277 plazas.

					

					
						79.	En 2012, el diario Deia señaló a Gregorio Achutegui, por entonces director gerente del hospital de Cruces y ahora director gerente del Servicio Navarro de Salud-Osasunbidea, por haber «reservado una jefatura de sección a su número dos, Alberto Olaizola, en el centro sanitario vizcaino hasta que este dejara el puesto de confianza, pese a que, según gestores de la sanidad pública, la decisión está fuera del marco jurídico en vigor». Afirmaba el diario jeltzale que «en ámbitos de Osakidetza se interpreta que, con esta maniobra, Achutegui asegura al por ahora director médico de Cruces una jefatura para cuando deje su actual cargo de confianza».

					

					
						80.	anea está integrada en la red de asociaciones de la Confederación Empresarial Navarra, cen, y en el Círculo Empresarial de Atención a Personas, ceaps, el organismo estatal de la dependencia más importante de España en cuanto a plazas y representatividad. Asimismo, ceaps está asociada a la ceoe.

					

					
						81.	En 2019, anea y la Casa de Misericordia afirmaron que existían «grandes dudas e incertidumbres» en el acuerdo marco para la gestión de plazas residenciales, aprobado entonces por el Departamento de Derechos Sociales del Ejecutivo foral. Consideraban que lo hacía «poco atractivo para entidades prestadoras de servicios».

					

					
						82.	La edificación de la residencia de Sarriguren corrió a cargo de Obras Especiales.

					

					
						83.	Guillermo de Aranzabal, nacido en Iruñea e hijo de un vicepresidente de la patronal vasca confebask, que fue cofundador de la patronal alavesa sea, preside el grupo bodeguero Rioja Alta, propietario de Albertia, empresa del sector de las residencias que gestiona tres establecimientos en Gasteiz.

					

					
						84.	El uso de sujeciones sin prescripción médica fue noticia en octubre del 2021 en torno a la residencia Aita y Ama de Barakaldo, también denominada residencia Iñigo Loyola. El exadministrador de la sociedad que gestiona este centro es ahora administrador de Lopabi, empresa que gestiona la residencia concertada de Barakaldo Nuestra Señora de Leire.

					

				

			

		

	
		
			
				4. Lucha de clases: 
residentes VIP y las kellys de los cuidados

				El precio de aparcar: las residencias más caras, en Hego Euskal Herria

				«Es responsabilidad de este Departamento velar por la salud de las personas y salvaguardar el sistema sanitario de Euskadi como público, universal y de calidad»
Jon Darpón, consejero de Sanidad  del Gobierno vasco entre los años 2012 y 2019 y ahora directivo del grupo privado del sector de la salud Keralty

				Han pasado tres meses desde que los ancianos comenzaron a recabar información con la ayuda de sus cómplices. A estas alturas, tras varias noches de trabajo intensivo, son incapaces de alinearse con los horarios de la residencia. Entre las 07:30 y 09:30 tienen que despertar y pedir la ayuda de la cuidadora para su higiene y desayunar. Disponen de una hora, porque a las 10:30 comienzan las actividades del centro que ahora se realizan de manera individual debido a la pandemia. En este grado de aislamiento pasan tres horas hasta que les dan la comida. Para las 14:30 llega el turno de descanso que dura dos horas y vuelta a las actividades hasta las 19:00. Entre las 20:00 y 21:00 cenan y vuelven a sus habitaciones. Se sienten como pavos en una granja.

				El cansancio entre los residentes es notorio. No se están cumpliendo las pautas horarias para la medicación. Algunos pasan toda la mañana sin poder cambiar el pañal hasta que llega el turno de tarde. Debido a la falta de personal los residentes que no padecen incontinencia tampoco tienen posibilidades de acceder al baño con ayuda de las auxiliares cada vez que lo necesitan. 

				A la noche, los ancianos vuelven a reunirse y ya tienen claro que en Hego Euskal Herria se ha privatizado el sector de las residencias y esto ha favorecido, y ha sido favorecido por, las conexiones políticas clientelistas de operadoras locales, el efecto llamada para grandes operadoras del sector y las puertas giratorias entre lo público y lo privado, una dinámica que ha generado estragos en las arcas públicas. 

				Otro asunto destacable del desolador escenario de Hego Euskal Herria se centra en el precio de «aparcar» a los ancianos y ancianas. Entre 2008 y 2020, según varios estudios recabados, Nafarroa y la cav contaban con las residencias más caras del Estado español. En 2008, la cav tenía las residencias más caras del Estado en relación al coste de una plaza pública de un usuario no dependiente. En el caso de una cama concertada, el coste era el triple que en Aragón85. La patronal vasca de las residencias achacaba estos precios a las diferencias de salarios entre las trabajadoras de aquí y las de otras comunidades.

				En 2013, las residencias de la cav también figuraban entre las más caras del Estado español86. Tres años después, seguían a la cabeza, duplicándose la factura en solo una década. En cambio, los ratios de atención, que fijan el personal mínimo, seguían siendo los de los años 9087.

				Otro estudio del año 2017 mantiene en primera posición a la cav; Nafarroa ocupaba la tercera posición88. Ambas volvieron a ocupar el pódium en el 2020 para las plazas residenciales de financiación pública89. 

				Cláusulas abusivas

				Las residencias de la cav también han venido destacando por las cláusulas abusivas en los contratos90. Entre 2017 y 2018 se realizaron inspecciones en 16 residencias (ocho en Bizkaia, cuatro en Gipuzkoa y cuatro más en Araba) para analizar 32 contratos, dos por cada una. En tres residencias se desveló la existencia de «la exclusión o limitación de la responsabilidad del empresario en el cumplimiento del contrato, por los daños o por la muerte o por las lesiones causadas al consumidor y usuario por una acción u omisión de aquel». En nueve residencias una de las cláusulas se refería al «redondeo al alza en el tiempo consumido o en el precio de los bienes o servicios o cualquier otra estipulación que prevea el cobro por productos o servicios no efectivamente usados o consumidos de manera efectiva». Otra de las cláusulas abusivas detectadas hacía referencia a que «el precio de la estancia esté sujeto a la evolución clínica del anciano».

				Desde el año 2014 hasta 2020, en el oasis vasco se han registrado hasta 148 sanciones a diversas residencias, de ellas 116 se impusieron a residencias de Bizkaia. Es la cuarta mayor cifra de sanciones impuestas en las comunidades del Estado, por detrás de Madrid, Castilla-La Mancha y Catalunya. Seguramente tal cantidad de sanciones tenga que ver con que las multas en la cav sean las más bajas del Estado91.

				Tratos de favor y enchufados

				Patricia, la cuidadora que colabora con los amotinados ancianos, lleva varios días de baja laboral. A su vuelta, encuentra a los residentes implicados en el plan de fuga con la moral muy baja. Mientras ella estuvo ausente, los ancianos no pudieron reunirse clandestinamente al amparo de la noche. Han estado escuchando en la radio a políticos a los que se les llena la boca hablando de proteger a «nuestros mayores», a «los abuelos», una retórica paternalista y edulcorada. 

				Patricia reúne a Julián, Iñaki, Borja, Mertxe, Loli y Estíbaliz para proponerles una videoconferencia con Mayka, representante de las gerocultoras que llevan varias décadas protagonizando huelgas. Los ancianos, atraídos por el empoderamiento desarrollado por estas mujeres, acceden a mantener la entrevista. Mientras Patricia prepara la conexión en el ordenador, a los residentes les caen lágrimas de alegría por volver a encontrase y tardan unos minutos en recomponerse.

				Mayka aparece en la pantalla acompañada de Edurne, representante de una de las asociaciones de familiares de residentes creada en los últimos años. Lo primero que les trasladan Mayka y Edurne a los ancianos es la existencia de lo que ellas denominan «residentes vip». Aseguran que se dan tratos de favor a los familiares de personalidades relevantes. «Son residentes enchufados de Diputación o de la patronal». «A esa persona la tenemos que levantar y darle de comer cuando le apetezca». «Tenemos que estar con ella nada más toque al timbre». «Debemos dejar de hacer todo lo que estábamos haciendo para centrarnos en ella». «Tenemos una lista en la que se nos indica qué residentes están relacionados con Diputación o la patronal, para que lo tengamos en cuenta». «No es justo, porque los demás ancianos lo ven y son conscientes». 

				Además, tanto trabajadoras como familiares resaltan que, en ocasiones especiales, cuando se acerca a la residencia algún cargo público o cuando los residentes tienen que acudir al médico, se trata mucho mejor a los mayores. «Si se presenta algún cargo en las residencias, avisan de que va a ir Inspección y piden que esté todo ordenado y limpio». «Ese día, mandan todos los refuerzos a esa planta, viene Inspección, mira y encima felicita a la empresa». También denuncian que «Inspección de Trabajo está faltando a su deber».

				Las trabajadoras consideran que las empresas que gestionan residencias cuentan con el beneplácito de la Diputación y que se están lucrando a cuenta de dinero público. Denuncian que los «beneficios millonarios» obtenidos por las residencias en los últimos años son a costa «de dinero público, de las trabajadoras y de la calidad asistencial». 

				Mercaderes de ancianos

				«Los sindicatos tienen gran parte de la responsabilidad en el fracaso de las negociaciones por sus elevadas exigencias»
Juan Mari Aburto92,  exdiputado de Acción Social y exconsejero de Empleo y Políticas Sociales del Gobierno vasco en relación a las negociaciones por el conflicto laboral en el sector de las residencias durante el año 2010

				«La dignidad de los mayores está por encima de cualquier derecho a la huelga»
Unai Rementeria, diputado general de Bizkaia y por entonces afiliado al sindicato ela (15-ix-2016)93

				El relato de Mayka y Edurne estremece a los ancianos. Las maratonianas jornadas de huelga y movilizaciones protagonizadas por las trabajadoras de las residencias en la cav vienen de lejos. Una cuestión detectada por el Ararteko versaba ya en 2005 sobre «las condiciones salariales de los trabajadores del sector privado, que, si bien se ajustan a la normativa laboral vigente, resultan, en algunos casos, poco ajustadas al coste de la vida en la Comunidad Autónoma, en particular cuando se aplica el Convenio estatal de residencias privadas». 

				«Esta cuestión está en el origen de varios graves conflictos laborales, que han llegado a situaciones de huelga, a veces muy prolongada», señalaba el Ararteko en 2005. Cinco años después de la advertencia, en 2010, las trabajadoras de centros de la tercera edad de Bizkaia realizaron una jornada de huelga, «pese a los servicios mínimos abusivos impuestos por el Departamento de Trabajo», para denunciar que «no ha habido ningún cambio en la oferta de la patronal».

				En octubre del 2017, tras dos años seguidos de conflictos y 370 días de huelga, 6.000 trabajadoras de Bizkaia arrancaron un acuerdo a la patronal. Unas 5.000 eran gerocultoras y el resto realizaba labores de limpieza y cocina. El sindicato ela alcanzaba un acuerdo con una de las tres patronales, gesca, aunque necesitaba sumar a otra más para que el paro terminara definitivamente. Al final, las asociaciones patronales gesca, lares y elbe firmaban el pacto. Las trabajadoras recalcaron que gracias a una «una lucha social y feminista» se había logrado dignificar los trabajos de cuidados.

				Cobraban entre un 40% y un 60% menos que en los centros públicos, pero trabajaban 106 horas más al año. Desde ela se denunció también que el número de trabajadoras que establecían las ratios para las residencias privadas concertadas con la administración eran mucho menores. Según las trabajadoras, tanto la Diputación de Bizkaia como la patronal ignoraban sus reivindicaciones. Sobre los mercaderes, las trabajadoras llegaron a afirmar que «los ancianos son mercancía para las empresas y la Diputación de Bizkaia». Durante el conflicto laboral, directores de residencias habían enviado misivas a las familias planteándoles llevarse a casa a los mayores durante la huelga. 

				«Explotación laboral femenina» en beneficio de la clase empresarial en Gipuzkoa 

				«No es solo que si fueran hombres el conflicto estaría resuelto, es que nunca habría existido, la inversión privada se interesó en el sector basándose en la financiación pública y en muy bajos salarios»
Isabel Otxoa,  profesora de Derecho del Trabajo en la upv, especializada en economía de cuidados

				Tras tres años en huelga, las gerontólogas de Gipuzkoa intentaron llevar sus reivindicaciones a la alfombra roja del Zinemaldia en 2021, pero la Ertzaintza les cortó el paso. La Diputación de Gipuzkoa ya había reconocido en 2004 que la precariedad de las trabajadoras afectaba a la calidad de las residencias. La demanda de las trabajadoras era clara: un convenio que mejorase la difícil situación en la que se encontraban sumergidas94. Cuatro años más tarde, en 2008, el responsable de Negociación Colectiva de ela denunció que la institución foral dejaba en manos privadas la gestión de los servicios sociales en «beneficio de la clase empresarial».

				Advertía, asimismo, que esta tendencia «empeora el servicio de las residencias y las condiciones laborales», destacando que las consecuencias eran «la explotación laboral femenina, a través de dobles escalas salariales, largas jornadas, salarios miserables, no inclusión de la subrogación, contratos parciales abusivos y ratios del personal obsoletos». 

				En 2013, ela cifró en un 56,35% el porcentaje de trabajadores de residencias de mayores de Gipuzkoa que habían alcanzado acuerdos con sus empresas, al cumplirse la segunda semana de huelga indefinida en el sector. Esto confirmaba, según el sindicato, «la tendencia a la firma por parte de las empresas del sector, dando la espalda a adegi y a lares, que son sus representantes legales». «Su absurda posición pone a centenares de trabajadoras en peligro de perder sus derechos y condiciones laborales» y «los usuarios y sus familiares están sufriendo un secuestro legal», añadió el sindicato95. 

				Un grupo de explotadores, la asociación patronal adegi, llevó a los tribunales la intervención de la Diputación de Gipuzkoa en el conflicto de las residencias. El ministerio fiscal consideraba que la propuesta para el convenio en el sector de residencias que realizó la Diputación, gobernada por eh Bildu, no había vulnerado el derecho de adegi a la negociación colectiva. adegi consideró que la institución se había «extralimitado» en sus competencias, interfiriendo en las negociaciones entre los sindicatos y las empresas. adegi demandó a la Diputación, a los sindicatos (ela, lab, ugt y ccoo) y a la patronal lares. Esta última, tras un proceso convulso con la institución foral, acabó firmando la propuesta.

				El entonces presidente de la Asociación de Centros Gerontológicos de Gipuzkoa de adegi, Jesús Gómez Montoya, criticó la posición de la Diputación afirmando que «ha tomado partido asumiendo como propia la plataforma de los sindicatos». Llegó a afirmar que la Diputación había llamado a las empresas «una por una» y les «ha apretado a cada una donde más le duele». En ese momento 33 residencias habían firmado acuerdos con las trabajadoras en huelga, pero Jesús Gómez Montoya consideraba que el firmar independientemente «no condiciona para nada la postura de la patronal». Mientras realizaba estas declaraciones, su aliado en la nueva asociación patronal denominada garen, el exalcalde jeltzale Iñigo Lasuen, participaba en un acto del 40 aniversario del diario Deia junto a Asier Atutxa, un exburukide que, como vimos, ha tenido intereses empresariales en el sector.

				El 12 de octubre del 2019, tras más de 100 días de paros de las trabajadoras de las residencias de Gipuzkoa, el sindicato ela denunció que «la Diputación Foral de Gipuzkoa apuesta por impulsar un ámbito de negocio con nuestros mayores para empresarios afines». «Impone la precariedad, la desigualdad y la brecha salarial a las trabajadoras del sector y facilita la cartera de clientes para el negocio a las empresas amigas y, a partir de ahí, unos ratios absolutamente escasos que traen consigo una calidad asistencial escasa». Para ela, «la ecuación es muy sencilla: financiación pública (más del 90% de camas concertadas en Gipuzkoa) + condiciones de miseria para las trabajadoras del sector + ratios legales bajos (calidad asistencial muy baja) = Negocio seguro».

				En cambio, la jeltzale Maite Peña, diputada de Políticas Sociales, replicó declarando que «el modelo de atención en las residencias de Gipuzkoa no puede ponerse en solfa por la huelga». ela consideraba «indignante la subordinación de las instituciones públicas a los intereses de las empresas privadas en todas sus formas». 

				En octubre del 2020, los sindicatos lab y ela denunciaron que el Gobierno vasco vulneraba el derecho a huelga en los centros residenciales privados de Gipuzkoa. «Una vez más, lo único que colisiona con el resto de derechos de carácter fundamental de la ciudadanía, y concretamente con los derechos de las personas usuarias de los centros residenciales de la tercera edad, es el actual modelo de responsabilidad pública y gestión privada, que se fundamenta en un suculento negocio a costa de la precariedad laboral y de una mala calidad asistencial, tal y como han dejado de manifiesto las graves consecuencias de la pandemia en los centros residenciales de la tercera edad», criticaron desde lab.

				No es baladí señalar tres datos significativos de la incidencia de la pandemia en el oasis vasco:

				■	La primera sanitaria fallecida por coronavirus en el Estado español fue una empleada de Osakidetza, en concreto trabajadora del Hospital de Cruces. 

				■	El primer trabajador del sector de las residencias del Estado que falleció por coronavirus era empleado de un centro ubicado en Gasteiz. 

				■	La primera residencia del Estado que entró en cuarentena fue Sanitas de Gasteiz.

				Araba: trabajadoras en lucha por un convenio, patronal en busca de financiación pública

				«La Diputación de Araba lleva 22 años sin crear plazas públicas en residencias»
Pentsionistak Araban (13-viii-2020)

				En el caso de Araba el conflicto laboral también viene de lejos y ha generado largas huelgas en las últimas tres décadas. En 2004, las trabajadoras de varias residencias (Pablo Neruda y Bizia, entre otras) estuvieron ocho meses en huelga. En 2010, tras casi tres años de huelga, se alcanzó un acuerdo en la referencial residencia alavesa de Ariznabarra. 

				Nueve años más tarde, los sindicatos con representación en las residencias privadas de Araba instaban a la Diputación a agilizar el decreto de residencias que llevaba dos años paralizado. Para ello se reunieron con el director del Instituto Foral de Bienestar Social, José Luis Alonso, exdelegado en Araba de Mainatzen sl, como vimos, empresa del sector de las residencias vinculada a la carrera empresarial del exburukide Eusebio Larrazabal, exasesor de Acción Social en la Diputación de Bizkaia.

				En febrero del 2021, tras dos años buscando un «convenio digno», las trabajadoras de las residencias de Araba volvían a la huelga, convocada por los sindicatos ela, lab, esk, ccoo y ugt. En enero, durante la reunión para negociar con la patronal, «no acudieron todas las residencias convocadas y las que acudieron, lejos de mostrar interés por formar una patronal e iniciar la negociación, criticaron a la Diputación por no financiar a las residencias privadas», denunciaron las trabajadoras cuando la patronal dio una paso atrás. «Dinero, dinero, mi dinero» parecía ser el lema de los Don Cangrejo de las residencias alavesas.

				Nafarroa: precarización y privatización van de la mano

				La gerontóloga y la representante de la asociación de familiares de residentes advierten a los ancianos amotinados que las denuncias sindicales en torno a la privatización del sector se repiten en Nafarroa. A estas alturas, más que de la privatización, deberíamos estar tratando de la prevaricación, opinan Mayka y Edurne. Es decir, sobre «faltar conscientemente a los deberes» «al tomar una decisión injusta», «con plena conciencia de su injusticia».

				Durante el 2010, la plantilla de varias residencias que el grupo Amma tenía en la Comunidad foral llevaba varios meses realizando concentraciones. El personal manifestaba su disconformidad con su situación laboral y el bloqueo, por parte de la empresa, de la negociación de un nuevo convenio colectivo que mejorase sus condiciones laborales. En enero de 2011, después de once meses de conversaciones, las empleadas de Amma denunciaron que la segunda propuesta de la empresa empeoraba incluso las condiciones de aquel momento. 

				En 2012, lab instó al Gobierno de Navarra a dar «un cambio de rumbo en el camino emprendido en el desmantelamiento de servicios públicos». Para el sindicato, «dejar en manos privadas servicios que son fundamentales para la sociedad navarra solo trae la destrucción, precarización y empeoramiento de las condiciones laborales de las personas que trabajan en el sector». 

				lab puso en marcha la campaña «1+Publikoa», denunciando los bajos ratios de personal en las residencias navarras en 201496. Un año más tarde, ela interpuso una demanda en los juzgados de Iruñea contra la empresa Amma por despedir a dos trabajadoras y abrir nueve expedientes contra otras compañeras de la residencia Argaray.

				En la actualidad, lab reivindica la creación de un convenio para las residencias de mayores de Nafarroa para «dignificar las condiciones laborales» del sector y una ley de ratios «que permita un servicio de calidad». Este sindicato asegura que «nuestras personas mayores, los residentes, han muerto de manera masiva en las residencias» y «detrás de estas muertes no solo está el coronavirus» sino «la avaricia de algunos que pretenden hacer negocio con la salud y con los cuidados de nuestras personas mayores».

				Por su parte, ela también denuncia recortes de recursos y derechos en las residencias privadas de Nafarroa: «Las administraciones derivan los cuidados a empresas privadas y fondos buitre que piensan en la plusvalía, la optimización, la eficiencia y el ahorro». El sindicato exige «que las manos privadas salgan del sistema de los cuidados», un sistema «financiado con fondos públicos». También reivindica que se hagan públicas las residencias de mayores de Hego Euskal Herria. 

				Además, ela convocó en febrero de 2021 una segunda jornada de huelga, a la que estaban llamadas unas 5.000 personas que trabajan en los cuidados en favor de la publificación de los mismos y por el primer convenio de residencias a nivel de Nafarroa. Por esas fechas, en la misma línea, lab lanzaba una campaña para lograr un convenio navarro, tras la consecución del primer convenio de intervención social, ámbito hasta ahora regulado por la norma estatal. Según lab, el sector de las residencias de mayores está «totalmente feminizado, cuya situación es extremadamente grave como consecuencia de la privatización, la precarización y la falta de medios». Avanzó que iba a contactar con otros sindicatos, personas usuarias y familiares de residentes.

				Un nuevo frente de lucha: asociaciones de familiares y pensionistas contra la hegemonía privada

				

				«Se han diseñado residencias como si se tratara de edificios híbridos entre hoteles y hospitales, entre cuarteles y guarderías, espacios muy alejados de lo que todos entendemos como un hogar»
Helduak Adi!

				«Las residencias no son como aparcamientos de coches»97
Asociaciones de familiares de residentes Babestu Araba, Babestu Bizkaia y Gipuzkoako Senideak

				«Nos sorprende lo que dice el Ararteko sobre residencias»
Beatriz Artolazabal, consejera de Empleo y Políticas Sociales del Gobierno vasco (27-iv-2020)

				Mayka y Edurne se dan cuenta de la indignación y el enfado que genera su relato, plasmado en el lenguaje corporal de los residentes. El tema apesta fuerte. Les dan un tiempo para digerir la información y tratan de positivizar su mensaje hablando sobre las dinámicas de las asociaciones de familiares de residentes, asociaciones de personas mayores y movimiento de pensionistas. Los ancianos amotinados van a descubrir que las gerocultoras no están solas en su lucha. Es más, las cuidadoras están acompañadas de personas mayores bien organizadas y familiares de usuarios de residencias que han constituido varias asociaciones. Las personas mayores y las familias de los residentes han llevado sus reivindicaciones y denuncias al Parlamento vasco, al Ararteko y a Fiscalía, pero pnv y pse han vetado su solicitud de comparecencia en las Juntas Generales de Gipuzkoa.

				La asociación Helduak Adi! remitió al Parlamento vasco un documento señalando que «muchas de las residencias privadas no surgen con otro objetivo que no sea el de ganar dinero y lucrarse a costa de abrir unos servicios para las personas mayores». Esta asociación advierte que «la pandemia ha sido un amplificador del problema de las residencias, asociado a su privatización, que podíamos calificar de desastre». «La salud y el bienestar de las personas mayores no puede ser un producto de mercado», añadía. Para esta entidad, «dejar la dirección o gerencia de centros residenciales y centros de servicios en manos de empresas con ánimo de lucro no es cuando menos recomendable». 

				Por otro lado, el Movimiento de Pensionistas mantuvo una reunión con el Ararteko para remitirle «posibles conculcaciones de los derechos» de las personas mayores y las trabajadoras en las residencias. Le solicitaron la apertura de una investigación sobre la gestión realizada en las residencias vascas durante la pandemia, un «diagnóstico de la políticas públicas» y le instaron a pedir «explicaciones a las autoridades competentes».

				En su escrito, los yayoflautas incluyen declaraciones de cargos públicos y sindicatos, informaciones de los medios de comunicación, pronunciamientos judiciales y actuaciones de la Fiscalía de Araba y del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, entre otros, para denunciar situaciones que consideran han causado desamparo a las personas mayores y al personal sociosanitario. El escrito recoge por territorios «el incumplimiento en los ratios de personal», «la falta de información» a los familiares, «las carencias» detectadas ante la escasez de equipos de protección individual (mascarillas, guantes y geles), la no realización de test pcr y el déficit de respiradores en los centros residenciales, entre otras cuestiones. En su misiva exponen casos «lamentables» producidos en residencias concretas, la mayoría de ellas privadas, así como la falta de «condiciones de trabajo dignas» que han padecido las trabajadoras que han arriesgado su vida «sin el material adecuado» para hacer frente a la pandemia.

				El Ararteko llegó a afirmar que «nos han llegado muchas quejas […], debemos repensar el modelo de residencias de mayores porque en algunas el lucro es importante». En cambio, la entonces consejera de Salud, Nekane Murga, afirmó que «no hemos detectado ninguna negligencia». Maite Peña, diputada de Políticas Sociales en Gipuzkoa, replicó al Ararteko subrayando que «las residencias en Gipuzkoa no se rigen por criterios económicos».

				En abril del 2021, la asociación de familiares de usuarios de residencias Gipuzkoako Senideak convocó una protesta para exigir a la Diputación su intervención en el conflicto laboral que repercute en el cuidado y la atención de las personas mayores y dependientes. Tras 248 días de huelga, Senideak lo describe como el «conflicto laboral más largo de la historia» de Gipuzkoa, los familiares pedían volver a salir a la calle con el objetivo de que los profesionales del sector renueven el convenio98.

				Familiares de usuarias y usuarios de las residencias de Bizkaia y Araba forman parte de la asociación Babestu, cuyo principal objetivo consiste en mejorar el trato que reciben los mayores. Están del lado de las trabajadoras, apoyando todas sus reivindicaciones. Solicitan retirar el secreto profesional: «Las trabajadoras no pueden contar todo lo que ven. Exigimos que se quite esa cláusula de confidencialidad para que puedan decir lo que sucede y el nombre de la persona. Esos incidentes serían objeto de demanda judicial, pero al no tener quién nos preste su apoyo testificando no podemos demandarlo». Relatar todo lo que sucede en las residencias supone la pérdida del puesto de trabajo «y van al juzgado de cabeza. Quizá no vuelvan a trabajar nunca en una residencia. Si una residencia funcionase bien, no tendría que haber esa cerrazón».

				Según Babestu, la administración pública «está ausente en el control del modelo de gestión, oscuro e ineficaz», «el conflicto colectivo actual en las residencias concertadas, más allá de las condiciones laborales precarias que afecta en su mayoría a mujeres trabajadoras, es consecuencia de una organización ineficiente y obsoleta, donde hasta ahora la administración foral solo ha intervenido para reforzar a las empresas afines»99.

				En enero del 2021, Babestu Araba publicó una carta en la que denunciaba que varias residencias «instauran el miedo entre los familiares, que temen que se tomen represalias para con los suyos», exigiendo «una intervención inmediata, con luz y taquígrafos, en centros privados, concertados y públicos, donde se recoja la realidad que se vive día a día», y denunciando que «Diputación hace inspecciones concertadas, recogiendo la información que las direcciones le dan, no contando con los familiares en ningún momento, es más, ocultan las inspecciones y las actas de las mismas, porque saben que tenemos muchos datos para aportar». Advertía que «la información a las familias del desarrollo del día a día, actividades, de los cuidados personalizados, de tratamientos médicos, en la mayoría de los centros brillan por su ausencia» y «los familiares no tenemos canales de comunicación con las direcciones de los centros, más bien tenemos trabas, […] tanto el Gobierno vasco, como el navarro, así como las diferentes diputaciones, han ninguneado a familiares y mayores, dando por buenos unos cuidados que sabían y saben que no eran tales».

				Zainduz-Cuidando: movilización en Nafarroa

				Mayka y Edurne señalan a los ancianos que familiares usuarios de residencias de Nafarroa y familiares de residentes fallecidos durante la pandemia han constituido una asociación, con el nombre de Zainduz-Cuidando, ante la «insostenible» situación de estos centros y la «opacidad en la información». A los amotinados les viene la imagen del anciano Clint Eastwood preguntando «¿quién es el dueño de esta pocilga?» en la película Sin perdón. 

				Los representantes de Zainduz-Cuidando denuncian que «los recortes en los presupuestos, la privatización de los servicios, la falta de personal, la precariedad de las condiciones de trabajo y el abandono de las tareas de inspección por parte de las instituciones han deteriorado la calidad».

				Asimismo, representantes de los colectivos de mayores navarros como Amona, Oneka, Pentsionistak Martxan y Sasoia han mostrado en el Parlamento navarro su «malestar» por la falta de información durante la pandemia y pidieron «una nueva orientación» de las residencias: «Servicios sociales públicos y universales. La salud no es un negocio», coreaban en una de sus movilizaciones. Además, denuncian que «no existe un análisis de lo que está sucediendo en el interior», cuántos casos de coronavirus se han dado en residencias públicas y cuántos en privadas, o qué ratios de personal había al inicio de la pandemia100.

				Las kellys: 
las residencias desde una perspectiva feminista y de clase

				«Los negocios de la familia Atutxa se diversifican entre la construcción, la arquitectura, la ingeniería y la gestión de residencias» 
Jóvenes Burukides Bizkainos (Txalaparta, 2013)101

				Tras la conversación con las representantes de cuidadoras y familiares de residentes, Mertxe, Loli y Estíbaliz animan a Julián, Iñaki y Borja a continuar con el plan. Las tres mujeres del grupo han recibido un chute de empoderamiento inyectado por las gerocultoras en huelga y pasan a liderar el plan de fuga de los residentes amotinados. La hija de Loli y el hijo de Estíbaliz proyectan ya crear una asociación de familiares de residentes y aplauden la vehemencia con la que sus amatxus defienden la viabilidad del proyecto de residencia autogestionada.

				Debido a su trayectoria de militante feminista, Estíbaliz aporta al resto del grupo de ancianos amotinados un artículo de la revista Píkara. Este medio publicó en 2017 un artículo titulado «Obreras del cariño, las kellys de los cuidados», firmado por Itziar Pequeño y Teresa Villaverde102. Por entonces, «las gerocultoras de las residencias de mayores de Bizkaia, con más de 10.000 personas usuarias y cuya gestión ha sido privatizada por Diputación», llevaban un año en huelga. Denunciaban «un doble abuso: la precariedad laboral y el mal cuidado a las personas dependientes»103.

				Las autoras del reportaje recuerdan que «suelen trabajar en turnos de 7 horas y media, mañana, tarde o noche, siete días seguidos, librando dos y con un domingo libre al mes». Así que «conciliar o compaginar con otro empleo es imposible». Según apuntan, su salario es de 1.158,34 euros. Lo que quiere decir que cobran hasta un 60% menos que en las residencias de titularidad pública y que ganan, de media, 800 euros menos que los gerentes y directores de las privadas.

				«El ratio por ley es de 29 trabajadoras por cada 100 personas usuarias, pero incluye a personal de recepción o jardinería, ¿por qué meten en atención directa a todos y, cuando hablan de los servicios mínimos en la huelga, solo a gerocultoras y celadoras de noche?», pregunta Soraya García, gerocultora del sindicato ela. «Necesitamos más personal para que puedan hacer bien su trabajo y también la parte humana», comenta Juani Céspedes, de Babestu.

				Las autoras del reportaje apuntan que «los usuarios cofinancian su plaza con hasta un 80% de su pensión, pero hay servicios que se pagan aparte». Carlos Ruiz, de la plataforma por los derechos sociales Pentsionistak Martxan, señala que «la mayoría de las residentes son mujeres –el 85%–, viven más pero, ¿con qué calidad de vida?», «sus pensiones son bajas y no pueden pagar los analgésicos que necesitan». 

				Las autoras pasan a radiografiar «el gran negocio»: ninguna residencia privatizada ha dado pérdidas en 2015, de hecho, la rentabilidad en algunas supera el 15%. Asimismo, ofrecen una lista de personas con responsabilidades políticas e institucionales que mantienen conexiones con empresas privadas: el diputado de Hacienda vizcaino José María Iruarrizaga, el director de Promoción de Autonomía Personal en Acción Social de Diputación Sergio Murillo, el empresario Juan Carlos del Campo Bidaurrazaga104, la familia de promotores inmobiliarios Gorostiza Ezquerra y los hijos del exconsejero del Interior Juan María Atutxa, Iskander Atutxa y el exburukide Asier Atutxa. 

				Sobre el diputado general de Bizkaia, Unai Rementeria, las periodistas de Píkara señalan que «advirtió de que la dignidad de los mayores está por encima de cualquier huelga, pero olvidó que debía haberse garantizado antes de precarizarse hasta el extremo, justo lo que reivindican las huelguistas». Para Itziar Pequeño y Teresa Villaverde, «la guinda» fue un artículo de Rementeria, publicado en El Correo con el título «Mi versión», «en el que definía el conflicto como un negocio del sindicato, utilizando el “miedo” de las mujeres a un “mercado laboral inestable”». La mesa de negociaciones con la patronal «también desprende machismo, cuentan que un miembro de la patronal llegó a afirmar: esto lo vais a conseguir por mis cojones, agarrándose los genitales». «El de Igurco les dijo que su sueldo era complemento al de sus maridos».

				Hay, pues, un antes y un después de la huelga. Las trabajadoras «han tomado su sitio en casa y han dicho a su familia: “Tenéis que colaborar porque ahora voy a estar en la calle, luchando por mis derechos”»105. Las «obreras del cariño son un ejemplo de lucha frente a un modelo de bienestar y unas políticas públicas que perjudican sistemáticamente a las mujeres y a la sociedad». Añaden que «la externalización de los servicios prima los beneficios entre unos pocos a costa de las trabajadoras», «el precio que paga Diputación por residente al día ha subido un 11% desde 2009, mientras que los salarios de las gerocultoras han caído un 0,26%».

				La feminización de la pobreza y la precaridad tiene un exponente claro en este sector. Otro dato significativo: la brecha salarial. Los salarios de las empleadas de subcontratas de las residencias son un 30% más bajos que los sueldos de los empleados de las subcontratas de limpieza viaria, un sector netamente masculinizado.

				
					
						85.	Datos del Imserso del año 2008.

					

					
						86.	Información extraída de un estudio realizado en 2013 por especialistas de Osakidetza, del Departamento de Salud y de la upv.

					

					
						87.	Datos de un informe del Centro de Documentación y Estudios de Euskadi elaborado en 2016.

					

					
						88.	Ranking elaborado por la consultora pwc en el año 2017.

					

					
						89.	Información recabada de un estudio de la Asociación de Directoras y Gerentes de Servicios Sociales publicado en 2021.

					

					
						90.	Datos de un estudio de Kontsumobide.

					

					
						91.	En este enlace de El País se pueden consultar las sanciones impuestas a distintas residencias de la cav y Nafarroa entre los años 2014 y 2020: https://elpais.com/sociedad/2021-07-04/buscador-las-1100-residencias-para-mayores-sancionadas-en-espana-comunidad-por-comunidad.html

					

					
						92.	En 2011, la Diputación de Bizkaia era partidaria de impulsar la concertación de plazas en centros privados en los próximos años. Apostaba por «limitar» al menos hasta 2013 el futuro la construcción de nuevas residencias forales para «impulsar» la concertación de plazas en centros privados. Así lo dejó caer el máximo responsable del Departamento de Acción Social, Juan Mari Aburto. Subrayó que el nuevo modelo de concertación permitía incluir a un mayor número de centros privados en el modelo foral. Juan Mari Aburto defendió el modelo de gestión de las residencias que construía frente a las críticas de ela, sindicato que le acusó de hacer «dejación de su responsabilidad al entregarlas a manos privadas». Aburto replicó que «en todas las administraciones se aplica la gestión privada de servicios públicos, no se trata de ser de izquierdas ni de derechas». El responsable foral aseguró que la política que se había puesto en práctica en Bizkaia no era «diferente a la de Araba, Gipuzkoa o el resto de comunidades autónomas o países, sean del signo político que sean». A su juicio, pedir que todos los trabajadores fueran empleados públicos «está fuera de la realidad, lo importante es que el sistema siga siendo económicamente sostenible para no desatender el servicio». En 2007, las tasas de cobertura en Bizkaia estaban por debajo de las exigencias europeas. Un estudio publicado en 2005 situaba a las residencias vizcaínas a la cola del Estado español en atención geriátrica.

					

					
						93.	«Nos ha dicho [Unai] Rementería [diputado general de Bizkaia] que éramos marionetas del sindicato, vamos, algo así como que teníamos coeficiente intelectual plano. Que no sabíamos organizarnos y simplemente éramos las cabezas visibles de un conflicto decidido por ela, porque siempre tiene que tener un conflicto grande en la calle. Ese fue el primer insulto» (Ainhoa Pérez, afiliada del sindicato ela. En octubre del 2019, Unai Rementeria anunció que se daba de baja en ela).

					

					
						94.	Por entonces, trabajadoras subcontratadas en la residencia Egogain de Eibar tenían convenios con «sueldos inferiores» en Cobra y Eulen, empresas en las que hizo carrera empresarial el exdelegado del Gobierno español en la cav Jaime Mayor Oreja. La citada residencia fue sancionada en 2019 por no disponer de personal suficiente.

					

					
						95.	El sindicato también se refirió al caso concreto de la residencia municipal San Juan de Zumaia, en la que «desde hace más de diez días el alcalde facilitó un acuerdo para las trabajadoras y trabajadores de la residencia municipal de Zumaia, pero la empresa que gestiona dicho centro, Auzo Lagun, del grupo Mondragon, se ha negado en redondo a firmar el preacuerdo alegando que ellos no tienen costumbre de firmar convenios de empresa».

					

					
						96.	«La política del Gobierno de Navarra se ha basado en el ahogo financiero de las residencias municipales, en la no creación de una red de residencias públicas, en dejar en mano de empresas privadas la atención residencial de las personas mayores. Y además lo ha hecho con connivencia, y mirando a otro lado cuando los derechos y la dignidad en la atención de las personas mayores están siendo conculcados una y otra vez» (lab, 19-vi-2014).

					

					
						97.	A mediados de la década de los 80 comenzó a incorporarse el servicio de organización del tráfico y aparcamiento (ota) en capitales como Gasteiz, Bilbao y Donostia. Este servicio estaba en manos de la administración, pero tras un proceso de privatización pasó a ser un lucrativo negocio para grandes empresas creadas por personas vinculadas al pnv. Gertek es una gran concesionaria de la ota que fue constituida con la ayuda de Guillermo Ibarrondo (abogado de confianza del pnv) y Xabier Aguiriano, hombre fuerte del partido en Gipuzkoa. Según Infoempresa, el historial de Gertek cuenta con entre 50 y 249 empleados y una facturación anual de entre 10 y 50 millones de euros. Jokin Aldalur es apoderado desde 2017 y ha venido participando en varias empresas del sector de las residencias (Babesten, Aztertzen, Mainatzen, Biharko, Katillotxu y Egoitz Alai) creadas y dirigidas por exburukides del pnv y excargos públicos del partido. Aguiriano, exrepresentante del pnv por Gipuzkoa en la Asamblea Nacional del pnv, llegó a presidir Gertek hasta 2013 y también ha venido participando en varias empresas del sector de las residencias (Babesten, Aztertzen, Mainatzen y Biharko). Los contratos públicos de Gertek no han estado exentos de polémica con recorrido judicial. Los trabajadores de Gertek han protagonizado varias huelgas ante la imposibilidad de llegar a un acuerdo en torno al convenio y las personas usuarias vienen mostrando públicamente sus quejas por «desajustes» en el servicio. La izquierda abertzale llegó a pedir la exclusión de Gertek por no cumplir los pliegos de los contratos e incluso propuso un análisis sobre sus adjudicaciones al Tribunal Vasco de Cuentas Públicas El pp llegará a definir a Gertek como un «pelotazo vasco» promovido por «el entorno de Arzalluz».

					

					
						98.	Gipuzkoako Senideak ha denunciado que «la calidad de los servicios es cada vez más deficiente» y censuran los «recortes presupuestarios, la privatización de los servicios, la falta de personal y la precariedad de las condiciones laborales». Además, afirma que «los políticos que hablan de salvaguardar la salud parece que se nos están riendo a la cara».

					

					
						99.	La asociación de familiares residentes Babestu Bizkaia señalaba en 2017 que «desde el pasado 25 de diciembre del 2016, según la ley 12/2008 de 5 de diciembre, los servicios sociales son para la ciudadanía vasca un derecho universal y subjetivo», «esto significa que todos los ciudadanos tienen la potestad de exigirlos en su relación con los poderes públicos». La asociación denunciaba la «gran apuesta» de la administración vasca «por un modelo estructural de residencias hegemónicamente privado que deja ese derecho universal y subjetivo de la ciudadanía vasca al albur de empresas cuyo objetivo es la obtención del máximo beneficio posible». «Alguien ha olvidado que las necesidades de asistencia y atención social solo pueden afrontarse a través de una organización que esté basada, precisamente, en las necesidades, no en los beneficios», añadía. Para Babestu «resulta muy llamativo que la impostura de las empresas privadas y el ente foral sea la misma: un magnífico servicio asistencial donde el único asunto problemático presenta una base laboral». En opinión de las familias de los residentes de Bizkaia, «aquellas que estamos en “primera línea”, sabemos que, pese a los servicios máximos, durante las huelgas de una negociación colectiva inexistente la atención ha sido similar, pésima». Añade que «los ciudadanos/clientes y la Diputación han seguido pagando lo mismo a las sociedades limitadas, con los impuestos de todos los vizcaínos y el esfuerzo económico inmenso de las familias y casi ni hemos notado diferencia alguna en el servicio asistencial antes o después de las huelgas, las empresas, sin embargo, seguro que han aumentado sus beneficios por el mismo servicio deficiente».

					

					
						100.	«No se nos puede olvidar aquella fatídica rueda de prensa que, en comandita Gobierno y empresas de las residencias, hicieron en pleno fulgor de la pandemia. Ni un atisbo de autocrítica, puro autobombo o mejor dicho mutuo bombo entre Gobierno y empresas, eludiendo toda responsabilidad sobre lo acontecido» (Mariví Erdozain Garde y Patxi Erdozain Beroiz, miembros de Sasoia, 1-xi-2020).

					

					
						101.	Para profundizar sobre los intereses cruzados entre los sectores de la construcción y de las residencias pueden consultar el anexo 1.

					

					
						102.	Último informe de Eustat, en 2018, sobre personal ocupado en las residencias de los servicios sociales de la cav, por tipo de población, cualificación, territorio histórico, titularidad y sexo. El total del personal empleadas en servicios sociales asciende a 14.645, de las que 12.285 eran mujeres. En el sector de los mayores había un total de 10.828 personas empleadas, 9.344 eran mujeres. De ellas, 2.031 estaban empleadas en el sector público, mientras que 7.313 trabajaban en el privado.

					

					
						103.	«Somos psicólogas, enfermeras, fisioterapeutas». «Miramos si tienen fiebre o heridas, somos las que estamos con ellos». «Te llaman y tienes que decir, espera, ahora voy, no puedo. Sin hacer descansos». «En mi residencia hay 150 abuelos y tres auxiliares de noche para seis plantas». «Acabo con moratones de lo rápido que voy, pegándome con todo». «He llegado a dar de comer a tres a la vez». «Siempre piensas si mañana te dará tiempo a hacerlo mejor. Eso no te deja dormir». «Sufrimos estrés, he visto a compañeras llorar por lo que nos exigen. Sabes que no están bien atendidos. No es tu culpa, pero eres la que está ahí».

					

					
						104.	Juan Carlos Campo preside una de las patronales más importantes del sector de las residencias, gesca, como representante de Urgatzi, Babesten y Vitalitas. Además, viene ostentando diversos cargos en otras empresas del sector como Aztertzen, Mainatzen, Egoitz Alai y Katillotxu. El hermano de Juan Carlos del Campo, Ricardo, comenzó su andadura empresarial en el sector de las residencias durante la década de los 80, a través de Grupo Vasco Navarro gyr 90 y sgi Residencias, aunque ambos proyectos terminaron quebrando. Uno de los administradores de estas sociedades fue director de un grupo del sector, Amma. Otro de los administradores tenía participaciones en un grupo de residencias que ha sido adquirido por el fondo francés Orpea. Un tercer administrador había sido apoderado de la productora vasca k 2000.

					

					
						105.	«Ellas, lejos de amedrentarse, han abrazado el sindicalismo y la lucha colectiva». «Al tiempo que mantienen su duro y poco reconocido trabajo, cogen el megáfono y salen a la calle haciendo malabares para conciliar. Un sacrificio personal y económico de un año en huelga». «Les han dejado de temblar las piernas cuando la dirección les llama al despacho». «El empoderamiento que han experimentado va más allá de los logros conseguidos; emocionarse en una sentada de 400 mujeres y decir: “Es que me siento tan fuerte entre todas”».

					

				

			

		

	
		
			
				5. La pandemia de las residencias

				Víctimas con un año de vida

				Un trabajo del instituto vasco de criminología publicado en 2005 recoge una breve reflexión sobre el maltrato de personas mayores en el medio institucional. Espacio en el que se dan con cierta frecuencia formas leves de maltrato en forma de infantilización del mayor, problemas para preservar su intimidad o actitudes que no resultan respetuosas con la autonomía de las personas.

				En este marco «se hace imperativo comentar las enormes dificultades que representa la relación individuo-institución: los centros requieren fijar elementos de estructuración (horarios, espacios, estrategias de seguridad) comunes a personas de muy diferente condición y capacidad, así como aspectos de organización de trabajo que optimicen los recursos humanos y materiales». Esta realidad «puede entrar fácilmente en conflicto con el deseo de los mayores de disponer de tiempo, intimidad, libertad para organizarse por sí mismos o para conducirse en la medida de sus posibilidades». 

				Este choque «entre la libertad individual –base y esencia de la autorrealización– y las necesidades colectivas, que permiten que funcione la institución, no resulta fácil de atenuar, y puede ser vivido por la persona mayor como un maltrato». En el caso del maltrato institucional, «se añade la dificultad para determinar el nivel de cuidados mínimo que se considera indicado y justo en personas mayores que se encuentran en residencias o centros, así como el método para individualizar esas necesidades, sin que se produzca discriminación».

				El maltrato institucional «ha sido menos estudiado, excepto en Inglaterra, y se ha llegado quizá a infravalorar su importancia». Si el maltrato familiar es un fenómeno poco conocido en nuestro país, el maltrato institucional que tiene lugar en centros, residencias e instituciones para personas mayores «es un hecho que prácticamente solo se ha tratado en la prensa, y ello de forma sensacionalista y poco rigurosa». Pero existir «existe, lo que ocurre es que resulta invisible». 

				Desde una perspectiva feminista, se entiende que «la invisibilidad social del abuso institucional es debida a que es un mundo predominantemente femenino, tanto el personal como los clientes son esencialmente mujeres». El trabajo que realizan las trabajadoras en las residencias está «devaluado socialmente, en muchas ocasiones se piensa que esas trabajadoras no necesitan una formación específica, y además es un trabajo mal pagado». Estas condiciones «pueden conducir al abuso económico de los residentes», las trabajadoras suelen ser «contratadas en determinadas condiciones, por necesidades económicas de la institución, quedando como prioridad residual el interés en la calidad del cuidado».

				Al contrario de lo que se intenta dar a entender, que los malos tratos en las instituciones son acciones individuales, «el abuso institucional es el más frecuente, entendiéndose que el propio entorno institucional con sus prácticas y normas es abusivo en sí mismo». Con este comportamiento se produce «un acto violento que es el ejercicio de la violencia ideológica, del poder del discurso que legitima la violencia, estigmatiza a las víctimas y trata a las personas no como dueños de sus propios actos, sino como materia para (“nuestra”) política social». Son varias las formas de abuso, aparte del maltrato físico, como «la sobremedicación y la sedación sobre todo en casos de demencia». Respecto a las inspecciones, «cuando existen», advierte que «no suelen ser efectivas».

				El trabajo señala que, según las estadísticas sanitarias, «el 30% de los que entran en residencias de ancianos mueren durante el año». También repasa los tipos de negligencia que se producen en el medio institucional y victimizan a las personas mayores, desde la negligencia activa hasta la negligencia pasiva.

				La activa consiste «en abstenerse intencionadamente de actuar, en no responder, a sabiendas, a las necesidades del mayor, a pesar de que se conocen esas necesidades, o en desconsiderarlo como persona humana: acompañamiento insuficiente o ineficaz en cuanto a las necesidades de la vida cotidiana (ayuda para moverse: levantarse, acostarse, desplazarse, vestirse, comer); privación de alimentos, de bebida y, más generalmente, privación abusiva de bienes materiales (ropa, televisión, libros o revistas, calefacción insuficiente); privación de toda vida sensitiva, afectiva y social a través del confinamiento de la persona mayor (prohibición de salir, de reunirse con la familia o conocidos).

				La pasiva, por su parte, deriva de «la falta de sensibilización y de comprensión del mayor; el sujeto activo se abstiene de actuar por simple ignorancia de las necesidades cotidianas del mayor: aseo irregularmente efectuado o chapucero, persona desorientada que es dejada sola, olvidos diversos (de cambiarle, de las barreras, falta de limpieza del lugar de residencia), mezcla de comida, atiborramiento, falta de estimulación, espacios exiguos de habitación, instalaciones...

				El tamaño sí importa

				Según una auditoría encargada por el Gobierno de Navarra, a finales de septiembre del 2020 la incidencia del coronavirus en Navarra fue mayor en las residencias de mayor tamaño, ya que recibieron más visitas y estaban ubicadas en zonas con alta prevalencia. Esto último, unido al tamaño del centro y las visitas previas al estado de alarma son los principales factores explicativos de la incidencia de Covid-19 en los centros residenciales sociosanitarios de Navarra. La auditoría señalaba que los centros de más de 100 residentes tienen cinco veces más probabilidades de ser más altamente afectados. 

				El informe también destaca factores de protección como la gestión de los recursos humanos y la ratio de empleados en las residencias. Las residencias públicas en general habían tenido un menor impacto de Covid-19: el 36% de ellas tuvo algún contagio, frente al 44% de las privadas con lucro y el 50% de las sin lucro. «Si comparamos los resultados de cada una de ellas respecto a los del total de centros, las residencias públicas han tenido menos fallecidos y tasas altas de contagios (36% y 32% de las residencias, respectivamente), esto no sucede en el caso de los centros privados, que muestran un mayor impacto de ambos indicadores tanto en el caso de los centros sin ánimo de lucro (50% de residencias con fallecidos y 32,4% con contagios por encima del 25%) como con ánimo de lucro (44,4% y 33,3%, respectivamente)». La auditoría reconoce una de sus limitaciones: «No se cuenta con información sobre la evolución de la mortalidad en los centros residenciales privados». 

				Un modelo que mata más

				Un informe solicitado por el Ministerio de Ciencia e Innovación al gtm (Grupo de Trabajo Multidisciplinar) apunta como una de las causas de «una mayor mortalidad en las residencias de personas mayores» al «modelo mercantil, por el cual el sector de las residencias ha atraído, en los últimos años, un modelo de negocio con importantes beneficios para empresas privadas, sin que el control y la regulación pública haya exigido, de forma estricta y rigurosa, un control de calidad exhaustivo». 

				El Movemento Galego pola Defensa das Pensións Públicas (Modepen) y el colectivo de Traballadoras das Residencias Galegas (trega) afirman que «el riesgo» tanto de contagiarse de coronavirus como de morir por la enfermedad «es mucho más elevado» en las residencias de ancianos de gestión privada, de acuerdo con sus cifras. 

				En septiembre del 2020, la Plataforma por la Dignidad de las Personas Mayores en residencias (Pladigmare) aseguró que durante ese periodo de la pandemia las residencias privadas habían registrado, porcentualmente, una mayor mortalidad de usuarios respecto a las públicas y concertadas.

				En Canadá han llevado a cabo un estudio para analizar si la titularidad (mercantil o pública) de los centros tenía un impacto en la aparición de brotes y en su extensión. El estudio, en el que se incluyeron los 623 centros residenciales de la provincia de Ontario, encontró que la titularidad mercantil de los centros influía en el riesgo de extensión de de los brotes (mayor tasa de contagios) y en el número de fallecimientos de personas residentes (tasa de letalidad). Al comparar la tasa de prevalencia y la letalidad, se apreciaba un riesgo hasta tres veces mayor para los centros propiedad de una empresa mercantil, frente a los centros de titularidad municipal. 

				En opinión de la patronal vasca gesca, «pese a lo que se ha estado diciendo estos meses, y a la vista de los datos ofrecidos por Osakidetza y la Diputación Foral de Bizkaia, podemos afirmar que gracias a este esfuerzo realizado en los centros, la letalidad del virus entre las personas contagiadas en las residencias ha sido muy inferior a la de personas mayores que viven en sus domicilios, lo que ha permitido salvar un gran número de vidas». Esta asociación de la patronal de las residencias afirmó que «no se han encontrado correlaciones que indiquen que el impacto de la pandemia ha sido mayor en unos centros que en otros por su tamaño, por su modelo de gestión, por sus condiciones arquitectónicas, ni mucho menos por su titularidad».

				Requiescat in pace: fallecimientos por Covid de la CAV

				Han trasladado a Estíbaliz al hospital y sus compañeros no saben aún por qué. Llevaba varios días con síntomas de cansancio, pero el resto del grupo lo atribuía a las gaupasas de trabajo en las reuniones nocturnas. Creían que le estaban pasando más factura a ella debido a su parálisis de cintura hacia abajo. Los amotinados, por precaución y respeto, deciden darse un respiro hasta que la compañera vuelva a la residencia. Tal vez se han autoexigido demasiado, incluso con la penitente carga de usar mascarilla en las reuniones. Les falta oxígeno, un paseo improvisado al aire libre, ver caras conocidas, un abrazo de la familia, un te quiero...

				Pasa una semana y los amotinados desayunan la noticia del fallecimiento de Estíbaliz por coronavirus. Requiescat in pace. Una gran pérdida para el grupo y más para Mertxe y Loli, a las que había inculcado su visión feminista. No están preocupados por el posible contagio, han sido muy disciplinados con el uso de la mascarilla, el respeto a las distancias en las reuniones, la ventilación de la habitación y las medidas de higiene. 

				Tras superar las pruebas pcr, deciden prepararle un homenaje, a ella y a todos los residentes fallecidos durante la pandemia. Pero ¿cuántos han sido? Los ancianos piden a la cuidadora, Patricia, una fuente que les pueda remitir datos concretos y estadísticas. Les pone en contacto con Bego, una enfermera que trabaja en la Unidad de Cuidados Intensivos del hospital de Basurto. 

				Bego cuenta con información exhaustiva sobre la incidencia de la pandemia en las residencias y comienza su exposición mencionando la opacidad sobre el tema. Un informe de Osakidetza publicado en junio del 2020 cuantificó en 311 los fallecidos en residencias, aunque las diputaciones ya habían informado de más de 600106. Servida la polémica sobre el baile de cifras, la Diputación de Bizkaia se comprometió a elaborar un informe para el mes de julio.

				En esas fechas, el baile de cifras y las contradicciones tampoco eran ajenos a las residencias privadas alavesas. Sindicatos y familiares de usuarios denunciaron una mayor mortalidad a la reconocida oficialmente en los dos centros que más fallecidos acumulaban en ese momento, Sanitas San Martín y Caser Residencial Alto del Prado, ambas sancionadas en 2019 por asistencia inadecuada. También hubo brechas entre las cifras aportadas por la Diputación de Gipuzkoa y las registradas por el Departamento de Salud del Gobierno vasco a principio de la pandemia.

				Bego alerta a los ancianos de que la administración vasca ha evitado ofrecer datos sobre la incidencia del coronavirus, tampoco desglosa datos por residencias privadas y públicas. Solamente un medio ha destacado en su intento por recabar estos datos: eldiario.es107. 

				Según el medio digital108, a fecha de diciembre del 2020, la pandemia se había llevado en las residencias de la cav «a uno de cada veinte ancianos». Asimismo, a fecha de 1 de febrero del 2021, señalaba que «tres de cada diez decesos por la pandemia se han concentrado en residencias». Según sus estimaciones, «con datos recogidos desde marzo de 2020 hasta el 1 de febrero de 2021», se produjeron «un total de 7.607 positivos, incluidos los trabajadores infectados». Cifraba en 1.000 personas las fallecidas en las residencias de la cav y había «al menos otras 32 que se consideran “sospechosas”, todas en Bizkaia».

				El 12 de marzo del 2021, elDiario.es publicaba lo siguiente: «Según las estimaciones de este periódico, nunca ha habido un recuento oficial, 1.052 mayores y un trabajador de una residencia de Vitoria han perdido la vida, lo que equivaldría al 27% de las 3.912 defunciones conocidas hasta ahora durante la pandemia. Son 522 vizcaínos, 322 guipuzcoanos y 209 alaveses, aunque hay al menos 34 casos sospechosos más de los primeros meses».

				Bego finaliza su exposición aportando a los ancianos datos de fuentes gubernamentales publicados por rtve109. Hasta el 22 de agosto del 2021, en las residencias para mayores de todo el Estado español habían fallecido con Covid 30.126 personas y a esta cifra hay que añadir 10.492 decesos de personas con síntomas compatibles con el coronavirus y que vivían en estos centros. Más de 95.000 mayores residentes se habían contagiado en el Estado. 

				Hasta el 22 de agosto del 2021, en la cav se habían contagiado 6.533 mayores en residencias. De ellos habían fallecido con Covid confirmado 1.217, la cifra supone el fallecimiento de un 18,6% del total de los contagiados en las residencias y el 26,5% del total de los fallecidos con coronavirus confirmado en los tres territorios históricos. Además, había otros 98 fallecimientos en residencias con síntomas compatibles con Covid no confirmado. El 19 de mayo del 2021, Osakidetza cifraba en 4.302 el total de los decesos atribuidos a la pandemia en la cav, el 2,12% de los 202.875 positivos totales.

				A mediados de abril del 2020, «la titularidad pública y privada impide una respuesta única en las residencias», titulaba El Correo. «El virus ha estallado en los geriátricos de Euskadi», añadía. Poco después, el Ararteko señalaba que «la falta de medios en centros de mayores privados ha sido un obstáculo para actuar con eficacia». O, en palabras de Médicos Sin Fronteras, el modelo de gestión de residencias durante la pandemia se resume en «poco, tarde y mal».

				No estamos todas: incidencia de la pandemia en las residencias de Nafarroa

				Los ancianos profundizan en la información de rtve citada por Bego y recaban datos sobre Nafarroa. Hasta el 22 de agosto del 2021, en las residencias navarras se habían contagiado 2.086 mayores y habían fallecido con Covid 575 personas. Es decir, el 27,5% de las personas contagiadas. En Nafarroa la cifra de residentes fallecidos supone un 47,9% del total. Además, había otros 164 fallecimientos con síntomas compatibles con Covid no confirmados en residencias. Según datos del Ministerio de Sanidad, a fecha de julio del 2021 la tasa de letalidad de Nafarroa se situaba en el 1,6%, con un total de 1.195 personas fallecidas por Covid en toda la comunidad.

				En mayo del 2020, lab denunció que había fallecido el 10% de las usuarias de las residencias de mayores de Nafarroa. Para el sindicato, durante la pandemia «ha quedado claro que el beneficio de las empresas que gestionan casi la totalidad de estas residencias está por encima de nuestras condiciones laborales, de nuestra salud y también por encima de la salud de usuarios y usuarias». A mediados de junio del 2020, el sindicato afirma que «creemos que no es casualidad que en las dos únicas residencias públicas no se haya dado ningún fallecimiento relacionado con el coronavirus».

				En noviembre del 2020, ela advertía que «la situación de las residencias de mayores y centros de discapacidad es insostenible». Según el sindicato, «la pandemia ha sacado a la luz todos los problemas estructurales de un sector diseñado para que las empresas ganen dinero, no para cuidar de forma digna a quienes los necesitan y mucho menos a sus trabajadoras». Según sus datos, en la primera ola de la pandemia, se había contagiado 1 de cada 5 personas usuarias. 

				El silencio atronador de las morgues susurra a los empleados de las funerarias: «No estamos todos». La frase también resuena en las paredes de la residencia de los ancianos amotinados. No está claro que las cifras oficiales recojan datos que se ajusten a la realidad, hay razones para poner en duda la rotundidad de los datos aportados por las direcciones de las residencias y los propagados por la administración pública.

				La noche más oscura: falta de transparencia

				En la siguiente reunión que mantienen los ancianos, Loli y Mertxe se muestran preocupadas con la fiabilidad de los datos oficiales. Ambas distribuyen por la mensajería del teléfono al resto del grupo un artículo publicado por InfoLibre en mayo del 2020. Este medio había contactado con los gobiernos de las 16 comunidades autónomas y las tres diputaciones forales de la cav responsables de dar la información para saber si estaban facilitando los datos en torno a la pandemia sobre el número de muertes desglosadas por residencias y, en caso negativo, conocer las razones del ocultamiento. Todos respondieron, menos la Diputación de Bizkaia, cuya directora de comunicación fue incapaz en seis días de ofrecer a ese periódico una explicación sobre su política informativa. 

				Según la investigación del medio, «nueve gobiernos autonómicos (Andalucía, Aragón, Castilla-La Mancha, Castilla y León, Cataluña, Comunidad Valenciana, La Rioja, Madrid y Navarra) y las Diputaciones de Álava y Bizkaia ocultan a sus ciudadanos el lugar donde se producen los fallecimientos». Añadía InfoLibre que «18 de las 19 administraciones informan prácticamente a diario del dato global de fallecidos en las residencias», pero había una «que lo hace cada 15 días para no desatar el “pánico”: Bizkaia, a cuyo frente está el diputado general Unai Rementeria».

				La Diputación vizcaina «es con diferencia la más opaca de toda España», subrayaba InfoLibre. «En las notas diarias que difunde sobre la situación en las redes asistenciales, ni siquiera figura el número total de fallecidos. Y lo máximo que explica es el número de residentes con positivo confirmado y el número de centros con personas afectadas».

				En una nota de prensa difundida el 16 de abril del 2020, en la que se informa sobre la comparecencia de Rementeria en las Juntas Generales de Bizkaia, en el noveno párrafo se podía leer que el diputado general defendió su «gestión rigurosa y responsable de los datos de víctimas y afectados» y afirmó que no tenía «nada que esconder». «No informamos diariamente de los muertos en residencias para que no se convierta en una lotería», declaró en una entrevista en la Cadena Ser. Cabe señalar que hasta ese momento la Diputación de Bizkaia tampoco había querido desglosar la procedencia de las residencias en las que han fallecido residentes durante la pandemia. 

				La Diputación de Araba, que dirige Ramiro González (pnv), «tampoco aporta la información detallada por geriátricos», advertía InfoLibre. «Se desglosa por redes: residencias forales, residencias municipales de ayuntamientos de 20.000 habitantes, y residencias privadas; el Ayuntamiento de Vitoria-Gasteiz informa de los datos de sus propias residencias», indicó un portavoz de la Diputación. Ante la pregunta de por qué no se facilitaban los datos por centros, dicho portavoz respondió que «ese desglose se traslada puntualmente al Gobierno vasco, al Ministerio de Sanidad y a la Fiscalía».

				«La Comunidad Foral de Navarra, que lidera María Chivite (psoe), ofreció una explicación similar a Madrid sobre su política informativa», señalaba el medio. «Publicamos los datos tal como nos los solicita el Ministerio para seguir la misma pauta en todas las comunidades», indicó una portavoz del Departamento de Derechos Sociales. «No se ha considerado publicar el dato por residencia»110.

				Los ancianos conocen ya de primera mano que tras varias décadas de maratonianas huelgas de las trabajadoras de los centros, reprobaciones por las políticas de privatización en informes de los defensores del pueblo, junto a denuncias de sindicatos, oposición política, familiares de residentes, asociaciones de personas mayores y asociaciones de pensionistas, la pandemia ha provocado numerosos fallecimientos entre residentes que las fiscalías se han visto obligadas a investigar. Los déficits públicos y el ánimo de lucro privado han aflorado dramáticamente durante la tensión infringida al sector por la pandemia, mientras la connivencia de la administración pública engloba también la falta de transparencia a la hora de informar sobre los fallecimientos y se resiste a desglosar datos oficiales centro por centro.

				
					
						106.	En febrero del 2021, la asociación de familiares de residentes Babestu consideraban una falta de transparencia que los datos de fallecidos con Covid de la Diputación de Bizkaia no se correspondieran con los de la Consejería de Salud, por lo que pidieron la dimisión del diputado de Acción Social, Sergio Murillo. Señala Babestu que al Departamento de Salud le consta en su registro que en toda la pandemia hubo 788 muertos, mientras que la Diputación informó de 302 fallecidos en la primera ola de la pandemia y 215 en la segunda ola. Los datos no son iguales y se desconoce por qué se está ocultando información.

					

					
						107.	En este enlace se pueden consultar los datos sobre la incidencia de la pandemia en cada una de las residencias de la cav que ha venido elaborando el citado medio: https://www.eldiario.es/euskadi/mapa-residencias-consulta-casos-coronavirus-fallecidos-euskadi-centro-centro_130_6270635.html 

					

					
						108.	Este medio viene tiempo subrayando que «no hay estadísticas generales sobre la incidencia de la pandemia en las residencias» de la cav y nunca ha habido «un recuento oficial». «No existen estadísticas completas y concretas sobre el sector». «En Bizkaia no se conoce el desglose por centros o por redes (privada o pública)». «En Álava, finalmente, se han desglosado algunos datos por centros pero no hay una relación detallada».

					

					
						109.	En este enlace de rtve se pueden consultar datos sobre la incidencia de la pandemia en las residencias de Hego Euskal Herria: https://www.rtve.es/noticias/20210723/radiografia-del-coronavirus-residencias-ancianos-espana/2011609.shtml

					

					
						110.	En julio del 2020, Newtral, startup fundada por la periodista Ana Pastor, titulaba: «Nos preguntáis si las residencias privadas acumulan la mayor parte de los ancianos fallecidos por la pandemia». Añadía que «varias publicaciones afirman que la gran mayoría de los fallecidos son en centros de gestión privada, pero esta cifra no es verificable, ya que la mayoría de las regiones no han publicado los datos». El dato de muertes con coronavirus en las residencias de mayores privadas de Castilla y León es de «especial y elevado interés público», según una resolución del Comisionado de Transparencia en la que critica a la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades por negar estos datos a petición de un periodista de elDiario.es. 

					

				

			

		

	
		
			
				6. Amanecer: 
¿hay alternativas al modelo actual?

				«Hay más libertad en la cárcel que en muchas residencias».
anna freixas,  gerontóloga feminista, escritora y profesora jubilada de Psicología en la Universidad de Córdoba

				Con el final de la campaña de vacunación de los residentes, vuelven las visitas de familiares al centro y las actividades grupales en espacios comunes. ¿Un nuevo amanecer o hacer parecer que lo viejo es nuevo? Hoy reciben la visita de un grupo de jóvenes que ofrece un repertorio de danzas vascas. Mientras el grupo baila, los ancianos amotinados van susurrando algo a varios compañeros de la residencia. 

				Los emancipados ancianos comienzan a compartir su secreto con algunos residentes que terminan enrolándose como voluntarios en la matxinada. Patricia, la gerontóloga, a su vez, ha hecho partícipe de su complicidad con el plan de fuga de los ancianos amotinados a varias compañeras de trabajo que también lo suscriben.

				Los ancianos intuyen que ha llegado la hora de plantar batalla al vigente modelo de residencias y empiezan a dar forma a su cooperativa. En paralelo, con la ayuda de la cuidadora Patricia y algunas de sus compañeras de trabajo, deciden convocar una huelga en torno a las actividades proyectadas por la dirección del centro. Van a utilizar esa huelga para llamar la atención del resto de residentes, sindicatos, asociaciones de familiares, movimientos de pensionistas, organizaciones feministas y partidos políticos. 

				Se preparan para ofrecer una rueda de prensa en la que también rendirán un homenaje a Estíbaliz y a todas y todos los residentes fallecidos con Covid111. El hijo de Estíbaliz, conmocionado por la muestra de solidaridad de los compañeros de fuga de su difunta amatxu, convoca a sus colegas de profesión para elaborar un reportaje gráfico sobre el motín de los ancianos.

				El hijo de Estíbaliz les sube la moral cuando les comenta que está dispuesto a ponerles en contacto con otro grupo que ya está involucrado en un proyecto alternativo de residencia autogestionada. Aprovechan una salida a la playa de Bakio planeada desde la dirección del centro, con motivo del fin de la campaña de vacunación contra el coronavirus, para organizar una reunión con el mismo.

				La idea del cohousing para mayores consiste en promover un modelo residencial de empoderamiento. A pesar de que ceaps, una de las principales asociaciones patronales del sector de las residencias en el Estado español, considera que el intento de implantar este tipo de modelos es «un brindis al sol», en realidad se trata de una realidad extendida en su mayoría a través de cooperativas autogestionadas de personas mayores que viven en un entorno diseñado por ellas mismas. En Bizkaia la asociación Egunsentia trata de promover un modelo de este tipo. 

				Los ancianos se reúnen en Bakio con una representante de Egunsentia que les enseña una carta dirigida al alcalde de Bilbao. En ella la asociación se muestra contrariada porque «parece que insertar nuestro objetivo y tipo de vivienda en los Planes de Urbanismo y Vivienda choca con normativas municipales y autonómicas».

				Egunsentia no es ningún brindis al sol, sigue el ejemplo de Brisa del Cantábrico en Cantabria, un proyecto que suma ya más de 400 socios y en cuya lista de espera figuran numerosas y numerosos ciudadanos vascos. El complejo residencial cuenta con un terreno de 90.000 m2 situado en San Miguel de Meruelo.

				Para el año 2016 ya había funcionando ocho proyectos de este tipo en el Estado español. En la actualidad, hay proyectos en marcha como Convivir en Cuenca, Trabajadores en Solidaridad en Madrid, Centro de Convivencia Cooperativo en Madrid, Fuente de la Peña en Jaén, en Málaga, Residencial Santa Clara, Residencial Puerto de la Luz, Sol Dorado en Málaga y Residencial Antequera, Profuturo en Valladolid, La Muralleta en Tarragona, La Borda en Barcelona, Edeta Nova en Llíria, Servimayor en Cáceres, Axuntase en Asturias y dos complejos proyectados por la cooperativa Mayores Solidarios que pretenden ubicar en Valencia.

				La representante de Egunsentia muestra a los ancianos un artículo del diario Público que cifra en 40 los proyectos alternativos al convencional modelo de residencias implantado en el Estado español, muchos de ellos estudiados por Daniel López, profesor de Psicología y Ciencias de la Educación en la Universidad Oberta de Catalunya. En el mapeo de viviendas colaborativas de mayores realizado por el profesor figura Etxekonak de Iruñea112, que se presenta como un proyecto feminista y no racista, apostando «por un proyecto mixto, para personas mayores pero abierto a ser intergeneracional, ecológico y con la idea clara de vivir comprometidas e implicadas en el entorno de forma activa». 

				Etxekonak ha instado «al Ayuntamiento de Pamplona a convocar de forma inmediata un concurso público para la adjudicación de solares municipales destinados en régimen de cesión de uso a cooperativas senior de iniciativa social y sin ánimo de lucro». No es la única asociación navarra que promueve este modelo, también trabaja en ello Etxekide, que «quiere desarrollar un proyecto de viviendas colaborativas para personas mayores». 

				En Gipuzkoa la asociación Elkarbidean también promueve este modelo. «En este momento nos definimos como una asociación senior y la franja de edad de las personas asociadas se sitúa entre los 50 y los 70 años, sin embargo actualmente estamos valorando la posibilidad de coparticipar en un proyecto intergeneracional con otra asociación de jóvenes de esta ciudad (Abaraska)», señala en su página web. 

				Elkarbidean trata de seguir el ejemplo de Entrepatios en Madrid, una «cooperativa de vivienda en derecho de uso que pretende construir alternativas al mercado especulativo inmobiliario con criterios sociales y ambientales». Esta organización «cuenta con cuatro promociones: una con el edificio ya construido en Las Carolinas, otra en proceso de construcción (Vallekas) y La Tercera y La Manzana, a la búsqueda de solar».

				Según la representante de Egunsentia que se cita con los ancianos, el Parlamento vasco instó al Gobierno vasco en diciembre del 2019 a dotar de un marco legal a este modelo que opera en el Estado español desde el año 2000113. Veinte años después, el Gobierno vasco publicó un diagnóstico. Desde entonces no se ha producido ninguna gran novedad por parte de la iniciativa gubernamental, aunque el pnv lleva años pregonando las bondades del modelo nórdico y el ejemplo de Dinamarca. En Dinamarca existen 250 senior cohousing de personas mayores. 

				La representante de Egunsentia indica a los ancianos que el diputado general de Gipuzkoa, el jeltzale Markel Olano, afirmó en 2015 que analizaba el modelo nórdico para «mejorar y extender el sistema de bienestar al conjunto da la ciudadanía del territorio»114. Tres años antes, durante la toma de posesión del cargo de portavoz del Gobierno vasco y consejero de Justicia y Administraciones Públicas, Josu Erkoreka se comprometió a contribuir a la consolidación de «un servicio público, que genere valor público», «no privado», tomando como ejemplo al «modelo nórdico». 

				En 2008, el ahora lehendakari Iñigo Urkullu afirmó que «desde el pnv queremos tomar como referencia e inspiración del cambio social al modelo nórdico». «Hemos querido analizar con detalle las exitosas políticas sociales de los países nórdicos para tratar de adaptarlas a la realidad de nuestro país», añadió. En cambio, señala la representante de Egunsentia, eh Bildu, Elkarrekin Podemos-iu y los sindicatos ela, lab y esk, entre otros, llevan varios años denunciando las políticas neoliberales del pnv. 

				Comienza el motín: el plan de fuga

				A estas alturas los ancianos acumulan tanta información que no aciertan a resumirla en formato de rueda de prensa para los medios. Además, al hacer pública su convocatoria de huelga, varios ancianos más se habían interesado por el plan de fuga ideado por Julián, Iñaki, Borja, Mertxe, Loli y la difunta Estíbaliz. No son muchos, porque la mayoría llevan tanto tiempo en el centro que buena parte de ellos ya están institucionalizados. 

				Comienza el motín. La noticia corre como la pólvora también entre las cuidadoras y varias de ellas comienzan a colaborar con Patricia, la cuidadora cómplice en el plan de los ancianos, en su esfuerzo por ayudar al grupo de residentes. La dirección del centro trata de disciplinar a los residentes a través de sus familiares y solicitan ayuda a la Diputación de Bizkaia, achacando la actitud de los ancianos a malas influencias de cuidadoras declaradas en rebeldía.

				Las hermanas de Julián e Iñaki acuden al centro para intentar domesticarlos; sin éxito. Es más, se escandalizan al conocer que Julián e Iñaki llevan varios meses manteniendo una relación afectiva y pretenden inscribirse en el registro de parejas de hecho. En cambio, las hijas e hijos de Mertxe, Loli y la difunta Estíbaliz, junto al hijo de Borja, siguen colaborando activamente con la causa.

				Durante la jornada de huelga, los ancianos amotinados reciben la solidaridad de diversos sindicatos de cuidadoras, asociaciones de familiares de residentes, movimientos de pensionistas, organizaciones feministas y partidos políticos. La mayoría de la plantilla de cuidadoras del centro y una parte de los residentes se suma a la huelga. 

				En la asamblea convocada por el grupo de ancianos que promueve la protesta, Borja explica al resto de los residentes la forma en la que van a dar cuerpo a la iniciativa. Iñaki resume los contactos que vienen manteniendo con diversos agentes sociales, sindicales y políticos. Julián describe los obstáculos que han encontrado en su periplo indagador. Mertxe y Loli centran su exposición en la importancia del empoderamiento desde una visión feminista.

				Un tsunami de solidaridad 

				Tras la difusión en medios de comunicación convencionales y redes sociales de la asamblea convocada por los ancianos amotinados, varias gerocultoras, personal de limpieza, trabajadoras de comedores y conductores de ambulancias muestran a los ancianos su interés en colaborar con el proyecto. Incluso un movimiento juvenil vasco que trabaja en el modelo de cohousing se pone en contacto con ellos para sumarse. 

				En vista de la repercusión que están teniendo, la administración pública decide convertir la residencia en un centro de referencia para atender a personas mayores de centros de Bizkaia. Es una cortina de humo para dispersar a diversos centros de la provincia a los ancianos amotinados y al resto de los residentes. La desmedida reacción institucional provoca la adhesión de más residentes al plan de fuga, lo cual deja perpleja a la dirección de la residencia.

				Los cinco ancianos marcan en el calendario el día de su fuga y van a contar con la ayuda de sus hijas e hijos. Julián e Iñaki preparan la celebración de su matrimonio, con sus cómplices Loli, Mertxe y Borja como testigos, junto a su gerontóloga, Patricia. El centro les comunica la fecha de su dispersión y, horas antes de escapar de la residencia, Julián e Iñaki dan cuenta del plan a sus hermanas. Para sorpresa de la pareja, sus hermanas deciden entregarles un neceser lleno de dinero. La huida va a pasar a la historia del oasis vasco. 

				Semanas después, las hermanas de la pareja de ancianos se desplazan hasta el baserri en el que están empadronados sus hermanos. Cuando llaman a la puerta, les recibe el alcalde del pueblo, un profesor jubilado que estudió Antropología en París y compartió piso con Borja. Hermanos y hermanas se funden en un emocionante abrazo en medio de un silencio solo roto por los sollozos de alegría de Borja, Mertxe, Loli y sus hijos e hijas. 

				El alcalde oficia allí la boda entre Iñaki y Julián y, tras varias horas de celebración, las dos familias abandonan la sala de estar para reunirse en una habitación. La hermana de Iñaki, Paloma, se compromete a financiar el proyecto de los ancianos y les comprará un terreno donde edificar un centro de cuya arquitectura se ocuparán los hijos de Olatz y la hermana de Julián. 

				Así he querido dar por finalizada una versión optimista de esta investigación sobre la cara oculta más triste del modelo de residencias en Hego Euskal Herria.

				

				

				

				

				

				

				

				

				

				

				

				
					
						111.	En junio del 2020, Gara considera que «no se puede hablar en Euskal Herria de coronavirus sin hablar de las residencias de mayores y, en general, de los cuidados a personas en edad avanzada». «En primer lugar, porque ya estaban en el ojo del huracán antes de que supiéramos siquiera qué era un coronavirus, y en segundo lugar, porque cuatro de cada diez personas fallecidas con Covid-19 confirmado vivía en una residencia».

					

					
						112.	Mapa de viviendas colectivas para mayores: http://movicoma.blogs.uoc.edu/mapa/ 

					

					
						113.	En el año 2000 se materializó la primera experiencia con la Cooperativa Los Milagros en Málaga, denominada Residencial Santa Clara.

					

					
						114.	La principal asociación patronal de Bizkaia, gesca, afirma que «Gipuzkoa ha sido el primer territorio en todo el Estado en el que se ha experimentado el modelo nórdico basado en la organización del centro en pequeñas unidades convivenciales de 8-10 personas». Añade gesca que «la propia Diputación Foral de Gipuzkoa, en un informe realizado recientemente sobre la experiencia del territorio histórico de las políticas sociales en tiempos de Covid-19, habla de las lecciones aprendidas con la pandemia y recogen 14 recomendaciones, siendo una de ellas la modelización de las residencias de futuro donde reconoce que no se disponen de modelos alternativos validados en el modelo actual».

					

				

			

		

	
		
			
				Epílogo
Osakidetza, foco de corrupción

				«En política y en el ámbito de lo público, hay que ser y parecer ejemplar».
andoni ortuzar,  presidente del pnv (18-iv-2018)

				Sobre todo, parecer.

				La privatización de Osakidetza, uno de los pilares del supuesto oasis vasco115, es un factor clave para explicar la situación de las residencias para mayores. En palabras del pnv, se trata de «un sistema público de salud referente en Europa». «No se barajará la posibilidad de privatizar Osakidetza» afirmó Urkullu en el programa Euskadi Galdezka de Euskal Telebista en 2013. En cambio, en opinión de los sindicatos Satse, ela, lab, ccoo, ugt y esk y los partidos eh Bildu y Elkarrekin Podemos-iu, el servicio de salud está cada vez más privatizado, «lo que permite que las empresas negocien con el dinero público que se inyecta al sector». Reivindican «cambiar radicalmente el sistema actual», pues «son sectores del trabajo que deberían ser públicos porque son esenciales para la vida». Pero «el pnv se sigue empeñando en privatizar más servicios en Osakidetza» y por «recortar el sistema sanitario». Una política que «pretende favorecer bolsillos privados frente al bien común», genera «sobrecostes» y «redunda en una menor calidad».

				Osakidetza, por su parte, evita convocar las «comisiones de externalización», pese a las peticiones sindicales. Así incumple los compromisos adquiridos con las centrales sindicales que incluían «la prohibición expresa de privatizar o externalizar ningún servicio». El Gobierno vasco «adopta una postura autoritaria y antidemocrática, ya que incumple los acuerdos de la Mesa General de la Función Pública Vasca y el Acuerdo Regulador de Osakidetza, donde se compromete a no externalizar nuevos servicios e incluso a revertir los ya externalizados y privatizados»116.

				

				

				Diversas irregularidades salpican a la cúpula de Osakidetza (1990-2011)

				La columna vertebral de Osakidetza lleva varias décadas padeciendo escoliosis, cuya desviación hacia la corrupción ha ofrecido sonados episodios desde principios de la década de los 90, cuando se destapó un fraude masivo en los exámenes de una Oferta Pública de Empleo (ope) a la que aspiraban más de 50.000 personas en medio de una enorme crisis por la desindustrialización. El consejero de Salud era el socialista José Manuel Freire Campo. Por este affaire llegaron a condenar a varios exaltos cargos del Partido Socialista de Euskadi en 1998, entre ellos el director general de Osakidetza y el director de Gestión Económica y Administración. Finalmente serían indultados por el Gobierno español en 2008, con José Luis Rodríguez Zapatero en la presidencia. 

				El dirigente del pse José Luis Marcos Merino acusó a Osakidetza, por entonces encabezada por el jelkide Iñaki Azkuna, de intentar incriminarle en el fraude de la ope montando un «proceso paralelo» al procedimiento judicial. Durante la etapa de Azkuna, años después premiado con un galardón al mejor alcalde del mundo117, el Tribunal Vasco de Cuentas Públicas (tvcp) puso en la diana su gestión del servicio público de salud en la cav. Por ello, el diputado del pp Leopoldo Barreda llegó a solicitar en el Parlamento de Gasteiz una relación de todos los contratos de obras y de las empresas adjudicatarias de Osakidetza desde 1995. El Departamento de Sanidad reconoció «errores» en las adjudicaciones, pero acusó a Barreda de «erosionar injustamente» la gestión de Osakidetza, a la que consideraba «especialmente transparente y envidiada por el resto de comunidades autónomas y el Insalud». El Departamento calificó de «infundios» las acusaciones y negó la comisión de «graves fraudes» o «prácticas corruptas».

				En 2011, el propio Azkuna fue llamado a declarar a la comisión del Parlamento que investigaba el conocido como caso Margüello118, otro affaire por el que fueron condenados en 2018 algunos exaltos cargos de Osakidetza nombrados por el pnv como el exjefe de calidad del Hospital de Cruces y el exresponsable territorial de Sanidad en Bizkaia. El caso Margüello debe su nombre al exjefe de Calidad del hospital de Cruces, Juan Carlos Margüello, amigo del entonces consejero de Salud Gabriel Inclán, sucesor en el cargo de Iñaki Azkuna y responsable del nombramiento como director de asistencia sanitaria en Osakidetza de su sucesor en el cargo, Jon Darpón.

				Subasta de mascarillas

				Nueve días antes de abandonar el cargo, en 2009, el consejero Gabriel Inclán compró mascarillas para 40 años. Sanidad se gastó 4,1 millones para usar las mascarillas como barrera en caso de pandemia de gripe A y luego subastó 47 millones de mascarillas excedentes por un precio de 40.501 euros. El gerente de la empresa proveedora de las mascarillas había sido jefe de compras del vizcaíno hospital de Cruces. La empresa que ganó la subasta de 47 millones de mascarillas excedentes se ubicaba en Miranda de Ebro y su objeto social estaba dirigido al sector de productos fármacos y medicamentos, aunque la administraban empresarios del sector de fabricantes mayoristas de sacos. 

				Las irregularidades vuelven a salpicar a la cúpula de Osakidetza (2018-2021)

				No hay que ir, sin embargo, tan atrás en el tiempo para encontrar irregularidades en Osakidetza, porque también han salpicado a la actual cúpula de la Consejería de Salud. En 2019, estalló el fraude de otra ope119 y de momento ascienden a 20 los investigados. Además, dimitieron cinco cargos de Salud, entre ellos el propio consejero, Jon Darpón. Uno de los cargos vacantes tras el tornado de dimisiones, el director general de Osakidetza, lo llegó a ocupar Juan Diego120, exdirector gerente de eitb que en la etapa de Ortuzar al frente del ente público estuvo imputado por malversación de fondos tras una denuncia de lab. De hecho, la denuncia mencionaba a Ortuzar y al marido de la consejera del Gobierno vasco Arantza Tapia. 

				En plena marejada por las dimisiones por el escándalo de la ope también abandonó el barco el director económico financiero de Osakidetza, Ricardo Ituarte121, exalcalde del pnv en Santurtzi. De hecho, un hermano suyo había obtenido la máxima puntuación en la prueba de Anestesiología, la primera prueba denunciada en torno al fraude de la ope. Aun así, un año después de ser cesado, Ricardo Ituarte fue nombrado director de gestión en la osi de Tolosaldea122 en junio del 2020. Familiares de burukides del pnv que habían sido fichados por Jon Darpón también fueron recolocados en la Consejería de Salud123.

				Dos meses después, el ya exconsejero de Sanidad, Jon Darpón, fichó por Keralty, empresa del sector de la salud manejada por el millonario Joseba Grajales y el exvicelehendakari del Gobierno vasco Jon Azua. Cabe mencionar que dos altos cargos más de Osakidetza pasaron a engrosar la lista de empleados del citado grupo124. La Comisión Ética del Gobierno vasco consideró que no había irregularidades en el salto de parte de la cúpula de la Consejería de Salud al grupo Keralty. 

				Un mes antes, el Gobierno vasco creía que «no tiene sentido la dimisión» de Darpón por la ope de Osakidetza, sino «todo lo contrario».Tras la dimisión del consejero de Salud, Jon Darpón, el sindicato lab la calificó como una «evidencia que Euskadi no es ni por asomo un oasis libre de corrupción, sino todo lo contrario». 

				Vacunaciones irregulares de la casta de Osakidetza

				Nekane Murga, consejera de Salud hasta septiembre del 2020, fue recolocada en abril del 2021 al frente una dirección de Medicina de Precisión recientemente creada. Cuando estuvo al frente de la Consejería, Murga sustituyó al consejo asesor de expertos en torno al Covid por un comité director de gestores. En este comité figuran un alto cargo de Osakidetza llamado a declarar por el juzgado que investiga el fraude de la ope de Osakidetza (el sindicato lab pide su imputación) y la esposa del exconsejero de Salud Jon Darpón.

				Nekane Murga nombró presidente del comité a una persona que ha ocupado diversos cargos públicos, pero ninguno vinculado a la sanidad. Una persona que integra el comité, Ana Collazos, está acusada de vacunarse indebidamente125 y otro de los miembros, Ibon Etxeberria, tuvo que ser cesado tras saltarse el confinamiento para ir a jugar al golf. Es más, el director gerente de Emergencias del Departamento de Salud del Gobierno vasco, Jon Sánchez, también fue cesado por saltarse el confinamiento para acudir a su casa de veraneo. Para colmo, algunas medidas tomadas por el comité han sido tumbadas por el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco y previamente el coordinador del Programa de Vigilancia y Control de la Pandemia, Ignacio Garitano, presentó su dimisión126.

				Gotzone Sagardui127, la actual consejera de Salud, ha tenido que hacer frente a las polémicas e indebidas vacunaciones de José Luis Sabas (director del hospital de Santa Marina y exdirector de Infraestructuras e Inversiones de la Consejería de Salud con Iñaki Azkuna al frente de la misma) y de Eduardo Maiz128 (director gerente del hospital de Basurto y exgerente de dos de los hospitales más relevantes de Osakidetza con Iñaki Azkuna). Sabas y Maiz fueron ediles del Ayuntamiento de Bilbao en la etapa de la alcaldía de Azkuna, el primero ejerció de brazo derecha del alcalde y Maiz era uno de sus principales colaboradores. 

				Tras presentar su dimisión, Sabas declaró que tanto la directora de Osakidetza como la consejera de Salud estaban al tanto de su vacunación y que no pusieron ningún impedimento129. Según el diario El Correo, «los viales usados» en la vacunación de Eduardo Maiz «procedían, al parecer, de las entregas repartidas en varias residencias del entorno y se trataba de unidades que habían sobrado».

				
					
						115.	El entonces lehendakari Patxi López declaró en 2010 que «el País Vasco constituye hoy un oasis en la política española que los vascos deberíamos de ser capaces de exportar». Andoni Ortuzar, exdirector general de Euskal Irrati Telebista (eitb) y ahora presidente del pnv, afirmaba con orgullo en 2016: «No sé si Euskadi es un oasis o un paraíso, pero se le parece». La ya exparlamentaria de Elkarrekin-Podemos Pili Zabala le replicó: «Un paraíso para las grandes fortunas». Añade el diputado de eh Bildu Jon Iñarritu que «la lacra de la corrupción también existe en Euskal Herria, el oasis vasco es un mito y hay que confrontarlo sin complejos».

					

					
						116.	En 2016, Medicus Mundi publicó el informe «Amenazas al derecho a la salud en Euskadi, desigualdades sociales y procesos de privatización en el sistema sanitario». «Durante el año 2016, Osakidetza externalizó servicios a empresas privadas por un valor del 3,2% de su presupuesto», pero a Medicus Mundi no le «fue posible analizar la evolución de la externalización de servicios por no haber podido contar con datos al respecto». El informe señalaba que «en la cav, un euro de cada diez invertidos en asistencia sanitaria (excluidas las recetas) se destina al pago de una empresa privada». «En 2014, el 8,9% del presupuesto del Departamento de Salud se utilizó para contratar empresas privadas de provisión», añadía. Advertía que la creciente privatización de servicios, podía suponer «una amenaza para la sostenibilidad del sistema público». Según Medicus Mundi, «dentro de los hospitales concertados durante 2013, destaca el Instituto Onkologikoa, con 23 millones de euros, Clínica Asunción, con 21 millones, Matia Fundazioa, con 12 millones, y Policlínica, con 10 millones». Asimismo, enumeraban «los conciertos con hospitales de salud mental, Aita Meni, con 12 millones, o San Juan de Dios, con 13 millones».

					

					
						117.	Como alcalde de Bilbao, Azkuna mantuvo otro conflicto con el tvpc en torno a un informe sobre irregularidades municipales en la adjudicación y construcción del polideportivo y aparcamiento. Azkuna respondió al Tribunal afirmando: «ya tuve una bronca cuando era consejero de Sanidad y no me importa tener otra». El Tribunal Vasco de Cuentas Públicas, presidido por el exdiputado general de Bizkaia José Luis Bilbao que prometió no citar en sus memorias asuntos relacionados con paraísos fiscales y fajos de billetes, ha constatado que Osakidetza incumplió la normativa en la adjudicación de contratos por valor de 80 millones de euros en el ejercicio del año 2018.

					

					
						118.	El ahora mediático exconsejero socialista de Sanidad Rafael Bengoa, exasesor del expresidente estadounidense Barack Obama, calificó de «trama» el caso Margüello. No le faltaban razones, ya que el pnv, el diario Deia y la empresa Betean (una auditora dirigida por un exburukide y ligada al caso De Miguel) protagonizaron, según el propio Bengoa, una «campaña orquestada» contra él en 2012 en torno al caso Osatek. El cruce de acusaciones por «irregularidades» en Osakidetza saltó a otra consejería cuando la ahora vicelehendakari Idoia Mendia, por entonces consejera socialista de Justicia en el gobierno de Patxi López, denunció contratos irregulares en la consejería que encabezó en su momento Joseba Azkarraga. El caso Osatek fue archivado, un «correctivo judicial» en palabras de Deia. El caso de las irregularidades en la Consejería de Justicia, caso Ibermática, terminó con un «carpetazo judicial» en palabras de El País.

					

					
						119.	A finales de la pasada década, tras el anuncio de una Oferta Pública de Empleo en Osakidetza para el año 2018, el sindicato ela la consideró insuficiente porque sus trabajadores soportan una tasa de temporalidad del 40%, es decir que más de 15.000 trabajadores desarrollan su labor a diario con un contrato temporal. En esta ope se produjeron filtraciones e irregularidades denunciadas por opositores y varios sindicatos, un affaire investigado ahora por una jueza de Gasteiz que sugirió en una providencia la falta de colaboración del Departamento de Salud.

					

					
						120.	En la actualidad, Juan Diego es consejero delegado de una filial del Grupo Petronor, en manos de Repsol: multinacional cuyo consejero delegado es Josu Jon Imaz, que fuera máximo responsable de Industria del Gobierno vasco y presidente del pnv.

					

					
						121.	También dimitieron el director general de Recursos Humanos y el subdirector de Gestión, Organización y Desarrollo de Recursos Humanos.

					

					
						122.	lab denuncia que en la osi de Tolosaldea «se ha utilizado el dinero público para crear beneficio privado» en relación a la «deuda histórica» que tiene el Gobierno vasco con Tolosaldea, ya que es la única comarca de la cav que no cuenta con un hospital público y depende de la concertación con la polémica clínica Asunción, reprobada por la Plataforma por la Sanidad Pública de Tolosaldea y diversos agentes sociales y políticos.

					

					
						123.	El entonces consejero de Salud, Jon Darpón, había fichado a Isabel Octavio y Usoa Mediavilla. El 22 de septiembre del 2020, Isabel Octavio, esposa de Asier Arzalluz, hijo del expresidente del pnv, fue cesada como directora del gabinete de la consejera de Salud y nombrada asesora de Programas Sanitarios y Relaciones Ciudadanas, con sueldo de viceconsejera, en el Departamento de Salud. Asier Arzalluz llegó a ser investigado durante la instrucción del caso De Miguel. En la actualidad, Isabel Octavio ejerce de directora de Estrategia y Comunicación en eitb. El 14 de septiembre del 2020, Usoa Mediavilla, hija del burukide Koldo Mediavilla, fue nombrada asesora en Comunicaciones, con sueldo de directora, en el Departamento de Salud. Usoa había sido asesora de Comunicación y Nuevas Tecnologías de Lehendakaritza y candidata del pnv en unas elecciones al Parlamento vasco.

					

					
						124.	El 8 de septiembre del 2020 fue cesada la viceconsejera y número tres de la Consejería de Salud Fátima Ansotegi y dos días más tarde saltó a Keralty como gerente global de operaciones. Había sido parlamentaria del pnv y concejala en los ayuntamientos de Gernika y Ondarroa. El 24 de agosto del 2020 era cesada la subdirectora de Calidad de Osakidetza María Teresa Bacigalupe y pasó a ser gerente de gestión sanitaria de Keralty. Keralty y las empresas relacionadas con el grupo habían recibido más de 2,3 millones de euros en ayudas del Gobierno vasco.

					

					
						125.	Esta miembro del labi se vacunó el 15 de enero del 2021, mientras que los trabajadores de urgencias del hospital, en el que sigue ejerciendo de jefa de servicio de Salud Laboral, no lo hicieron hasta el 21 de enero.

					

					
						126.	El responsable de coordinación y rastreo dimitió siete días antes del que el viceconsejero de Salud Iñaki Berraondo abandonase su cargo en diciembre del 2020. Berraondo ha sido recolocado a finales de abril del 2021 como coordinador corporativo para el proceso de integración de Onkologikoa en la red del Servicio Vasco de Salud.

					

					
						127.	Algunas fuentes atribuyen a Gotzone Sagardui una mayor sensibilidad que sus predecesores en el cargo con el tema de las residencias. Fue directora asistencial en una residencia en Leioa dependiente del Instituto Foral de Acción Social de Bizkaia y fichó como viceconsejera de Administración y Financiación Sanitarias a Nerea Urien, exdirectora del ifas de Bizkaia.

					

					
						128.	Había un antecedente familiar en el caso del ya vacunado y cesado director gerente del hospital de Basurto, Eduardo Maiz. Un hermano suyo fue cesado en 2014 de su cargo de gerente de la Comarca Interior de Osakidetza por vulnerar el código ético en la gestión pública.

					

					
						129.	El líder de eh Bildu Arnaldo Otegi afirma que hay «una casta y una élite» que tiene «privilegios» y «se vacuna antes o se salta el confinamiento». 

					

				

			

		

	
		
			
				Protagonistas

				Índice de nombres de los ancianos amotinados y sus cómplices en el plan de fuga

				IÑAKI
Exsindicalista y personaje inspirado en Iñaki O’Shea.

				BORJA
Profesor de Economía jubilado y personaje inspirado en Antton Borja. 

				JULIÁN
Antiguo ostiario y personaje inspirado en un familiar del autor.

				MERTXE
Extrabajadora de un centro de documentación que manejó información sensible, personaje inspirado en la amatxu de una conocida del autor.

				LOLI 
Trabajó en una agencia de comunicación y divorciada de un cualificado militante del pnv, personaje inspirado en una amiga del autor.

				ESTIBALIZ
Periodista feminista jubilada, exsecretaria de la Asociación de Periodistas de Navarra, personaje inspirado en una exprofesora del autor.

			

		

	
		
			
				Anexo 1

				Redes clientelares conectadas a excargos del PNV en el sector de las residencias, incidencia de la pandemia en sus centros e intereses cruzados con el sector de la construcción con puertas giratorias para personalidades de la política.

				Radiografía de las redes clientelares conectadas a excargos del PNV

				Babesten, 5 residencias. 

				Operadora integrada en la Asociación Empresarial de Gestores de Centros Asistenciales (gesca) de la patronal del sector en Bizkaia, que ha llegado a representar el 42% de la patronal de residencias en Bizkaia hasta 2017. En la actualidad agrupa 27 residencias y 22 centros de día en Bizkaia. Cuenta con más de 4.000 camas en residencias privadas y concertadas en el territorio histórico, es decir, el 34,6% de las plazas. Las empresas agrupadas en gesca gestionan al menos 42 residencias de las poco más de 300 que operan en la cav.

				Juan Carlos del Campo, representante de la alianza conformada por Babesten, Urgatzi y Vitalitas, preside gesca, creada en 2012 y adherida a la Confederación Empresarial de Bizkaia, cebek. 

				Entre las empresas integradas en gesca figuran las siguientes: las locales Babesten, Urgatzi, Naguspea, Bioger e imq-Igurco, además de grandes grupos como DomusVi (primer gran operador del Estado español con 138 residencias y tercer mayor operador en la ue), Vitalitas (filial de Vitalia, cuarto mayor operador del Estado con 51 residencias), Sanitas (quinto mayor operador por plazas disponibles, con 46 residencias) y Caser (séptimo mayor operador, con 20 residencias).

				El director general de Babesten es Eusebio Larrazabal, que fue parlamentario vasco, diputado foral de Agricultura de Bizkaia, diputado de Trabajo y Empleo, alcalde del pnv de Zeanuri, miembro del Bizkai Buru Batzar y asesor general de Acción Social de la Diputación de Bizkaia. Larrazabal ha venido firmando convenios con Osakidetza ejerciendo de director general de Babesten y gerente de las residencias Albiz Santiago Llanos, Bizkotxalde, Gazteluondo, Egoitz Alai y Marcelo Gangoiti.

				Babesten ocupa la tercera posición del ranking de otras actividades de asistencia en establecimientos residenciales del Estado español, según eleconomista.es. En el grupo se integran otras sociedades del sector como Egoitz Alai, Katillotxu, Aztertzen y Mainatzen. 

				Aztertzen, del grupo Babesten, ocupa la primera posición del ranking de otras actividades de asistencia en establecimientos residenciales del Estado español. Su directora de recursos humanos, entre 2002 y 2005, Txaro Rodrigo, es desde el 2015 directora general de Atención a la Dependencia y la Discapacidad de la Diputación de Gipuzkoa.

				Mainatzen, también del grupo, ocupa la posición 27 del ranking de otras actividades de asistencia en establecimientos residenciales del Estado español. José Luis Alonso pasó de la dirección de Servicios Sociales de la Diputación de Araba a su dirección del Instituto Foral de Bienestar Social en Araba a la dirección de Mainatzen y más tarde fue nombrado director de Servicios Sociales en la Diputación de Araba.

				Katillotxu y Egoitz Alai, gestionados por Babesten, estuvieron presididas entre 2009 y 2014 por Asier Atutxa, exmiembro del Bizkai Buru Batzar que llegó a estar en las quinielas para presidir el máximo órgano del partido en Bizkaia y ahora dirige la consultora pwc en la cav.

				Además, otros centros que gestiona el grupo Babesten son Albiz Santiago Llanos en Sestao, Bizkotxalde en Basauri, Gazteluondo en Bilbao y Marcelo Gangoiti en Muskiz, la Diputación de Bizkaia es titular de las tres últimas. 

				Las residencias Bizkotxalde y Marcelo Gangoiti de Muskiz fueron sancionadas en 2020 por asistencia inadecuada. La residencia Gazteluondo de Bilbao fue sancionada por el mismo motivo en 2017. 

				La senadora del pnv Nerea Ahedo fue directora de la residencia Albiz Santiago Llanos entre 2011 y 2016. Esta residencia fue sancionada por asistencia inadecuada en 2015.

				Miren Lur Uriondo, exteniente alcalde del pnv en Bermeo, fue directora de la residencia Egoitz Alai de Bermeo. Por entonces, el responsable de esta residencia era el exburukide Eusebio Larrazabal.

				Incidencia en sus residencias durante las dos primeras olas de la pandemia, entre marzo y noviembre del 2020:

				Marcelo Gangoiti, 103 usuarios. Con 109 positivos durante las dos primeras olas de la pandemia, 12 fallecimientos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas y 22 fallecidos más. A principios del 2021, se produjo un brote que afectó a 93 residentes y 22 trabajadoras, días después de recibir una inspección que no detectó irregularidades. La vacuna iba a llegar allí esa misma semana. El sindicato ela denunció que las pruebas pcr en el centro tardaron cinco días tras detectarse los primeros seis positivos. El brote se debía a un «error», según el diputado foral de Bienestar Social de Bizkaia Sergio Murillo, sin ofrecer más explicaciones.

				Gazteluondo, 107 usuarios. Con 10 fallecidos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 37 fallecidos más. En abril del 2021 se produjo un brote que afectó a seis residentes, cuatro de ellos ya estaban vacunados.

				Bizkotxalde, 106 usuarios. Con 9 fallecidos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 26 fallecidos más.

				Albiz Santiago Llanos, 112 usuarios. Con un total de 20 positivos por coronavirus (cuatro de ellos trabajadoras) durante las dos primeras olas de la pandemia, tres fallecimientos confirmados por coronavirus y 45 fallecidos más.

				Urgatzi, 3 residencias. 

				Ocupa la posición 16 del ranking de asistencia en establecimientos residenciales para personas mayores del Estado español y el sindicato ela lo considera «uno de los mayores monopolios del Servicio de Ayuda a Domicilio (sad) de Bizkaia».

				Cuando falleció el padre de la burukide Itxaso Atutxa, el expresidente del Bizkai Buru Batzar Javier Atutxa, el grupo del Urgatzi le dedicó una esquela.

				Centros del operador: Larrabarrena en Sondika (cuyo titular es la Diputación de Bizkaia), Egoitz Alai en Bermeo y San José Etxe Alai en Mungia.

				Incidencia en sus residencias durante las dos primeras olas de la pandemia, entre marzo y noviembre del 2020:

				Residencia Egoitz Alai, 39 usuarios. Con 10 fallecidos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 20 fallecidos más.

				Residencia San José Etxe Alai, 42 usuarios. Con 22 positivos, 6 fallecidos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 17 fallecidos más. El 3 de febrero del 2021, ela denunció el despido de cinco gerocultoras de la residencia San José Etxe Alai de Mungia «en plena pandemia».

				Residencia Larrabarrena, 29 usuarios. Con dos fallecidos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 6 fallecidos más.

				IMQ-Igurco, 7 residencias. 

				Operadora integrada en gesca, la patronal del sector en Bizkaia. Ocupa la posición número 11 en el ranking de actividades de servicios sociales sin alojamiento para personas mayores del Estado español. 

				Ha estado presidida hasta diciembre del 2019 por Miguel Ángel Lujua, expresidente de la asociación patronal confebask.

				José María Iruarrizaga, diputado de Hacienda en Bizkaia, fue apoderado y auditor de cuentas de Igurco.

				Iñaki Artaza, director asistencial de imq-Igurco hasta febrero del 2021, es ahora director de Innovación, Sistemas de Gestión y Evaluación en Departamento de Políticas Sociales de la Diputación de Araba. Artaza viene de ejercer la dirección de la Residencia Orue, geriátrico del grupo imq-Igurco. 

				Sergio Murillo, director de Residencia Orue hasta 2011, pocos días después fue nombrado director general de Inserción Social de la Diputación Foral de Bizkaia. Tras asumir en 2013 el cargo de director general de Promoción de la Autonomía Personal, Murillo es desde 2019 diputado de Acción Social en Bizkaia. 

				Iñaki Isasi, exteniente alcalde de Arrigorriaga y exmiembro del Bizkai Buru Batzar, fue apoderado de la Residencia Orue y ahora ejerce de director de operaciones en imq-Igurco.

				Cuando dimitió el consejero de Salud del Gobierno vasco Jon Darpón solicitó su reingreso en imq, grupo del que fue consejero el exvicelehendakari Jon Azua. Este último es el actual jefe de Darpón y de dos exaltos cargos de Osakidetza en el grupo privado de salud Keralty. 

				Centros del grupo: Bilbozar en Bilbao (del total de sus 137 plazas son públicas 104), Zorrozgoiti en Bilbao (cuyo titular es la Diputación de Bizkaia), Calabria en Forua (de titularidad municipal), José María Azkuna en Amorebieta (cuyo titular es la Diputación de Bizkaia), Orue en Amorebieta (con plazas concertadas), Unbe en Erandio (con plazas concertadas) e imq Igurco Araba en Gasteiz, esta última con plazas concertadas con la Diputación de Araba.

				Incidencia en sus residencias durante las dos primeras olas de la pandemia, entre marzo y noviembre del 2020:

				Zorrozgoiti, 111 usuarios. Con 14 fallecidos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 37 fallecidos más. Esta residencia fue sancionada por maltrato en 2017.

				Bilbozar, 113 usuarios. Con 10 fallecidos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 28 fallecidos más.

				imq Igurco Araba, 26 usuarios. Con dos residentes fallecidos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 47 fallecidos más.

				Orue, 119 usuarios. Con un residente fallecido confirmado por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 52 fallecidos más.

				Jose María Azkuna, 104 usuarios. Ningún residente fallecido confirmado por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 24 fallecidos.

				Unbe, 97 usuarios. Ningún residente fallecido confirmado por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 28 fallecidos.

				Calabria, 21 usuarios. Con 20 positivos, cuatro de ellos trabajadoras. Ningún residente fallecido confirmado por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 20 fallecidos. 

				DomusVi, 11 residencias.

				Primer gran operador del sector en el Estado y tercero a nivel de la ue. Integrado en gesca y propietario de las operadoras vascas Sarrikue y Residencias Nostem, en esta última ha venido ejerciendo de consejero el exdiputado general de Bizkaia Josu Bergara.

				Residencias Nostem estuvo participada por Talde, sociedad presidida por José María Zalbidegoitia, «el hombre de las finanzas del pnv».

				La residencia Miraflores estuvo representada por el exburukide Iñaki Isasi al menos entre 2012 y 2016.

				Centros del grupo: Arandia en Arrigorriaga (cuyo titular es la Diputación de Bizkaia), Sarrikue Arbidea en Bilbao (con plazas concertadas), Miraflores en Bilbao (con plazas concertadas), Ribera en Bilbao (con plazas concertadas), Aperribai en Galdakao (con plazas concertadas), Las Laceras en Balmaseda (cuyo titular es la Diputación de Bizkaia), Berra en Donostia (con plazas concertadas), Villa Sacramento en Donostia (con plazas concertadas), Atsobakar en Lasarte (cuyo titular es la Diputación de Gipuzkoa), Gazalbide en Gasteiz y Ariznabarra en Gasteiz (cuyo titular es la Diputación de Araba). 

				Incidencia en sus residencias durante las dos primeras olas de la pandemia, entre marzo y noviembre del 2020:

				Ribera, 131 usuarios. Con 22 fallecidos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 37 fallecidos más.

				Berra, 118 usuarios. Con 86 positivos, 21 fallecidos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 27 fallecidos más. El responsable de atención primaria de la zona de Altza, en Donostia, Miguel Ángel Moral, declaró en abril del 2021 en el Parlamento de Gasteiz que en Berra «fallecieron unas 35 personas» con coronavirus. ela denunció la situación de la residencia durante la pandemia e instó a la administración pública a intervenir.

				Aperribai, 30 usuarios. Con 21 fallecidos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 15 fallecidos más. Esta residencia fue sancionada por incumplimiento de la normativa en 2017.

				Ariznabarra, 128 usuarios. Con 33 positivos, 15 fallecidos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 34 fallecidos más. lab y ela denunciaron la situación de la residencia Ariznabarra durante la pandemia e instaron a la administración pública a intervenir en la misma.

				Arandia, 107 usuarios. Con 41 positivos, 14 fallecidos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 36 fallecidos más. ela denunció la situación de la residencia Arandia durante la pandemia e instó a la administración pública a intervenir en la misma.

				Las Laceras, 76 usuarios. Con 10 fallecidos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 28 fallecidos más.

				Miraflores, 105 usuarios. Con 57 positivos, 6 fallecidos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 26 fallecidos más.

				Sarrikue Arandia, 42 usuarios. Con 5 fallecidos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 14 fallecidos más.

				Villa Sacramento, 89 usuarios. Con 27 positivos, 4 fallecidos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 14 fallecidos más.

				Atsobakar, 50 usuarios. Ningún fallecido confirmado por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 12 fallecidos.

				Gazalbide, 41 usuarios. Ningún fallecido confirmado por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 7 fallecidos.

				Vitalitas, 3 residencias.

				Operadora integrada en gesca, la patronal del sector en Bizkaia. Filial del grupo Vitalia, cuarto mayor operador en el Estado español, cuenta con una alianza estratégica con el grupo Babesten.

				Centros del grupo: Sarriko en Bilbao, Santa Teresa en Barakaldo y Residencia Abeletxe en Ermua, la titularidad de esta última la ejerce la Diputación de Bizkaia. En 2019, Vitalitas estaba estudiando posibles nuevas ubicaciones en Donostia, Gasteiz, Bilbao y Getxo.

				Incidencia en sus residencias durante las dos primeras olas de la pandemia, entre marzo y noviembre del 2020:

				Sarriko, 122 usuarios. Con 8 fallecidos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 26 fallecidos más.

				Abeletxe, 83 usuarios. Con 38 positivos, 5 fallecidos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 42 fallecidos más.

				Santa Teresa, 140 usuarios. Con 18 positivos, 4 fallecidos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia y 55 fallecidos más.

				Caser, 5 residencias.

				Séptimo mayor operador en el Estado español. Operadora integrada en la Asociación Empresarial de Gestores de Centros Asistenciales de la patronal del sector en Bizkaia.

				Un exalcalde del pnv de Otxandio, Iñigo Lasuen, ejerce de apoderado de Caser Residencial.

				Iñaki Josu Iribar, exedil del pnv en Elantxobe y exdirector del Área de Servicios Asistenciales del Instituto Foral de Asistencia Social de Bizkaia hasta 2011, ejerce desde el 2012 de secretario y tesorero de gesca. Representa, a su vez, a Servicios Integrales Gerontológicos y Sanitarios, participada por Caser.

				Centros del grupo: Txurdinaga en Bilbao (plazas concertadas), Artxanda en Bilbao (plazas concertadas), Anaka en Irun (plazas concertadas), Betharram en Hondarribia (plazas concertadas) y Residencial Alto del Prado en Gasteiz (concertada con la Diputación de Araba).

				Incidencia en sus residencias durante las dos primeras olas de la pandemia, entre marzo y noviembre del 2020:

				Alto del Prado, apartamento tutelado con 67 usuarios (dos fallecidos confirmados con coronavirus) y residencia con 109 usuarios, con 45 positivos, 23 fallecidos confirmados con coronavirus (uno de ellos un trabajador) y 40 fallecidos más. Caser Residencial Alto del Prado fue sancionada en 2019 por asistencia inadecuada. El sindicato ela denunció la situación de la residencia Caser de Gasteiz durante la pandemia e instó a la administración pública a intervenir en la misma.

				Txurdinaga, 158 usuarios. Con 16 fallecidos confirmados con coronavirus y 41 fallecidos más. El 23 de abril del 2020 el Juzgado de lo Social dio la razón a ela ante la falta de epis en esta residencia.

				Artxanda, 109 usuarios. Con 40 positivos, 13 fallecidos confirmados con coronavirus y 32 fallecidos más. Esta residencia fue sancionada por asistencia inadecuada en 2015 y por vulnerar el derecho a la huelga en 2017.

				Anaka, 131 usuarios. Con 29 positivos, 7 fallecidos confirmados con coronavirus y 21 fallecidos más.

				Betharram, 118 usuarios. Con 10 positivos, 3 fallecidos confirmados con coronavirus y 25 fallecidos más.

				Biharko, 8 residencias.

				Biharko ocupa la segunda posición del ranking de otras actividades de asistencia en establecimientos residenciales del Estado español.

				En su día fueron manejadas por Iñigo Lasuen (exalcalde del pnv en Otxandio) y Xabier Aguiriano: exrepresentante por Gipuzkoa en la Asamblea Nacional del pnv.

				Xabier Aguiriano llegó a presidir Diru Bilketa Seguridad, empresa del grupo Serbitzu en la que trabajó el excandidato a diputado general de Gipuzkoa Jon Jauregi y en cuyo consejo figura una hermana de Itxaso Atutxa, presidenta del Bizkai Buru Batzar. 

				Iñigo Lasuen ejerce ahora de apoderado de Caser Residencial y de vicepresidente de la asociación de empresarios garen, entidad que agrupa a la Asociación de Centros Gerontológicos de Gipuzkoa de la patronal de las residencias. En 2017, garen la componían ya siete empresas del sector, que sumaban más de una decena de centros y englobaban el 10% del sector en Gipuzkoa.

				Lasuen llegó a ejercer de representante de una ute formada por Biharko y Aztertzen, esta última vinculada a la carrera empresarial del exburukide Eusebio Larrazabal.

				En la actualidad, la directora técnica de Biharko es Larraitz Olaizola, candidata número cuatro del pnv en las listas del año 1999 para el Ayuntamiento de Azpeitia.

				La directora de recursos humanos en Biharko entre 1999 y 2002, Txaro Rodrigo, es desde el 2015 directora general de Atención a la Dependencia y la Discapacidad de la Diputación de Gipuzkoa.

				El jeltzale Xabier Aguiriano, el exalcalde Iñigo Lasuen y el exburukide Eusebio Larrazabal (director del grupo Babesten) han venido formando parte del consejo de administración de Parque Industrial Muskiz sl.

				Centros que ha venido gestionando Biharko: Txara 1 en Donostia (plazas concertadas y sancionada en 2014 con una multa de más de 7.500 euros por no disponer de personal suficiente), Txara 2 en Donostia (cuyo titular es la Diputación de Gipuzkoa), Alai Etxe en Donostia (cuyo titular es la Diputación de Gipuzkoa), Aldakonea en Donostia (cuyo titular es la Diputación de Gipuzkoa), Berio en Donostia (cuyo titular es la Diputación de Gipuzkoa), San José en Azkoitia (integrada en la entidad foral Kabia), Residencia San Lázaro en Elgoibar (integrada en la entidad foral Kabia) y Arangoiti en Beasain (propiedad de la Fundación Arangoiti y con plazas concertadas).

				Incidencia en sus residencias durante las dos primeras olas de la pandemia, entre marzo y noviembre del 2020:

				Alai Etxe, 43 usuarios. Con 59 positivos, 12 fallecidos confirmados con coronavirus y 17 fallecidos más. Esta residencia fue sancionada en 2014 con una multa de cerca de 8.500 euros por no disponer de personal suficiente.

				Arangoiti, 70 usuarios. Con 38 positivos, 9 fallecidos confirmados con coronavirus y 23 fallecidos más.

				Txara 2, 189 usuarios. Con 26 positivos, 6 fallecidos confirmados con coronavirus y 24 fallecidos más.

				Aldakoenea, 107 usuarios. Con 13 positivos, dos de ellos trabajadoras. Ningún fallecido confirmado con coronavirus y 21 fallecidos más. Esta residencia fue sancionada en 2014 con una multa de más de 11.000 euros por no disponer de personal suficiente.

				San José, 65 usuarios. Con ningún fallecido confirmado con coronavirus y 8 fallecidos.

				Berio, 64 usuarios. Con 3 positivos, ningún fallecido confirmado con coronavirus y 23 fallecidos. Esta residencia fue sancionada en 2014 con una multa de más de 21.000 euros por no disponer de personal suficiente.

				San Lázaro, 41 usuarios. Con ningún fallecido confirmado con coronavirus y 12 fallecidos.

				Sanitas, 5 residencias.

				Quinto mayor operador del Estado español por plazas disponibles, integrado en gesca, la patronal del sector en Bizkaia. 

				Centros del grupo: Loramendi en Erandio (plazas concertadas), Sanitas Barakaldo (plazas concertadas), Miramon en Donostia (con plazas concertadas), Txindoki en Lazkao (cuyo titular en la Diputación de Gipuzkoa) y San Martín en Gasteiz (plazas concertadas).

				Incidencia en sus residencias durante las dos primeras olas de la pandemia, entre marzo y noviembre del 2020:

				San Martín, 65 usuarios. Con 69 positivos y 30 fallecidos confirmados con coronavirus. Esta residencia fue sancionada en 2019 por asistencia inadecuada.

				Barakaldo, 168 usuarios. Con 26 positivos, 22 fallecidos confirmados con coronavirus y 52 fallecidos más. Esta residencia fue sancionada en 2016 y en 2014 por incumplimiento de la normativa. El sindicato ela denunció la situación de la residencia Sanitas Barakaldo durante la pandemia e instó a la administración pública a intervenir en la misma.

				Miramon, 185 usuarios. Con 26 positivos, 7 fallecidos confirmados con coronavirus y 53 fallecidos más.

				Txindoki, 103 usuarios. Con un fallecido confirmado con coronavirus y 20 fallecidos más.

				Loramendi, 119 usuarios. Ningún fallecido confirmado con coronavirus y 15 fallecidos. Esta residencia fue sancionada en 2017 por incumplimiento de la normativa.

				Orpea

				Segundo mayor operador del Estado español y a nivel de la ue. Integrada en gesca, en la patronal de las residencias de Bizkaia.

				Residencia Zabalbide en Bilbao.

				Naguspea 

				Operadora integrada en gesca. 

				Creada por los propietarios de la constructora Enrique Otaduy.

				La residencia de referencia de Naguspea se encuentra en Zamudio: el Centro Geriátrico Foral Truiondo, sancionado por asistencia inadecuada en 2017 y en 2016.

				Truiondo, 88 residentes. Durante las dos primeras olas de la pandemia se registraron 91 positivos, 18 fallecimientos confirmados por coronavirus y 33 fallecidos más. A principios de enero del 2021, esta residencia protagonizó un brote de coronavirus entre sus internos.

				Bioger 

				Operadora integrada en gesca.

				Comparte intereses con Construcciones Murias. En la actualidad, esta constructora vasca fundada por el empresario de origen gallego Gabriel Murias está en manos del grupo Urbas, a cuyo presidente, Juan Antonio Ibáñez, Fiscalía Anticorrupción ha atribuido delitos societarios y relativos al mercado130. 

				Bioger ha participado en varias sociedades, entre ellas: Residencias Concertadas sa, Iniciativas de Gestión Social sl, Murcia Socio Sanitarias Bass sl, Parque Comercial Gorbeia y Bizkaia Actuaciones Socio Sanitarias sl. Esta última estuvo controlada por los promotores vascos Gabriel Azaola y Ángel Gorostiaga, pero desde 2019 está en manos del fondo Adriano Care. Hasta 2016, los citados promotores vascos estuvieron vinculados al consejo de administración de Residencia Reyes de Aragón sl, con sede en Madrid y ahora propiedad del grupo Orpea.

				Bioger gestiona la residencia La Esperanza de Artxanda en Bilbao y ha estado vinculada a la cadena de residencias Olimpia en Bilbao y Barrika y a la residencia Otxartaga de Ortuella hasta la compra de estas tres residencias por parte de Adriano Care.

				En la residencia La Esperanza de Artxanda, con 56 usuarios, se registraron 18 fallecidos confirmados por coronavirus durante las dos primeras olas de la pandemia.

				Matia, 7 residencias.

				La fundación Matia fichó a Mari Karmen Garmendia, exportavoz del Gobierno vasco, para presidir la entidad.

				Centros que gestiona: Bermingham en Aiete, Lamourous en Intxaurrondo, Julián Rezola en Antiguo, Fraisoro en Zizurkil, Otezuri en Zumaia, Argixao en Zumarraga y Petra Lekuona en Oiartzun.

				Gerozerlan, creada por Matia y Construcciones Moyua, ha venido gestionando las residencias Txara i y Zubiaurre en Donostia.

				Incidencia en sus residencias durante las dos primeras olas de la pandemia, entre marzo y noviembre del 2020:

				Julián Rezola, 98 usuarios. Con 20 fallecidos confirmados con coronavirus y 33 fallecidos más. A fecha de diciembre del 2020, tras un brote en la residencia Julián Rezola se registraban ya 82 positivos en Covid entre los internos.

				Argixao, 75 usuarios. Con 48 positivos, 17 fallecidos confirmados con coronavirus y 20 fallecidos más.

				Otezuri, 103 usuarios. Con 33 positivos, 11 fallecidos confirmados con coronavirus y 17 fallecidos más.

				Lamourous, 126 usuarios. Con 35 positivos, 5 fallecidos confirmados con coronavirus y 21 fallecidos más.

				Bermingham, 33 usuarios. Con 27 positivos, 4 fallecidos confirmados con coronavirus y 15 fallecidos más.

				Petra Lekuona, 94 usuarios. Con 20 positivos, 3 fallecidos confirmados con coronavirus y 20 fallecidos más.

				Fraisoro, 80 usuarios. Con 9 positivos, dos fallecidos confirmados con coronavirus y 18 fallecidos más.

				GSR, 14 residencias.

				Del grupo Mondragon, entidad con importante puerta giratoria, cuantitativa y cualitativamente, para cargos del pnv. Operadora integrada en la asociación patronal lares.

				Cuenta con residencias en Bilbao, Donostia, Segura, Legazpi, Otxandio, Bernedo, Orozko, Markina, Aretxabaleta, Irun, Sopuerta, Munitibar, Turtzioz y Mundaka.

				Incidencia en sus residencias durante las dos primeras olas de la pandemia, entre marzo y noviembre del 2020:

				Aretxabaleta, 135 usuarios. Con 139 positivos, 24 fallecidos confirmados por coronavirus y 19 fallecidos más.

				Sopuerta, 45 usuarios. Con 8 positivos, 7 fallecidos confirmados por coronavirus y 6 fallecidos más.

				Munitibar, 93 usuarios. Con 20 positivos, 5 fallecidos confirmados por coronavirus y 8 fallecidos más.

				Irun, 68 usuarios. 31 positivos, 4 fallecidos confirmados por coronavirus y 13 fallecidos más.

				Bernedo, 34 usuarios. Con 26 positivos y 4 fallecidos confirmados por coronavirus.

				Markina, 35 usuarios. Con 12 positivos, siete de ellos entre las trabajadoras. Cuatro fallecidos confirmados por coronavirus y 9 fallecidos más.

				Donostia, 54 usuarios. Con 7 positivos, 2 fallecidos confirmados por coronavirus y 19 fallecidos más.

				Segura, 50 usuarios. Con 24 positivos, 3 de ellos en trabajadoras. Ningún fallecido confirmado por coronavirus y 9 fallecidos durante las dos primeras olas de la pandemia.

				Legazpi, 68 usuarios. Con 9 positivos, ningún fallecido confirmado por coronavirus y 18 fallecidos.

				Bilbao, 25 usuarios. Ningún fallecido confirmado por coronavirus y 9 fallecidos.

				Orozko, 39 usuarios. Ningún fallecido confirmado por coronavirus y 8 fallecidos.

				Otxandio, 19 usuarios. Ningún fallecido confirmado por coronavirus y 3 fallecidos.

				Turtzioz, 36 usuarios. Ningún fallecido confirmado por coronavirus y 2 fallecidos.

				Mundaka. Ningún fallecido confirmado por coronavirus y 2 fallecidos.

				Intereses cruzados: construcción y residencias 

				«En el pnv las puertas giratorias funcionan correctamente, en la dirección correcta»
Andoni Ortuzar, presidente del pnv (10-iii-2015)

				Viuda de Sainz 

				Xabier Aguiriano llegó a ser presidente de Biharko, empresa del sector de las residencias. Resulta que también fue presidente de Transitia, una filial del grupo constructor Viuda de Sainz. A su vez, el representante de grupo Viuda de Sainz, Pedro María Sainz, ha sido consejero de Biharko y Aztertzen, dos empresas del sector de las residencias conectadas a las carreras empresariales de excargos del pnv como Eusebio Larrazabal e Iñigo Lasuen. 

				Viuda de Sainz, gran adjudicataria de la administración pública vasca, ha venido fichando a excargos del pnv. Colocó como director general en su filial Transitia entre 2007 y 2012 al extesorero del Bizkai Buru Batzar Xabier Sagredo, en la actualidad presidente de bbk y consejero de Iberdrola. Viuda de Sainz también colocó como gerente de su filial Excavaciones Cantábricas entre 2011 y 2017 al exalcalde de Zeberio Humberto Perea131. Este último fue presidente de la Asociación de Constructores de Bizkaia entre 2014 y 2017, ejerce de consejero de Batzokia sl (propiedad del pnv) y es miembro del Bizkai Buru Batzar desde 2017 en sustitución del exburukide Iñaki Isasi, que ahora trabaja en el sector de las residencias. 

				Construcciones Cantábricas fue constituida por las constructoras Viuda de Sainz y Enrique Otaduy132. Los propietarios de esta última también están ligados al sector de las residencias porque crearon Naguspea. Es más, esta ha llegado a patrocinar jornadas organizadas por la empresa Centro de Ayuda Especializada, administrada por el exalcalde del pnv de Otxandio Iñigo Lasuen hasta 2018. El propio Lasuen ha sido consejero de varias empresas del sector de las residencias y fue gerente de Construcciones Legasko hasta 2017133. 

				

				Urazca e Igurco 

				Una constructora creada por el difunto exalcalde de Zeberio Javier Uría, la ya quebrada Urazca, llegó a participar en Igurco, integrada en la Asociación Empresarial de Gestores de Centros Asistenciales y cuyo director de operaciones es el exburukide Iñaki Isasi. José María Iruarrizaga, diputado de Hacienda de Bizkaia, compaginó durante un tiempo su cargo público con el de apoderado de Igurco hasta 2015 y con el de apoderado de Urazca hasta 2003134. Iruarrizaga había abandonado la viceconsejería de Economía del Gobierno vasco para pasar a ser el auditor de cuentas de confianza de Javier Uría y tras su fallecimiento en 2003 fue nombrado diputado. 

				El fundador de Urazca, Javier Uría, apadrinó en su día la carrera política de la actual presidenta del Bizkai Buru Batzar, Itxaso Atutxa135, casada con el burukide Aitor Esteban. Urazca figura en la trama de los papeles de Bárcenas del pp y también en la trama del caso De Miguel liderada por el ya condenado exteniente de diputado general de Araba del pnv, Alfredo De Miguel. 

				En la red clientelar de Igurco también participó Roberto Otxandio, exalcalde del pnv en Basauri hasta 1999. Fue apoderado de Igurco hasta 2017 y había sido director del área jurídica de Urazca entre 2001 y 2003. Desde 2008, Otxandio dirige una consultora que cuenta con numerosas adjudicaciones de la administración pública vasca y además es consejero de Iberdrola. Otxandio, director general de Eusko Trenbideak entre 1999 y 2000, fue nombrado director gerente de una promotora inmobiliaria del grupo constructor Amenabar en 2005. Eneko Goenaga Egibar, sobrino del burukide Joseba Egibar y exabogado del ya condenado exburukide Alfredo De Miguel, ejerce de responsable del departamento jurídico del grupo Amenabar.

				Amenabar

				El grupo Amenabar se ha encargado de la construcción de la residencia Amezola de Bilbao que gestiona Colisée, uno de los grandes grupos del sector de las residencias a nivel del Estado español y el cuarto mayor operador de la ue. 

				Construcciones Amenabar cuenta con un trampolín para cargos designados por el consejero socialista del Gobierno vasco Iñaki Arriola. Ernesto Martínez de Cabredo, director de Euskal Trenbide Sarea, fue director gerente de la constructora entre 1996 y 2016. El viceconsejero de Infraestructuras y Transportes, Pedro Marco de la Peña, fue director general de la constructora entre 2016 y 2019. 

				Moyua 

				Matia fichó a Mari Karmen Garmendia, exportavoz del Gobierno vasco, para presidir la fundación. Mientras que la acaudalada María Luisa Guibert es su vicepresidenta. Fundación Matia llegó a representar el 27% de la patronal de residencias en Gipuzkoa hasta 2017. Gestiona siete centros y su facturación en el sector residencial ascendía a 31,3 millones de euros en 2019. 

				Gerozerlan, operadora del sector de las residencias integrada en la fundación Matia136, estuvo vicepresidida por Construcciones Moyua hasta marzo del 2010. Joanes Labayen (esposo de la presidenta del Parlamento vasco e hijo de un exalcalde del pnv de Donostia) fue nombrado secretario del Grupo Moyua en 2016. 

				Construcciones Moyua también cuenta con un trampolín para la política. César Fernández, concejal de Planificación y Gestión Medioambiental del Ayuntamiento de Gasteiz, fue delegado en Araba de la constructora entre los años 2007 y 2018. José Félix Basozabal, exviceconsejero de Obras Públicas y Transportes del Gobierno vasco, estableció la Delegación en Bizkaia de la constructora.

				Balzola

				Otro ejemplo de intereses cruzados y puertas giratorias lo encontramos en la operadora del sector de las residencias denominada Bioger, cuyo fundador fue administrador de la sociedad de asistencia en establecimientos residenciales Gerbilbo. En esta última participó la constructora Balzola, vinculada al pnv según Cadena ser. 

				El País también vinculó al pnv al presidente de honor de Construcciones Balzola hasta 2019, José Ramón Odriozola, fallecido ese mismo año y exalto cargo del Gobierno vasco y de la Diputación de Bizkaia. La constructora fue adjudicataria por 8,2 millones de euros de la edificación de la residencia Gazteluondo, inaugurada en 2009 tras una inversión pública de 15 millones de euros. La gestión de la residencia cayó en manos de Babesten, grupo dirigido por el exburukide Eusebio Larrazabal. 

				Cycasa

				Manuel Fernández es vocal de gesca en representación de la vasca Residencias Nostem, en manos del grupo DomusVi desde 2019137 que también es propietario de las operadoras vascas Sarrikue y Quavitae Bizi Kalitatea.

				Josu Bergara, exsecretario del Euzkadi Buru Batzar y exdiputado general de Bizkaia hasta 2003, ha sido consejero de Nostem desde 2010 hasta julio de 2019. Por entonces, con 84 años de edad, Bergara también ejercía la presidencia de la ingeniería Eptisa-Cinsa. Hasta 2019, la constructora vasca Cycasa138 participaba en Residencias Nostem, esta última creada dos años después de que Josu Bergara abandonase su cargo público. 

				Otra sociedad que participaba en Nostem era Talde, presidida por José María Zalbidegoitia, «hombre fuerte de las finanzas» del pnv que también presidió Batzokia sl (propiedad del pnv) hasta 2012. En 1994, Zalbidegoitia afirmaba lo siguiente en relación a las contribuciones que reciben los partidos políticos: «¿Por qué no va a recibir una aportación [de una empresa de obras públicas o de una organización de las empresas del sector] porque defiende una obra pública frente a otro partido que dice que no a la obra pública?».

				En 2013 el partido político Alternatiba afirmaba que «esas puertas giratorias entre los despachos políticos y los despachos de los jefazos de residencias también funcionan en Bizkaia, donde Josu Bergara pasó de diputado general a consejero de Residencias Nostem en uno de esos habituales juegos de prestidigitación que exhibe el pnv». Cuando Xabier Arzalluz realizó unas declaraciones sobre «michelines del partido» y «la grasa que nos sobra», el exconsejero de Salud Iñaki Azkuna y el exdiputado general de Bizkaia Josu Bergara se sintieron aludidos.

				El propio Arzalluz afirmó en 2005 que «no ocultas a los empresarios que tu partido tiene necesidades que cubre con mucha dificultad» y «empiezas a tener la posibilidad de que te den dinero». Añadió que era posible «exigir que te paguen un porcentaje sobre el precio total del encargo: te concedo esta obra, o te recalifico este terreno, o te encargo la fabricación y estos uniformes, o te asigno la contrata de tal o de cual, si tú pagas a mi partido el 4, el 5, el 8 o el 10%»139.

				Sarkis

				Agure Arkaite, gestionada por Agure Servicios Geriátricos, estaba representada por el promotor inmobiliario José Luis Benito, exconsejero de Residencia Salburua sl. De hecho, el grupo Agure cuenta con una residencia en Salburua construida por Sarkis Lagunketa, constructora presidida por Lauren Arrizabalaga, exdirector de Vivienda del Gobierno vasco entre 1981 y 1987. Hasta 2006, este también había sido apoderado de Construcciones Urrutia, constructora que impulsó el proyecto de residencia en Lakua en 2009 en el marco del modelo de colaboración público-privada. Esta fórmula también pretendía ser utilizada en el geriátrico que más tarde se construirá en Abetxuko. 

				Hasta 2016, las dos últimas residencias inauguradas en Gasteiz fueron las de Lakua (2009) y Abetxuko (2014)140. Con un presupuesto de 19 millones de euros, las empresas Gestión Urbanística 2000 y Volvas proyectaron la construcción del edificio de esta última. El empresario jeltzale José Miguel Aguirre141, exalto cargo del Departamento de Industria encabezado por el entonces vicelehendakari Jon Azua y que más tarde participó en la campaña de Iñigo Urkullu a la Lehendakaritza, era propietario de Gestión Urbanística 2000 y del 50% de las acciones de Residencia Abetxuko sa en Gasteiz. En la actualidad, José Miguel Aguirre es representante de Meridiam, máximo accionista de Ekondakin, entidad que explota la polémica incineradora de Zubieta.

				Otra residencia de Gasteiz, Elorri, está gestionada por una empresa vinculada al constructor Antonio Moreira.

				
					
						130.	Urbas se hizo con tres importantes empresas vascas en apenas 17 meses entre 2020 y 2021. Fiscalía Anticorrupción llegó a pedir más de 8 años de cárcel para Ibáñez en abril del 2021. La Oficina Nacional de Investigación del Fraude (onif) lo investiga por hinchar artificialmente el valor de una inmobiliaria que adquirió. Urbas se ha querellado contra un medio de comunicación que filtró parte de la investigación de la onif.

						Urbas ha adquirido Construcciones Urrutia (vinculada a la carrera empresarial de un exalto cargo del Gobierno vasco y con intereses en el sector de las residencias), Murias (perseguía «el liderazgo del sector de la construcción») y Jaureguizar (mantenía una posición de liderazgo en Bizkaia). En sus orígenes, Urbas operó en el sector del transporte de la mano de varios expolíticos simpatizantes del franquismo. Urbas saltó al sector inmobiliario de la mano de un expresidente de Alianza Popular de Catalunya. A finales de la década de los 90, el financiero Javier de la Rosa facilitó casi dos mil millones de pesetas de Grand Tibidabo a un empresario para que comprase Urbas.

					

					
						131.	Humberto Perea ue alcalde de Zeberio entre 2003 y 2011, director gerente de Abando Zierbenako Industrialdea hasta 2010, presidente de la Fundación Residencia Eusebio Aldekoa (2003-2011) y presidente de Fundación Laboral de la Construcción (2014-2017). Desde 2017 ejerce de delegado-gerente de la delegación en Bizkaia de Loterías y Apuestas del Estado.

					

					
						132.	Enrique Otaduy creó una ute con la ayuda del empresario Antonio Pinal, fundador de Bruesa,  constructora que fichó a exconsejeros del Gobierno vasco como Joseba Arregui y José Antonio Maturana antes de verse implicada en los papeles de Bárcenas.

					

					
						133.	El exalcalde Iñigo Lasuen también fue director gerente de Ahel Efficiency sl, alojada en 2013 en la incubadora de empresas del Centro de Desarrollo Empresarial Margen Izquierda y liquidada en 2016. 

					

					
						134.	Durante el periodo en el que el diputado de Hacienda compaginó su cargo público con el de apoderado de Urazca, la Diputación concedió a Urazca tres contratos valorados en 30 millones de euros. De hecho, uno de ellos fue adjudicado por la sociedad foral Bizkaiko Bideak de la que el propio diputado era presidente. Cuando eh Bildu desveló estos datos, el entonces diputado general, José Luis Bilbao, calificó a sus representantes de «carroñeros y canallas». Meses antes, Bilbao anunció que no se iba a presentar a la reelección y presumió de su discreción sobre «fajos de billetes y paraísos fiscales».

					

					
						135.	Una hermana de Itxaso Atutxa está casada con el exalcalde de Leioa Eneko Arruabarrena, en su día protagonista del affaire Pinosolo.

					

					
						136.	Gerozerlan ha venido gestionando la Residencia Txara i en Donostia, la de Zubiaurre en Donostia, Otezuri en Zumaia y el centro Argixao de Zumarraga.

					

					
						137.	Con la adquisición de la vasca Residencias Nostem por parte de DomusVi, el grupo se hizo con las residencias de Arandia en Arrigorriaga y Las Laceras en Balmaseda.

					

					
						138.	Cycasa venía siendo presidida por José Manuel Rodríguez Emaldi, socio del mayor moroso de la cav, Jabyer Fernández, empresario que acumula una deuda con la Hacienda de Bizkaia por valor de 50 millones de euros. Fernández llegó a ingresar en la prisión de Zuera (Zaragoza) a raíz de una sentencia que le condenó a tres años de cárcel por un delito de insolvencia punible. Su hermana cuenta con una sociedad en Malta que aparece en la base de datos de sociedades en paraísos fiscales del Consorcio Internacional de Periodistas que denunció los papeles de Panamá, un affaire en el que estaba implicado el exdiputado general de Bizkaia José Alberto Pradera.

					

					
						139.	Xabier Arzalluz: Así fue, Foca, 2005, p. 347.

					

					
						140.	Según los datos de la asociación de familiares de residentes Babestu, «la Diputación está pagando por las Residencias de Lakua y Abetxuko anualmente, en principio 2.550.000 € y luego sucesivamente más de 3.000.000 €, con lo cual la suma que ya ha abonado pasa de 20.000.000 €». En caso de la de Abetxuko, la institución sacó a concurso la construcción y explotación del equipamiento y se comprometió a abonar en concepto de alquiler 1,79 millones de euros anuales (más iva) durante 37,5 años. En la segunda residencia, la de Lakua, el acuerdo con una empresa privada se firmó por un tiempo de 40 años y el precio comprometido por la Diputación fue de 765.000 euros anuales (más iva).

					

					
						141.	José Miguel Aguirre también llegó a ser consejero de Cuida-M Como En Casa sl, del sector de las residencias y domiciliada en Galdakao. También ha compartido intereses con la familia Olabarri en Oraki sl. Los Olabarri, relacionados con el pnv por elDiario.es, dirigen Construcciones Olabarri, constructora que en su día contrató los servicios del abogado Asier Arzalluz. En Residencia Abetxuko sa, vinculada a la carrera empresarial de José Miguel Aguirre, figura un miembro de la familia Amantegui. Son los Amantegui, según publicaron varios medios en su momento, una saga relacionada con las finanzas del expresidente del pnv Xabier Arzalluz. Además, esta familia apadrinó la carrera empresarial en Argolabe sa de Asier Arzalluz. Los Amantegui han venido administrando Volbas sl, una sociedad vinculada al sector de los residuos.

					

				

			

		

	
		
			
				Anexo 2

				Síntomas de la implantación en Araba y Gipuzkoa de los Jobubis 

				El PNV de Araba modifica normas urbanísticas en Gasteiz que favorecen a IMQ-Igurco

				En 1998, el territorio alavés contaba con un total de 32 residencias en 1998, la mayoría de titularidad pública. A finales de la década de los 2000, del total que había en Araba un 48,9% eran privadas. En la actualidad, eh Bildu Araba cifra en un 60% el porcentaje de residencias privadas en el territorio. Cinco grupos privados se reparten un tercio de las plazas privadas en Araba.

				En 2016, Gasteiz había impulsado un cambio urbanístico para fomentar las residencias privadas. La Junta de Gobierno aprobaba una modificación urbanística que permite que la iniciativa privada abra proyectos de este tipo sin depender de la participación de las instituciones, imprescindible hasta ese momento. El cambio afectó a una condición relacionada con la compatibilidad del uso de equipamiento asistencial en parcelas calificadas como de «uso global terciario», en el que se incluyen hoteles, oficinas, bancos y comercios. Dicho requisito establecía que únicamente se permite el uso asistencial en esas parcelas «cuando se trate de residencias de la tercera edad dependientes de la administración pública».

				La modificación del pgou de Gasteiz llegó en un momento «caliente» en materia asistencial. Los propietarios del edificio que albergó el hotel Gasteiz, inmueble que llevaba cuatro años cerrado, estudiaban la posibilidad de reabrirlo como residencia de mayores.

				En diciembre del 2020, eh Bildu consideraba un «error» y una «irresponsabilidad» el acuerdo entre el ayuntamiento y diputación en materia de servicios sociales. Según eh Bildu, la política de socialistas y jeltzales lleva a la privatización de plazas públicas de residencias de mayores y esta decisión tendrá consecuencias «graves» en las arcas municipales, ya que dejarán de ingresar más de un millón de euros. Además, se eliminarán 139 plazas residenciales públicas para personas mayores en la residencia San Prudencio. 

				En palabras de la asociación de familiares de dependientes Babestu Araba, «nos parece especialmente grave por parte de Diputación no haber cumplido el mandato de las Juntas Generales realizado por unanimidad en febrero del 2016, de crear nuevas plazas para la ciudad de Vitoria-Gasteiz, habiendo transcurrido casi tres años, donde además se concretaba la ampliación de la Residencia San Prudencio en 60 plazas más, cuestión que tampoco se ha cumplido». Añadía eh Bildu que tras el acuerdo entre el ayuntamiento y diputación, los usuarios pasarán a ser atendidos en Arabarren cuando finalicen las obras.

				En la resolución de 25 de enero de 2021 del director de Administración Ambiental, «se formula la Modificación de las Normas Particulares del uso terciario del pgou de Vitoria-Gasteiz, para regular la compatibilidad del uso asistencial». El objeto del plan era «incorporar una modificación en la regulación del uso terciario regulado en el Plan General de Ordenación Urbana (pgou) de Vitoria-Gasteiz». Concretamente consistía en «facilitar la construcción de residencias privadas de la tercera edad, o con otras finalidades asistenciales, en parcelas reservadas urbanísticamente para uso terciario (comercial, oficinas y bancos u hostelero)». Hasta aquel momento, el pgou de Gasteiz permitía «un solo uso asistencial en esas parcelas: residencias para la tercera edad dependientes de la administración pública».

				La Diputación de Araba y grupo Mondragon habían llegado a un acuerdo para promover el complejo residencial de Arabarren. lks, grupo Mondragon, contó con el asesoramiento del exburukide Iñaki Isasi, director de operaciones de imq-Igurco, para constituir la cooperativa Arabarren. Iñaki Artaza, director asistencial del grupo imq Igurco hasta febrero del 2021, es ahora director de Innovación, Sistemas de Gestión y Evaluación en Departamento de Políticas Sociales de la Diputación de Araba. 

				Babestu denuncia que «siguiendo en la misma línea de privatización, creando listas de espera enormes y que están prohibidas desde finales de 2016, se están construyendo 148 plazas de la empresa Sanitas detrás del seminario y hay un Convenio Marco de imq lgurco con Diputación Foral de Araba y Corporación Mondragon para 150 plazas destinadas a incrementar la oferta residencial privada para personas mayores con discapacidad física». «La privatización de los cuidados como con Arabarren no es más que la seguidilla de las políticas de precariedad de pnv y pse», denuncia eh Bildu Araba. 

				imq-Igurco mantenía por entonces un contencioso con el Gobierno vasco por discrepancias en las cantidades a pagar como compensación por la atención de pacientes con Covid, parte de los cuales fueron derivados a sus clínicas privadas debido a la saturación de los centros públicos. Mientras tanto, la residencia Arana que fue propiedad de la Diputación de Araba y también fue una clínica continuaba cerrada desde hace ya varios años a espera del resultado de una subasta por la que nadie se interesaba.

				

				

				Las residencias de Kabia, para el sector privado

				«Bildu está poniendo en riesgo la pervivencia del modelo de gestión de las políticas sociales de Gipuzkoa»
Markel Olano, diputado general de Gipuzkoa, por entonces en la oposición (10-x-2014)

				En Gipuzkoa, al menos 22 del total de 65 que componen su red de residencias, están en manos de la Diputación y el organismo foral Kabia. Ocho residencias de titularidad foral que se vienen siendo gestionadas de forma indirecta por empresas privadas: cuatro por Biharko sl, dos por Gerozerlan sl y otra por Sanitas. Además, hay tres residencias integradas en Kabia que se han venido gestionando por empresas privadas: dos por Biharko y otra por el grupo DomusVi. 

				En julio del 2019, Kabia, organismo autónomo de la Diputación de Gipuzkoa, adjudicó a Biharko Gipuzkoa sl (creada por los exburukides Iñigo Lasuen y Xabier Aguiriano) el contrato para dos años de servicios de residencia, psicogeriatría, centro de día y apartamentos tutelados en el centro residencial para personas mayores de Azkoitia por un importe de 5,2 millones de euros.

				En septiembre del 2019, Kabia adjudicó el contrato para dos años de servicios de residencia, psicogeriatría y centro de día en el centro residencial para personas mayores Atsobakar de Lasarte-Oria a Quavitae (su director territorial hasta 2017 fue el exburukide Iñaki Isasi) por un importe de 5,8 millones de euros. Quavitae Bizi Kalitatea pertenece al grupo DomusVi. Este grupo también gestiona las residencias privadas donostiarras Berra y Villa Sacramento, esta última propiedad de Healthcare Activos.

				La residencia San Jose de Ordizia, integrada en Kabia, ha venido trabajando con la subcontrata Eulen: vinculada a la carrera del exministro de Interior Jaime Mayor Oreja. Las residencias de Bergara142, Errenteria y San Juan de Zumaia, integradas en Kabia, también han venido contratando servicios con Eulen.

				En la residencia de Zumaia presta sus servicios Zaintzen sa, del Grupo Clece. El director de la fundación de acs, grupo al que pertenece Clece, está dirigida por un hermano de Jaime Mayor Oreja. Clece143 la controlan los millonarios Florentino Pérez, Alberto Cortina y Alberto Alcocer144, junto al fondo de inversión BlackRock y al banco de inversión Goldman Sachs, los dos últimos han venido siendo accionistas de Euskaltel. El Grupo Clece145 (ocupa la primera posición en el ranking de empresas de limpieza general de edificios del Estado español) ha sido denunciado por el sindicato ugt de Andalucía por obligar a las limpiadoras de varios hospitales a gestionar residuos sanitarios del Covid.

				La residencia Iurramendi de Tolosa, integrada en el organismo foral Kabia, trabaja con la subcontrata Zu eta Biok S Coop y la empresa de servicios Sesosgi sl: creada por un expresidente de la Sociedad Vasca de Geriatría y Gerontología Zahartzaroa y participada por la mercantil Equinoccio Viaje. Sesosgi también ha venido prestado servicios en la residencia de Errenteria. 

				La residencia Iturbide de Arrasate está integrada en el organismo foral Kabia, pero en ella parte de los servicios están en manos de Aita Menni Zerbitzu Sozialak sl. Aita Menni también gestiona la residencia de Oñati integrada en Kabia. La residencia de Kabia ubicada en Villabona también venía contratando parte de sus servicios a Aita Menni, anteriormente a la empresa Geriátrica Catalunya y en 2019 comenzó a prestar esos servicios la empresa Arquisocial sl: una mercantil propiedad de Urbaser, en su día propiedad del grupo acs y en la actualidad adjudicataria de la incineradora de Zubieta. 

				El resto de residencias integradas en Kabia están en Andoain, Bergara, Errenteria, Oñati, Eibar y Pasaia. Kabia trataba de integrar durante el año 2020 las residencias de Irun y Hernani.

				
					
						142.	En la residencia de Bergara también ha trabajado Lahar Elkargoa, entidad que formó la ute Aldakoenea con la mercantil Biharko, creada por los jelkides Iñigo Lasuen y Xabier Aguiriano.

					

					
						143.	asade es una gran asociación patronal de entidades de servicios de atención a domicilio integrada por, entre otras: Clece, Sacyr Social, ohl Servicios y Urbaser. asade está asociada a la Confederación Española de Organizaciones Empresariales, ceoe.

					

					
						144.	Conocidos como «los Albertos» y protagonistas del affaire de las Torres KIO.

					

					
						145.	Clece es otra de las grandes del sector, con unos beneficios de 37,6 millones de euros en 2018. Es la segunda mayor operadora en cuanto a implantación autonómica con sus 84 geriátricos. Gestiona 66 residencias y tiene una delegación en Leioa para desarrollar su implantación en la cav. Ya está presente en la residencia Altos Hornos de Barakaldo y aspira a gestionar otra residencia en Donostia. A través de su filial vasca Zaintzen, viene prestando servicios en tres residencias más: León de Trucios en Balmaseda, residencia de Pasaia y residencia de Zumaia, esta última integrada en el organismo foral Kabia. Clece Zaintzen opera en el sector de ayuda a domicilio en la cav y cuenta con una residencia en el municipio navarro de Corella.

					

				

			

		

	
		
			
				Anexo 3

				Otras asociaciones de la patronal de las residencias

				En 2013, las trabajadoras del sector de residencias de Bizkaia denunciaron ante la sede de la patronal vizcaína cebek «la nula voluntad negociadora de la patronal» y lamentaron que a «cebek se han unido las organizaciones gesca, lares, arpabi146 y aerebiz, que pretenden aplicar un retroceso en las condiciones de las trabajadoras, aplicando en la totalidad las cláusulas regresivas de las reformas laborales».

				LARES

				Manuel Merino preside lares Euskadi (antes Asociación Empresarial de Centros Socio-Sanitarios Católicos de la Comunidad Autónoma de Euskadi) en representación de Cáritas147. lares Bizkaia engloba a 32 residencias: 13 en Bizkaia, 15 en Gipuzkoa y cuatro en Araba148. lares ha llegado a representar el 27% de las residencias en Gipuzkoa hasta 2017. Se trata de residencias sin aparente ánimo de lucro como la de Portugalete, gestionada por Aspaldiko Fundazioa, el mayor geriátrico de Bizkaia en 2016 con sus 307 plazas y en la que a fecha de 21 de abril del 2021 han fallecido 12 residentes con Covid. 

				lares también engloba a la residencia de Barakaldo en manos de Miranda Fundazioa (a fecha de 21 de abril del 2021, en esta residencia habían fallecido 14 residentes con coronavirus), la Casa de la Misericordia de Bilbao (con 15 fallecidos), la residencia bilbaína de la Fundación Conde Aresti (con 18 fallecidos) y tres residencias de las Hermanas Hospitalarias Aita Menni, entre otras. En la residencia Txurdinagabarri de Aita Menni han fallecido 21 residentes con Covid y en la residencia Joxe Miel Barandiaran son tres los residentes fallecidos.

				ELBE, nacida de AEREBIZ 

				Ana Urrutia Beasko ha presidido la Asociación Empresarial de Residencias de Bizkaia (aerebiz). aerebiz creó elbe: Euskadiko Laguntza Baliabideen Elkartea-Asociación de Recursos Asistenciales de Euskadi, la tercera gran asociación de la patronal de las residencias en Bizkaia (alrededor del 25-30% de las camas del territorio) que ha venido presidiendo la propia Ana Urrutia, directora gerente del grupo Torrezuri. En la actualidad, elbe está presidida por Gorka Yáñez y se integra en el Círculo Empresarial de Atención a Personas, ceaps: «organismo estatal de la dependencia más importante de España en cuanto a plazas y representatividad». ceaps está asociada a la Confederación Española de Organizaciones Empresariales, ceoe149.

				Según la propia elbe, «nace de la mano de aerebiz (Asociación Empresarial de Residencias de Bizkaia) con la vocación de ampliar geográficamente el ámbito de actividad de la Asociación aerebiz, pasando así de tener una presencia provincial a dotarse de un rango autonómico y abriendo también genéricamente la participación a entidades diferentes de las que originalmente participaban en aerebiz». Su objetivo es «integrar en elbe todos los recursos asistenciales de Euskadi, de forma que en ella confluyamos Residencias, Centros de Día, Entidades de Ayuda a Domicilio y Viviendas Comunitarias, constituyendo así una patronal que llegue a ser el referente del sector asistencial de nuestra comunidad autónoma». aerebiz ha venido siendo cliente de la consultora Gerekon, cuyo socio director fue el primer portavoz de la asociación de la patronal de residencias gesca.

				En 2010, aerebiz aglutinaba a 34 de los 114 centros privados de Bizkaia, entre ellos la residencia Aitzea de Gamiz-Fika que en su web se anuncia como «un lujo a su alcance». Por entonces, las residencias de Bizkaia eran las más caras del Estado español y aerebiz atribuía el alto coste de las tarifas a «un convenio» de las trabajadoras «bastante más alto que el estatal, con diferencias de unos 300 euros más al mes entre un trabajador vasco y otro de otra autonomía». 

				GEREA y CREA/AEZE, en Araba

				Mariano San Vicente, exrepresentante del Hospital de Cuidados Sanonofre en calidad de administrador único de Clínica Álava y excandidato en las listas de upyd al ayuntamiento de Gasteiz, ha venido ejerciendo de presidente de gerea en la patronal de residencias en Araba. San Vicente afirmó, en relación con el acuerdo que puso fin al paro en la residencia Ariznavarra en 2003 y supuso un incremento de sueldos para sus operarios, que «si se generalizan los salarios que deberá pagar la empresa Quavitae en Ariznavarra, pueden acabar con gran parte del sector». 

				El exrepresentante del grupo Antzina en la residencia San Antonio de Gasteiz, grupo que gestionaba la residencia San Francisco Javier, era Miguel Ancín, otro de los fundadores de gerea en Araba150. El 19 de enero del 2021, eh Bildu pidió a la Diputación de Araba controlar las residencias privadas ante los «casos alarmantes» desvelados por las inspecciones en centros privados como el de San Francisco Javier (del grupo Antzina) y el de Agure Arkaiate en Zabalgana, esta última sancionada en 2019 por asistencia inadecuada. 

				La dirección del San Francisco Javier ya había anunciado su intención de cerrar el centro tras haberse infectado nueve de los 12 residentes y el fallecimiento de dos de ellos. Inspección de la Diputación notificó a esta residencia que le abrían dos expedientes sancionadores por atar injustificadamente a los mayores (infracción muy grave) y por no cumplir los protocolos de prevención contra el coronavirus (falta grave), cuyas multas pueden alcanzar los 660.000 euros. Diputación rechazó intervenir en las residencias privadas y consideraba «puntuales» las deficiencias. En el caso de la residencia Agure Arkaiate, la inspección reveló que, en pleno brote (con un residente fallecido entre los 12 usuarios) siguieron trabajando empleadas que habían contraído el virus. El acta también menciona la existencia de dos mayores enfermos «deambulantes». 

				En abril del 2021, el Gobierno vasco puso en marcha «el proceso de reflexión sobre el modelo residencial para personas mayores en Euskadi», integrado por un «panel de expertos» que cuenta con 13 miembros. Entre ellos figuran: Jorge Morales, director general del Grupo Urgatzi (integrado una asociación patronal del sector de las residencias de Bizkaia denominada gesca); Laura Rodríguez, directora de Caser Betharram (el grupo Caser está integrado en gesca); Naiara Fernández, geriatra y directora asistencial en el grupo imq-Igurco (este grupo también está integrado en gesca); Álvaro Mosquera, responsable del servicio psicosocial en la Fundación Aspaldiko (integrada en una asociación patronal del sector de las residencias denominada lares); José Antonio Ezkerra, presidente de lares; Ana Urrutia, directora del grupo Torrezuri, presidenta de la Fundación Cuidados Dignos y expresidenta de la Asociación Empresarial de Residencias de Bizkaia y de la Asociación de Recursos Asistenciales de Euskadi (elbe, una asociación de la patronal de las residencias); y Judith Salazar, directora del centro Lizaran y miembro de la dirección de centros residenciales de Matia Fundazioa, fundación que representa una parte de las asociaciones patronales del sector de las residencias en Gipuzkoa.

				crea/aeze, la nueva asociación de la patronal de las residencias privadas de Araba, ha depositado sus estatutos en julio del 2021. Aglutina ya a 44 de las 67 residencias privadas que operan en Araba. Sus fundadores representaban a siete geriátricos. 

				Cuenta con el asesoramiento de bk Consulting. En mayo del 2021, el sindicato ela denunció «la pésima gestión de la dirección, el cierre de la Residencia Alarte, el despido de sus 11 trabajadoras y el impago de 3 meses de salarios». bk Consulting, contratada por Alarte, ha presentado un concurso de acreedores en el que intenta argumentar que el cierre de la empresa, la reubicación de sus 14 usuarios y el despido de sus 11 trabajadoras era un final inevitable por «falta de liquidez» debido a la «baja ocupación». En 2014, el sindicato ccoo denunció ante Inspección de Trabajo y Seguridad Social de Araba a la empresa bk Consulting ante el «incumplimiento continuado del convenio colectivo de Técnicos Tributarios».

				En 2019, el grupo imq-Igurco cerró la compra del Hospital de Cuidados Sanonofre, al que nos hemos referido anteriormente. El número dos de crea/aeze es Josu Alda, exdirector de la residencia de Unbe del grupo imq-Igurco y que ahora ejerce de representante del grupo Albertia. El grupo bodeguero Rioja Alta, propietario de Albertia, con tres centros residenciales en Gasteiz, está presidido por Guillermo de Aranzabal: hijo de un vicepresidente de la patronal vasca confebask que fue cofundador de la patronal alavesa sea. 

				crea/aeze está presidida por Lucía Cadavid, en representación del grupo Mikelats. Entre las fundadoras de crea/aeze figura la exdirectora de la Residencia Caser Artxanda, Virginia Lizarraga, directora de la Residencia Gorbea que ejerce de representante de Nuevas Actividades Constructivas sl. Esta última, una sociedad creada por el constructor Rafael Ogueta. Al constructor le pilló el estallido de la burbuja inmobiliaria del 2008 con cinco chalés a medio construir en Murgia y decidió construir allí una residencia geriátrica de «alto standing».

				Otro de los fundadores de crea/aeze es Luis Fernando Muñiz Valles, en representación de la entidad Asistencia Geriátrica Iruña y apoderado de la Residencia Ariñez. Fue administrador de Asistencia Geriátrica Vi Tal sl y director de administración de la ikastola Olabide. En la actualidad es jefe administrativo de Lan Anitz sl. Entre el resto de los fundadores figuran Kesia Gómez (en representación de la Aitona Etxea); María Blanca Velasco (Residencia Tagore); y Miguel Ángel Besga, en representación de Residencia Murua

				
					
						146.	En 2010, la patronal de pequeñas residencias de Bizkaia, arpabi, agrupaba en el territorio a cerca de 80 empresas, 70 de ellas ubicadas en Bilbao. Los representantes de esta asociación estaban vinculados al grupo Sarrikue y a Rodríguez de Andoin Servicios Integrales, esta última gestionaba una residencia en Bilbao que fue sancionada por incumplimiento de la normativa en 2016. En octubre del 2021, la residencia Rodríguez de Andoin v de Portugalete registró un brote de Covid que dejaba en el centro 50 usuarios y 11 profesionales contagiados. Personas que han desfilado por el consejo de Rodríguez de Andoin Servicios Integrales han venido ocupando diversos cargos en los consejos de administración de Residencia Elguezabal y Etxeder en Portugalete, Eguileor en Bilbao y Tabira Berri en Durango. Uno de los consejeros de Rodríguez de Andoin Servicios Integrales ha compartido intereses societarios con el Grupo Lekuona Tercera Edad: Residencias Berastegui, Arbolantxa, Mazarredo, Santa María de Gatika, Zamakola y Lekuona en Bilbao y Centro Residencial Sanfuentes en Abanto y Zierbena. Otro de los consejeros de Rodríguez de Andoin Servicios Integrales es administrador de Hiriberri Servicios Globales, dedicada a la «prestación de servicios en residencias para la tercera edad».

					

					
						147.	En 2018, el conjunto de las organizaciones privadas con fin lucrativo gestionaba casi un 70% de los empleados (empleos efectivos) del sector de las residencias en el Estado español, según un estudio publicado en la revista de servicios sociales Zerbitzuan. Las instituciones religiosas solo englobaban el 6,3% de los empleos gestionados directamente, dato que contrasta con el hecho de que eran titulares del 39,77% de las residencias, un 43,5% del total del sector no lucrativo, lo cual indicaba que contrataban externamente la gestión de la mayoría de sus centros, según el citado estudio.

					

					
						148.	lares cuenta entre sus asociados en Araba a la Residencia Sacerdotal J. Goikoetxeaundia, Residencia Juan Pablo i, Residencia Purisima Concepción y Residencia Nuestra Señora de las Mercedes. En Gipuzkoa lares también tiene como asociados a la Residencia San José de la Montaña, Residencia San Gabriel, Residencia San Martin Egoitza, Residencia Mikel Deuna Egoitza, Hurkoa Zainduz Fundazioa, Residencia Santa Ana Egoitza, Fundación Zorroaga, Residencia Nuestra Señora de la Merced, Madre Mª Josefa, Fundación Juan Maria Vianney y Residencia Cruz Roja. En Bizkaia los asociados a lares son: Fundadora Siervas de Jesús, Fundación Residencia Calzada, Fundación Hospital Asilo de Nuestra Señora de los Desamparados, Fundación Beato Domingo Iturrate, Residencia Fundación Asilo Elorduy, Residencia Fundación Benéfica Nicolás Domingo de Arrotegui, Residencia Fundación San José Etxe Alai y Fundación Uribarren Abaroa. Según Federación lares, con sede en Madrid, «aglutina a más de 600 residencias de ancianos repartidas en 17 comunidades autónomas, que atienden a un total de cuarenta mil usuarios».

					

					
						149.	ceaps también está asociada a la ceoe la Federación Empresarial de la Dependencia, fed, cuyo secretario general es José Alberto Echevarría, a su vez presidente de la patronal europea European Confederation of Care Home Organisations (echo). ceaps afirma representar «a más de 1.800 empresas, en su mayoría pymes, que emplean a más de 90.000 trabajadores y que gestiona más de 180.000 plazas y servicios para mejorar la vida de las personas mayores y sus familias». Se apoya en «asociaciones de Cataluña, Madrid, Comunidad Valencia, Castilla-la Mancha, Castilla León, Andalucía, Aragón, Extremadura, Navarra, País vasco, Asturias y Galicia.

					

					
						150.	Entre los fundadores de gerea también había representantes de firmas del sector como Lagunduz y Egoizer.

					

				

			

		

	
		
			
				Anexo 4

				los burukides se encaran con las trabajadoras de osakidetza

				«¿Este es vuestro puesto de trabajo habitual?»
El lehendakari Iñigo Urkullu dirigiéndose a sindicalistas que se manifestaban contra los recortes en sanidad (1-x-2014)

				Joseba Egibar, presidente del pnv en Gipuzkoa y padrino de los exburukides condenados por corrupción en 2019 en el marco del denominado caso De Miguel, se mostró amenazante frente a las trabajadoras de las residencias. En este link se puede ver un vídeo que muestra el talante de Egibar frente a las huelgas en el sector de las residencias:

				https://twitter.com/eidergorostiza/status/1132203932950892544?lang=en 

				El director del Hospital de Santa Marina, el exedil del pnv José Luis Sabas, cesado tras vacunarse indebidamente, se encaró con trabajadoras del citado hospital cuando reivindicaron que les hicieran el test del Covid-19, un episodio recogido en este enlace https://twitter.com/goikodeustu/status/1250899348520685570 

				Fue omitido por etb pese a que la secuencia se podía ver en este otro vídeo de la cadena pública: https://www.eitb.eus/es/noticias/sociedad/videos/detalle/7171593/el-hospital-santa-marina-bilbao-acoge-pacientes-covid19-mayores/

				El lehendakari Iñigo Urkullu también se ha encarado con empleados de Osakidetza, tal y como recogen estas imágenes: https://www.diariovasco.com/economia/201410/02/urkullu-encara-sindicalistas-clamaban-20141002000622-v.html

				https://www.elcorreo.com/fotos/politica/201410/03/lado-impulsivo-lehendakari-3091565099094-mm.html?edition=

				Además, Urkullu ha llegado a ser abucheado por trabajadores de Osakidetza durante una de sus últimas visitas al Hospital de Cruces, una situación tensa que recoge este vídeo: https://www.eitb.eus/es/noticias/sociedad/detalle/7226589/coronavirus-covid19-abucheos-gritos-urkullu-murga-cruces/

			

		

	
		
			
				Anexo 5

				Fondos europeos para el privatizado sector de los cuidados en hego Euskal Herria

				Sobre los planes para hacerse con fondos europeos, el periodista Ekaitz Cancela afirma que «la única estrategia peneuvista en esta crisis histórica es profundamente reaccionaria: que lo viejo parezca nuevo».

				Pese a la crisis generada por la pandemia, el privatizado sector de los cuidados sigue siendo un negocio boyante apoyado con fondos públicos. En enero del 2021 se pudo saber que las comunidades recibirán al menos 361,7 millones de euros de los fondos europeos para invertir en residencias. En esas fechas, la Diputación de Bizkaia anunciaba un cambio de ubicación para el Nagusi Intelligence Centre, proyecto que sufre dilaciones desde 2018 y ha terminado siendo inaugurado el 13 de octubre de 2021.

				En abril del 2021, el Gobierno vasco puso en marcha «el proceso de reflexión sobre el modelo residencial para personas mayores en Euskadi». Se realizará «de la mano de Agenda Nagusi, el modelo de participación público-social con las personas mayores del Gobierno vasco que ya viene apostando por la participación ciudadana en la toma de decisiones». En el proceso está previsto incluir «tres entrevistas, cuatro foros de debate, dos encuentros denominados Ages Cafés (respetando en todo momento las medidas sanitarias), un programa de Agenda Nagusi Telebista que se emitirá online y un cuestionario abierto en la página web de Irekia».

				El Gobierno de Lakua ya había aprobado en julio del 2019 un decreto que establecía los requisitos materiales, funcionales y de personal a aplicar en centros residenciales. Su finalidad era regular los requisitos que deben reunir las residencias, definir el modelo de atención y las condiciones para su autorización de funcionamiento, acreditación y homologación, actualizando la normativa del momento, que databa de 1998 con retoques realizados en 2005 y 2006. El decreto fue ampliamente reprobado por sindicatos, asociaciones de familiares de residentes y buena parte de la oposición política. 

				Meses después, el Gobierno navarro aprobaba un decreto que establecía algunas condiciones para la apertura de nuevas residenciales para mayores. Según la nota oficial, para ello «recogió opiniones de las organizaciones sindicales del sector sociosanitario, grupos políticos y órganos consultivos como el Consejo Navarro de Personas Mayores».

				En febrero del 2021, el Gobierno de Navarra manifestó que el departamento de Derechos Sociales había presentado 11 proyectos al Ministerio de Derechos Sociales, en el marco de los fondos europeos, por valor de casi 40 millones de euros. La inversión más importante, con una dotación próxima a los 20 millones, correspondía a un proyecto dirigido a promover el cambio de modelo en las residencias de ancianos y centros de día para personas mayores o con discapacidad. Otro de los proyectos, por valor de 1,75 millones, intervendrá directamente en los centros residenciales para la modernización tecnológica de los mismos.

				El proyecto del Gobierno vasco denominado «Economía de los cuidados» supone una inversión de más de 282 millones de euros, de los cuales más 204 millones de fondos Next Generation de la ue. Para hacerse con fondos Next Generation de la ue, uno de los proyectos del Gobierno navarro pretende activar un programa de innovación en los cuidados de larga duración, para el que el área de Derechos Sociales prevé destinar 53,8 millones. 

				Adinberri, «proyecto de adaptación de la red de centros residenciales de personas mayores en Euskadi hacia modelos convivenciales centrados en la persona», cuenta con 120 millones de euros de inversión, 72 de ellos de fondos de la ue. La inversión en «Gipuzkoa Territorio de Cuidados» asciende a 12,6 millones, de ellos 3,5 de fondos europeos. El futuro Centro Intergeneracional de Getxo (inversión total de 13,3 millones, 6,5 de la ue) «busca favorecer la convivencia entre mayores y jóvenes en la Nagusien Etxea de Romo, que será derribada». El proyecto Etxetic (inversión de 56,5 millones, 38 de la ue) tiene previsto que seis centros en Bizkaia monitoricen «a distancia a dependientes pera alargar la permanencia en el hogar y retrasar su llegada a las residencias». La Diputación de Araba planea una inversión de 150 millones en un centro de investigación del envejecimiento y aspira a recibir 123,8 millones de la ue.

			

		

	
		
			
				Anexo 6

				Incidencia de la pandemia en residencias privadas de Nafarroa

				ela afirma que uno de cada cinco residentes se contagió durante la primera ola de la pandemia. «La residencia de Milagro, Padre Menni de Pamplona, Santo Domingo de Estella, la clínica de salud mental Mentalia de Olave, el centro de discapacidad San José, la residencia Andra Mari de Lesaka, la Clínica San Fermin de Pamplona, en Tudela, Peralta, en el psico-geriátrico Benito Meni de Elizondo o en las residencias de Tafalla, Viana y Sesma. Estos, desgraciadamente, solo son algunos ejemplos», añade el sindicato. Dos de los centros citados ya habían sido sancionados en 2018: la residencia Padre Menni fue multada por no disponer de personal suficiente y el centro Benito Meni de Elizondo por el mismo motivo. 

				Según declaró Eva Aranguren, edil de eh Bildu en Iruñea, hasta junio del 2020 cuatro centros de mayores de la capital aglutinaban el 38% de personas fallecidas por coronavirus en las residencias navarras: una de ella era de Seresgerna, Meca (con 66 fallecidos); dos de Amavir (Oblatas, con 38 defunciones y Argaray con 35); y otra de Solera (La Vaguada, 17 fallecidos). 

				Dos de las citadas por Eva Aranguren ya habían sido sancionadas con anterioridad. En 2014, la residencia Amavir Argaray de Iruñea con 12.001 euros tras una inspección administrativa. Cuatro años más tarde, en 2018, La Vaguada por no disponer de personal suficiente. En 2019, fue sancionada la residencia Urban del grupo Solera en Iruñea, con una multa de 15.000 euros por falta de autorización.

				A mediados de mayo del 2020, en las residencias de Amavir en Nafarroa se cifraban oficialmente los siguientes contagios y fallecimientos con coronavirus: en Mutilva (200 plazas) entre sus residentes se contagiaron 87 y 11 habían fallecido con Covid; en la residencia Argaray de Iruñea (171 plazas) se contagiaron 87 residentes, se confirmaron 15 fallecimientos con Covid y 20 fallecimientos más no estaban confirmados; en la residencia Oblatas de Iruñea (173 plazas) se contagiaron 97 residentes, se confirmaron 18 fallecimientos con Covid y 21 fallecimientos más no estaban confirmados. 

				Los trabajadores del centro Amavir Ibañeta, con 50 plazas en Erro, se encontraban «desolados» a principios de enero del 2021, debido a que días después de recibir la primera dosis de la vacuna y tras lograr salvar sin ningún contagio las dos olas anteriores de la pandemia se confirmó la existencia de un brote de coronavirus con 17 casos positivos entre residentes y dos más entre los trabajadores del centro. 

				A mediados de mayo del 2020, en las residencias de San Adrián de DomusVi, con 138 plazas) se cifraban oficialmente los siguientes contagios y fallecimientos con coronavirus: 97 residentes se contagiaron y 23 habían fallecido con Covid. Días después de comenzar la campaña de vacunación de la segunda dosis en esta residencia, a finales de enero se produjo un brote con 15 positivos entre los residentes. Para mediados de mayo del 2020, en la residencia Sanitas El Mirador de Iruñea se confirmaron cinco fallecimientos con Covid y un fallecimiento más no estaba confirmado. 

				En 2019, el sindicato lab había denunciado que la situación de la residencia de Elizondo, sancionada en 2017 por no disponer de personal suficiente, «vuelve a demostrar que la precariedad es la única consecuencia de la privatización de los servicios públicos». En la residencia Joaquín Iriarte de Elizondo, con 155 plazas y gestionada por el operador local Idea, a mediados de mayo del 2020 se cifraban los siguientes contagios y fallecimientos con coronavirus: 78 residentes se contagiaron y 16 habían fallecido con Covid.

			

		

	
		
			
				Anexo 7

				El cártel de los comedores escolares también opera en las residencias

				Según ehige, «el sistema hospitalario público de la capv gasta alrededor de 7,5 millones de euros en la compra de comida, además el servicio de cocina (personal, mantenimiento, utillaje, otros) asciende a más de 47 millones de euros». «Sumando las residencias y los centros de día de titularidad pública (unos 60 millones de euros), llegamos a 110 millones de euros, como monto de compra pública alimentaria más allá de los comedores escolares», añade.

				Las empresas del cártel de comedores escolares de la cav también operan en el sector de las residencias151. «Una de cada tres comidas que se sirven en los comedores escolares en Euskadi la sirve una sola empresa, Auzo Lagun, que controla el 34% del mercado», señala ehige. Auzo Lagun, bajo la marca Ausolan, opera en el sector de la alimentación en las residencias para mayores. Aunque el 60% de sus clientes son comedores escolares, un 20% son centros residenciales y otro 10% centros hospitalarios. 

				Gastronomía Baska es proveedora de varias residencias, entre ellas la de Fundación Miranda en Barakaldo, Sarrikue en Bilbao, San Antonio de Bilbao, Truiondo de Zamudio, Barrika Barri en Barrika y San José Etxe Alai de Mungia. Además, Baska está a cargo del catering de Ajuria Enea, sede de la Lehendakaritza. La página web de Gastronomía Cantábrica, Gasca, publicita que entre sus clientes figuran la residencia Gazteluondo de Bilbao, Residencia Olimpia Egoitza de Bilbao, Residencia Bizkotxalde de Basauri, Residencia Arandia de Arrigorriaga, Residencia Albiz Santiago Llanos de Sestao y Residencia Juan Pablo i de Gasteiz. Además, prestaba sus servicios en el hospital de Santa Marina.

				El grupo Tamar152 presume de contar «con una división especializada en salud que atiende Hospitales, Clínicas, Residencias, Centros Geriátricos de día, Centros de Educación Especial y cualquier otro centro donde se requiera de una alimentación y atención especializada». Sodexo ha venido gestionando el servicio de restauración de algunas residencias de Igurco y de Matia Fundazioa. Eurest Euskadi, creada por el grupo británico Compass, opera en centros hospitalarios de la cav a través de la marca Medirest153. El grupo navarro de residencias Amma ha venido trabajando con Eurest154. 

				En 2010, una jornada de huelga del personal de cocina de Osakidetza «roza el 100%», según declaraciones de los sindicatos convocantes. Diez años después, «ambulancias, comedores de hospital y limpieza se suman a los tres días de huelga sanitaria en Euskadi», tituló elDiario.es en octubre del 2020. 

				
					
						151.	El dictamen de la comisión parlamentaria sobre el cártel de los comedores de los centros de enseñanza públicos de la cav concluyó que desde 2003 un grupo de empresas se repartieron el mayor contrato y generaron un sobrecoste de hasta 80,2 millones de euros. En el grupo de empresas figuraban: Auzolagun, Cocina Central Goñi, Cocina Central Magui, Gastronomía Baska, Gastronomía Cantábrica, Eurest y Tamar Las Arenas.

					

					
						152.	En 2009, un juzgado de Bilbao condenó a la caja de ahorros bbk a readmitir a cuatro trabajadoras subcontratadas en su día en la Residencia Reina de la Paz de Bilbao y a indemnizar por despido improcedente a otras catorce empleadas del servicio de comidas que por entonces estaba subcontratado a Tamar Las Arenas.

					

					
						153.	Familiares de los 200 usuarios del centro foral Ariznabarra de Gasteiz, e incluso los propios cocineros, tramitaron quejas por las carencias en el servicio en 2018 que por entonces prestaba Medirest. El asunto provocó la convocatoria de una huelga de 15 días. Siete meses duró el conflicto de las trabajadoras de la cocina en la residencia durante el año 2018. El servicio de cocina fue externalizado en julio de 2017, con el beneplácito de la Diputación. A partir de ahí, se les dejó de aplicar el Pacto de la Residencia y Centro de Día Ariznavarra, pasando a aplicarles el Convenio Estatal de Residencias Privadas, «provocando con ello la precarización de sus condiciones laborales y una doble escala salarial entre el personal subrogado y el de nueva contratación», denunciaba el sindicato ela.

					

					
						154.	Eurest ha sido denunciada por la calidad de sus comidas en centros sanitarios de Madrid y está a cargo del servicio de comidas del faraónico hospital Isabel Zendal de Madrid. El periodista de La Marea, Antonio Maestre, publicó en Twitter algunas fotos sobre la comida que suministra Eurest al hospital madrileño que valen más que mil palabras. En 2017, el servicio de alimentación en la Osi Barrualde-Galdakao fue adjudicado a Eurest por más de tres millones de euros. Un año más tarde fue adjudicataria de este servicio en la osi Barakaldo-Sestao por más de un millón de euros. En 2020, también le adjudicaron el servicio de alimentación del hospital de Urduliz, un contrato que asciende a más de un millón de euros.

					

				

			

		

	
		
			
				Anexo 8

				Huelga en las subcontratas de ambulancias, «potencial vector de contagio»

				Mientras el personal del servicio de ambulancias que pertenece a Osakidetza ya había sido vacunado para mediados de febrero del 2021, cerca de 1.500 trabajadores de las empresas subcontratadas para prestar servicios de emergencias y ambulancias anunciaban una convocatoria de huelga si Osakidetza no les concretaba una fecha para la vacunación contra el Covid-19. Entre otros aspectos, querían «evitar deambular por todo el interior de las residencias y ser nosotros los culpables de meter el virus en las mismas».

				Los trabajadores de Ambuibérica convocados para la huelga señalan que «no se nos realiza ninguna pcr o test análogo para la detección del coronavirus desde que comenzó la pandemia y mucho menos de forma periódica». «A día de hoy no sabemos cuántos de nosotros pueden ser asintomáticos, además hemos tenido más de 70 bajas con Covid desde el inicio la pandemia». Según los trabajadores, «nos encontramos con que en residencias como el Centro Asistencial de Leioa, Residencia Otxartaga de Ortuella, imq Igurco Zorrozgoiti, Residencia fundación Miranda de Barakaldo etc... se nos extorsiona para subir a las plantas de las residencias, las cuales no son nuestro centro de trabajo, ni estamos formados ni asegurados en las mismas». «Esto lo hacen para paliar su déficit de personal y utilizar de manera impropia el personal de ambulancias (sufragado con dinero público)». «Nosotros mismos intentamos explicar estas situaciones al personal de esos centros y en estos centros se toman la licencia de dar órdenes, amenazar y coaccionar a una plantilla que no es de dicho centro». Además, denunciaban que «en muchas residencias» «se nos ha evitado la entrada, realizando la transferencia de los pacientes en los accesos a las mismas, o incluso realizando personal del centro dichas trasferencias». Con la convocatoria de huelga querían hacer pública «la imprudencia deliberada que se está cometiendo», «ya que tanto nuestra empresa como las citadas residencias y organismos oficiales a los que hemos apelado hacen caso omiso a nuestras recomendaciones y reivindicaciones para proteger la salud de los pacientes y trabajadores».

				La gran operadora de las subcontratas, Ambuibérica, es un grupo dirigido por un exdiputado del pp de Valladolid y controlado por ProA Capital, fondo asesorado por un exconsejero de Sanidad de Catalunya. El desembarco de Ambuibérica en Osakidetza estuvo precedido de una operación comercial entre Ibermática y ProA Capital. Ibermática, también adjudicataria de Osakidetza, estaba entonces presidida por José Luis Larrea, exconsejero de Hacienda del Gobierno vasco. Cuando Ambuibérica ganó el concurso de Osakidetza, una adjudicación no exenta de polémicas con la competencia, El País elevó a titular la siguiente afirmación: «Guerra en el sector de las ambulancias de Bizkaia, desconocidos incendian 35 vehículos de Ambuibérica en Bilbao».

				En 2019, la entonces consejera de Salud, Nekane Murga, negó que «la privatización esté cada vez más extendida» en Osakidetza y destacó que el transporte sanitario es un servicio que «siempre ha estado concertado con empresas especializadas». 

			

		

	
		
			
				Anexo 9

				Ratios de personal: comparativa de los decretos de 1998 y 2019 

				El Decreto 41/1998 sobre los servicios sociales residenciales para la tercera edad no especificaba la titulación necesaria para ostentar el cargo de director en una residencia. En el citado decreto, los ratios de personal se fijaron en 0,25 para plazas residenciales de personas válidas y 0,45 para las de personas asistidas. 

				La Ley de Dependencia del año 2006 fijó un mínimo de un «auxiliar/gerocultor por cada seis residentes dependientes». En caso de personas no dependientes, «existirá al menos un auxiliar/gerocultor por cada 15 usuarios». La dependencia se estableció en cuatro grados, del 0 al 3. En el oasis vasco, las administraciones que superaban los ratios establecidos por la Ley de Dependencia comenzaron a rebajar sus cifras hasta llegar a la media establecida por esta ley estatal.

				La última modificación de los ratios en la cav y Navarra, en 2019, no supuso más personal en las residencias. Se estableció un ratio de 0,235 para los grados 0 y i y un 0,360 para los grados ii y iii. Son los centros de las diputaciones los que atienden a la mayoría de los grandes dependientes, centros a los que se les presupone una mayor infraestructura y una mayor exigencia profesional respecto a las residencias municipales y las residencias puramente privadas, aunque muchos centros de titularidad foral están gestionados por empresas privadas.

				Para establecer «la proporción o ratio personal/residentes, se considerará como numerador, el número total de horas trabajadas por el personal, con independencia de sus características laborales y forma de contratación (fijo, eventual o sustituto; dedicación completa o parcial; contraprestación de servicios profesionales, etc.), dividido por las horas anuales que establezca el convenio laboral que sea de aplicación o, en su defecto, el Estatuto de los Trabajadores». Por lo tanto, en la actualidad el ratio incluye todo el personal de las residencias: cocina, jardinería, limpieza, enfermeras…

				Para establecer «la proporción o ratio personal/residentes, se considerará como denominador el número de plazas ocupadas del centro residencial». La proporción o ratio personal/residentes mínima es la siguiente por cada grupo de trabajadoras:

				

				Fisioterapéutica: 0,002 (Grados 0 y i) 0,004 (Grados ii y iii)

				Psicológica, pedagógica o psicopedagógica: 0,003 y 0,003 

				Trabajo social: 0,006 y 0,006 

				Médica: 0,006 y 0,009 

				Ocupacional: 0,011 y 0,011 

				Enfermería: 0,027 y 0,032 

				Apoyo a las actividades de la vida diaria: 0,180 y 0,295 

				

				En opinión del sindicato ela, el decreto del Gobierno vasco del año 2019 apostó por la privatización de un servicio público, precarizó aún más el empleo apostando por la contratación a tiempo parcial y preponderaba los millonarios beneficios para las empresas a costa de precarizar a residentes y trabajadoras.

				La bajada de horas en atención anual quedaba reflejada en la siguiente comparativa aplicando el decreto del 2019 frente el anterior de 1998:

				El decreto del 2019 especifica 53.332 horas anuales de atención.

				El anterior decreto (1998) especificaba:

				Bizkaia: 55.270 horas anuales; por lo tanto ahora serían 2.388 horas menos.

				Gipuzkoa: 71.335 horas anules; por lo tanto ahora serían 18.003 horas menos.

				Araba y Navarra: 65.272 horas anuales; por lo tanto ahora serían 11.940 horas menos.

				Como paradoja, en periodo de huelga, con unos servicios mínimos del 80%, el Gobierno vasco establece 57.068 horas, es decir, 3.736 horas más que en el anterior decreto.

				El decreto de 2019 excluye de su aplicación a viviendas comunitarias, residencias pequeñas y pisos tutelados. Las adaptaciones mecánicas, baños, ventilación, la reconversión de habitaciones dobles a individuales… son solo de aplicación a las nuevas residencias que se creen. No garantiza la seguridad de trabajadoras y residentes en horario nocturno, ni garantiza servicio de enfermería 24 horas y no supone ninguna mejora en cocina y limpieza.

				En Araba, el Gobierno vasco solicitó a la dirección de una empresa especificar qué impacto real tendría la aplicación del decreto. Las conclusiones fueron muy claras: de aplicarlo, la empresa tendría que despedir a 3 gerocultoras, es decir, de las 17 actuales pasarían a ser 14. Así mismo, en Bizkaia las direcciones de residencias comenzaron a trasladar que sobraba personal en virtud del nuevo decreto.
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